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Resumen

La presente tesis busca corroborar la existencia de efectos electorales vinculados a la

expansión territorial de un programa de transferencias monetarias condicionadas, así como el

mecanismo causal que hace posible tales efectos. La falta de consenso en la literatura acerca

del mencionado vínculo causal configura un vacío explicativo que este trabajo propone

completar, mediante el análisis de evidencia original vinculada al programa Tekoporã de

Paraguay. La primera hipótesis que guía esta investigación plantea que un aumento en el

número de beneficiarios a nivel distrital puede generar efectos electorales positivos para el

partido de gobierno en tanto éste posea capacidad atribuirse la responsabilidad de dicho

incremento. La segunda hipótesis sugiere que los efectos electorales favorables se llegan a

producir mediante la acción de actores partidarios locales que trabajan activamente para

atribuir la responsabilidad del programa al partido de gobierno, acción potenciada por la

situación de vulnerabilidad socioeconómica de la población local y su cercanía con la misma.

La verificación de ambas hipótesis es lograda mediante una “tríada inferencial”, que combina

estrategias de inferencia causal basada en estudios observacionales con rastreo de procesos:

tras la validación de los supuestos que preceden a la inferencia causal atendiendo al contexto

del programa seleccionado, se procede a corroborar la existencia de efectos electorales

sistemáticos vinculados a la expansión territorial de este programa durante distintos

gobiernos, para luego verificar la presencia del mecanismo de atribución de responsabilidad a

en base a casos distritales representativos. Los análisis que estructuran la tesis corroboran

ambas hipótesis y permiten observar la manera en que la acción local de actores partidarios

generan atribución de responsabilidad por la política pública de implementación nacional en

clave particularista y, en consecuencia, consiguen generar réditos electorales favorables al

partido de gobierno agregados al nivel subnacional.
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Introducción

Los programas de transferencias monetarias condicionadas han sido adoptados en un gran

número de países en desarrollo a nivel global, considerándose la innovación más importante

en las políticas paliativas de la pobreza en las últimas décadas (Zucco 2013a, De La O 2015).

Estos programas tienen como objetivo brindar asistencia a sectores de la población que

históricamente han resultado excluidos de las instituciones de bienestar con base impositiva,

transfiriendo a las familias montos mínimos regulares que fomentan su acceso a servicios

básicos con el fin de desarrollar capital humano y quebrar la reproducción intergeneracional

de la pobreza. Los impactos de estos programas sobre el bienestar de la población beneficiaria

han sido medidos sistemáticamente a la par de su misma existencia, identificando los efectos

positivos que generan en indicadores vinculados a sus objetivos socioeconómicos directos, así

como sus externalidades relacionadas al bienestar general de la población (Bastagli et al.

2019, Molina Millán et al. 2019). Al mismo tiempo, dada su cualidad focalizada, este tipo de

programas representa una carga menor para los presupuestos estatales en comparación con

otras políticas sociales (Amarante y Brun 2018, De La O 2015), lo que los hace atractivos

para gobiernos que poseen diferentes preferencias programáticas.

La manera en que estos programas se relacionan con la dinámicas políticas de los países que

los implementan también ha recibido atención académica a la par de su implementación. Parte

de la literatura producida sobre el tema ha analizado a la adopción y ampliación de estos

programas como variables dependientes, identificando cómo sus patrones específicos de

expansión territorial se vinculan a cálculos estratégicos de los gobiernos nacionales (Aytaç

2014, Calvo y Murillo 2013, Garay 2007 y 2016, Magaloni et al. 2007, Niedzwiecki 2018,
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Schady 1999, Szwarcberg 2013, Weitz-Shapiro 2006). Otra corriente de la literatura ha

estudiado estos programas como variable independiente, prestando atención a la manera en

que su implementación puede llegar a reconfigurar distintas manifestaciones del

comportamiento político –literatura sistematizada por Kosec y Mo (2019)–. En esa línea, se

ha prestado atención particular a los efectos generados por estos programas en el apoyo

electoral a los gobiernos que las implementan en distintas partes del mundo –efectos

sistematizados por Araújo (2021)–, producción que denota el persistente interés académico en

el mencionado vínculo causal. Los programas basados en transferencias monetarias

condicionadas resultan adecuados para analizar los réditos electorales ya que, a diferencia de

las políticas públicas universales, resulta fácil para los gobiernos demostrar cualquier aumento

en el número de beneficiarios logrado por su administración (Taylor-Robinson, 2010), así

como los impactos directos que generan en las vidas de la población (Akhmedov y

Zhuravskaya, 2004). Este tipo de programas de asistencia social, debido a que son altamente

visibles y están fuertemente identificados con los gobiernos que los implementan, tienden a

poseer una mayor claridad en la asignación de responsabilidad en comparación a otras

políticas sociales (Niedzwiecki, 2016).

La cantidad de literatura producida sobre los efectos electorales de estos programas, no

obstante, es mucho menor que la dirigida a analizar los impactos socioeconómicos de las

transferencias monetarias y no llega a alcanzar conclusiones unívocas sobre la misma

existencia de tales efectos (Barrientos 2022), registrando variaciones en la significatividad de

los efectos producidos y en los mecanismos que los generan. Esto configura una laguna en la

literatura que da lugar a las preguntas de investigación que orientan esta investigación: ¿en

qué condiciones un programa de transferencias monetarias con corresponsabilidad genera

efectos electorales significativos y cómo?
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El principal mecanismo que la literatura ha identificado como la vía para la generación de

efectos electorales es el resultante de la focalización estratégica de la asistencia social, en

función del mapa electoral. Parte de esta literatura considera que los gobiernos desarrollan

patrones de inclusión de beneficiarios que responden a sus expectativas de réditos electorales,

como estrategia para retener votantes leales o para atraer a votantes indecisos (Aytaç 2014,

Calvo y Murillo 2013, Cox y McCubbins 1986, Dixit y Londregan 1996, Magaloni et al.

2007, Niedzwiecki 2018, Schady 1999, Stokes et al. 2013, Szwarcberg 2012 y 2013,

Weitz-Shapiro 2006). Otro argumento se concentra en la utilización de la asistencia como

parte de esquemas clientelares, empleados como recursos que estructuran relaciones de largo

plazo entre actores partidarios y sus bases electorales o que refuerzan las relaciones

preexistentes (Alonso 2007, Auyero 2001, Finan y Schechter 2012, Zarazaga 2015). También

se ha señalado que la focalización estratégica de estos programas puede responder a la acción

de grupos sociales organizados, que a su vez genera un efecto de retroalimentación en la

capacidad de las organizaciones sociales para seguir activando (Campbell 2003, Garay 2007 y

2016, Lodola 2005, Pierson 1993, Skocpol 2007, Weitz-Shapiro 2006). Sin embargo, estas

explicaciones se basan en el supuesto de que los gobiernos efectivamente tienen la posibilidad

de dirigir estratégicamente la implementación de los programas y manipular las listas de

beneficiarios (Fried 2011), lo que no resulta posible en casos de programas con diseños

estrictos y reglas claras de implementación (De la O 2015). Atendiendo a ello, este trabajo

propone complementar las explicaciones existentes a la luz de evidencia nueva vinculada a un

programa de diseño estricto, cuyos efectos electorales aún no han sido analizados y cuyo

patrón de expansión territorial es apto para verificar el mencionado vínculo causal: el

programa Tekoporã de Paraguay.
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Tekoporã es un programa de transferencias monetarias condicionadas que ha sido

implementado en Paraguay desde el año 2005. El mismo fue diseñado en el 2004 mediante

una cooperación técnica entre la Secretaría de Acción Social (SAS) dependiente de la

Presidencia de la República del Paraguay y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID)

(Resolución N° 563/2016), en base a experiencias de otros países del continente

(Osorio-Gonnet 2015 y 2019, Sugiyama 2011). El programa se focaliza en familias con

hijos/as de hasta 18 años de edad, mujeres embarazadas, adultos mayores y/o personas con

discapacidad, que se encuentran en situación de pobreza extrema (SAS 2009, 3). Su

participación en el programa está prevista por seis años iniciales, con la opción de ser

ampliados por dos años más si aún cumplen los requisitos. Estas familias deben cumplir con

corresponsabilidades en salud y educación, supervisadas por funcionarios del programa en

colaboración con instituciones locales, cuyo incumplimiento puede derivar en su exclusión.

El programa Tekoporã es administrado por el gobierno nacional y su cobertura se ha

expandido gradualmente a través del territorio paraguayo hasta alcanzar la totalidad de los

distritos del país en el año 2017, expansión que ocurrió a lo largo de tres gobiernos nacionales

con distintas identidades políticas y preferencias programáticas diversas. La expansión

territorial del programa respondió a un doble criterio de focalización, que partía de la

identificación geográfica de departamentos prioritarios para la intervención –de acuerdo a la

severidad de la pobreza– para luego avanzar hacia la selección distrital y familiar de los

beneficiarios. El corte departamental realizado como primer paso en la focalización

geográfica implicó la exclusión inicial de distritos con niveles de vulnerabilidad

socioeconómica similares a los que efectivamente eran incluidos en la intervención, sentando

las bases para realizar inferencias causales en base a datos observacionales (Angrist y Pischke

2009, Morgan y Winship 2015, Seawright 2016). Con el paso de los años, el programa se
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expandió territorialmente utilizando el mismo criterio de focalización de su diseño inicial, si

bien el número de beneficiarios al interior de los distritos empezó a asumir valores positivos y

negativos en la medida que las familias beneficiarias empezaban a graduarse del mismo. Este

patrón de expansión territorial observado durante gobiernos distintos, delimitados

respectivamente por las elecciones generales de 2008, 2013 y 2018, configura tres estudios

observacionales que permiten analizar los efectos del programa en el comportamiento

electoral al nivel distrital, la menor unidad territorial administrativa del país.

La evidencia vinculada al programa Tekoporã también resulta importante de ser analizada en

función del contexto institucional que enmarcó la expansión del programa, que establece las

condiciones de alcance de las explicaciones a ser formuladas. La cualidad técnica que

caracteriza la focalización de Tekoporã contrasta con la débil institucionalidad de bienestar

vigente en Paraguay (Bertranou et al. 2003, García 2017, Serafini 2015), que impidió el

desarrollo de expectativas de atención estatal a las necesidades de su población en términos

programáticos. El contexto político, por su parte, es el de una democracia basada en una

competencia electoral regular desde el año 1991, sistema que ha demostrado estabilidad a

pesar de sus múltiples debilidades (Duarte-Recalde 2015). La competencia electoral en el país

está marcada por la predominancia de dos partidos políticos tradicionales –la Asociación

Nacional Republicana (ANR o Partido Colorado) y el Partido Liberal Radical Auténtico

(PLRA)– que han mantenido protagonismo en la historia política del país desde su creación

en 1887 y que, a lo largo de su vida institucional, se vincularon con sus bases a partir de una

dinámica clientelar (Abente 2021, Došek 2023, Lachi y Rojas Scheffer 2018, Setrini 2011).

De esta manera, las expectativas distributivas particularistas que persisten entre la población

paraguaya están configuradas por la ausencia de legados de políticas estatales de asistencia

social efectivas en conjunción con la naturaleza clientelar del relacionamiento de los
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principales partidos políticos con sus bases. Debido a estas expectativas, la responsabilidad

que tienen las instituciones estatales como proveedoras de los beneficios de este programa de

asistencia social no resulta evidente para la población, a pesar de la cualidad estricta de su

diseño y claridad de sus reglas de implementación (Serafini 2015).

El problema de esta investigación remite al análisis de las condiciones en que las

transferencias monetarias con corresponsabilidad llegan a generar efectos electorales

significativos favorables a los gobiernos que las implementan, así como la manera en que lo

logran. Atendiendo a este problema, los objetivos de esta investigación son: 1) verificar la

existencia de efectos electorales generados por el aumento distrital de beneficiarios del

programa Tekoporã, 2) contrastar los efectos encontrados durante períodos gobernados por

partidos políticos con diferente capacidad para atribuirse responsabilidad por la política

pública a nivel nacional y, 3) verificar cómo el mecanismo de la atribución de responsabilidad

efectivamente posibilita la generación de réditos electorales a nivel local.

La primera hipótesis planteada es que el aumento del número de beneficiarios a nivel distrital

puede llegar a generar efectos electorales favorables para el partido de gobierno a ese mismo

nivel, en tanto el gobierno nacional se encuentre ocupado por un partido político capaz de

atribuirse la responsabilidad de dicho aumento. La segunda hipótesis sugiere que los efectos

electorales favorables al partido de gobierno ocurrirán mediante la acción de actores

partidarios presentes a nivel local que obren activamente en la atribución de responsabilidad

por el programa al partido de gobierno, propiciada por la situación de vulnerabilidad

socioeconómica de la población local y su cercanía con la misma.
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La primera hipótesis requiere verificar la existencia de efectos electorales vinculados al

aumento en el número de beneficiarios del programa Tekoporã a nivel distrital, que

corresponde a la menor unidad administrativa del país y cuyos representantes políticos poseen

presencia visible en la implementación del programa. De esta hipótesis se deriva un modelo

estadístico cuya variable independiente es el aumento de beneficiarios registrado a nivel

distrital durante cada período de gobierno, en coincidencia con los mencionados estudios

observacionales configurados por el patrón de expansión territorial del programa: aquellos

distritos donde se registró un aumento son los casos de tratamiento, mientras que el resto se

incluye en el conjunto de casos de control que posibilitan la inferencia causal. La variable

dependiente del modelo comprende la proporción de votos obtenidos por el partido de

gobierno, o los partidos que integran la alianza electoral en el gobierno durante cada uno de

los tres períodos identificados, sobre el total de votos emitidos a nivel distrital. Este modelo

permitirá medir la existencia de efectos vinculados al tratamiento, partiendo del control de la

configuración de preferencias electorales previas a la existencia del programa. Además del

modelo inicial, también se estimarán los efectos electorales mediante otro modelo que incluye

controles políticos y demográficos, como son la identidad partidaria de los gobiernos

municipales, el número efectivo distrital de partidos (NEP), el tamaño de la población y el

nivel de vulnerabilidad socioeconómica de cada unidad de análisis, para identificar la manera

en que variables de contexto llegan a incidir en los efectos existentes. De esta manera, en caso

de verificarse los efectos significativos hipotetizados, será posible confirmar que el aumento

de beneficiarios de transferencias monetarias incide en las preferencias electorales agregadas

al menor nivel de representación política, independientemente de la configuración de

preferencias electorales previamente existentes.
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La segunda hipótesis requiere verificar la presencia del mecanismo de atribución de

responsabilidad en tanto condición suficiente que genera el vínculo causal planteado. Los

mecanismos implican explicaciones detalladas sobre el proceso mediante el cual ocurren los

fenómenos políticos, incluyendo la relación entre actores involucrados, la formación de

creencias que influyen en su comportamiento y su relación con experiencias previas (Falleti y

Lynch 2009). De manera particular, el mecanismo de atribución de responsabilidad

comprende el conjunto de acciones que inciden en la identificación del partido de gobierno

como responsable de la política pública, que supone condiciones estructurales que posibilitan

su funcionamiento además de la presencia a nivel local de distintos actores vinculados al

partido. La verificación de este mecanismo se llevará a cabo a través de un rastreo de procesos

de confirmación teórica (Beach y Pedersen 2019), es decir, a través de la recopilación de

información detallada que permita corroborar la manera en que los actores involucrados en el

proceso obran de tal manera que generan atribución de responsabilidad en clave partidaria.

Los casos a ser examinados serán casos representativos del vínculo causal, seleccionados en

base al valor de las unidades de análisis estadístico previo.

Debido a que la verificación de ambas hipótesis requiere evidencia empírica diversa que

permita demostrar tanto la existencia de efectos electorales sistemáticos como la presencia del

mecanismo causal propuesto, la presente investigación adopta como estrategia metodológica

la “tríada inferencial” propuesta por Gary Goertz (2017), que implica triangular evidencia

cuantitativa y cualitativa para lograr una inferencia causal más robusta. En este marco, el

análisis partirá de la validación de los supuestos que preceden a la inferencia causal

atendiendo al contexto de los casos analizados, la asignación al tratamiento de las unidades de

análisis y las características del fenómeno que fundamentan la validez del mecanismo

planteado como suficiente para la generación del vínculo causal. El análisis de regularidades
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empíricas cuantitativas se llevará a cabo mediante inferencias estadísticas vinculadas a la

primera hipótesis mientras que la evidencia cualitativa comprenderá las observaciones del

proceso causal que verifiquen el mecanismo planteado al interior de los casos representativos,

de acuerdo a la segunda hipótesis.

Los capítulos que componen esta tesis corresponden a cada sección del diseño propuesto. En

el primer capítulo, se realiza una revisión de la literatura en la que se enmarca la

investigación, se presenta el argumento que da forma al vínculo causal y se describen las

características del programa que sustenta la evidencia empírica. El segundo capítulo presenta

el fundamento metodológico de esta investigación basado en la “tríada inferencial” y la

operacionalización de las variables. En el tercer capítulo se verifican los legados

institucionales que configuran las condiciones de alcance del mecanismo planteado, las reglas

formales del programa que configuran los estudios observacionales, así como la presencia de

diversos actores políticos que forman parte de la ejecución del programa que dificultan su

clara atribución de responsabilidad institucional. Los efectos electorales estadísticos

generados por el aumento distrital en el número de beneficiarios del programa son verificados

en el cuarto capítulo, contrastando los efectos observados entre períodos gobernados por

partidos políticos con distintas capacidades institucionales y presencia territorial para generar

atribución de responsabilidad por la política pública en clave particularista. El quinto capítulo

comprende un rastreo del proceso que genera el vínculo causal mediante la atribución de

responsabilidad partidaria en base a casos distritales representativos, atendiendo a la manera

en que las entidades involucradas y sus acciones conforman el mecanismo. Finalmente, se

presenta una conclusión que sintetiza el trabajo realizado y se plantean posibles líneas de

investigación futuras que complementarán la comprensión sobre el vínculo causal estudiado.
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Capítulo 1: La literatura sobre transferencias monetarias y sus efectos

electorales

1. Introducción al capítulo

El análisis de los efectos electorales de los programas de transferencias monetarias

condicionadas se inserta dentro de una amplia producción bibliográfica en Ciencia Política

dedicada a analizar este tipo de intervención estatal desde distintas perspectivas. Por un lado,

la literatura que ha analizado los programas de este tipo como variable dependiente ha

prestado atención a los múltiples condicionantes de su adopción e implementación,

enfatizando sus particularidades con relación a otros tipos de intervención de política social.

Por otro lado, la literatura que los ha estudiado como variable independiente ha prestado

atención a la reconfiguración de preferencias y comportamientos políticos que ocurren como

consecuencia de su implementación, revisando su utilidad estratégica para alcanzar fines

partidarios además de sus objetivos de política pública explícitos. La presente investigación se

enmarca en esta segunda línea de producción, dialogando particularmente con la literatura que

analiza la manera en que las transferencias monetarias han incidido en el desempeño electoral

de los gobernantes que las implementan.

En este capítulo se presenta primeramente una revisión de la literatura que estudia estos

programas como fenómeno político particular, cuyas características de implementación

dependen de condicionantes políticos diversos. Se revisan luego los antecedentes

bibliográficos que se concentran en el análisis de los efectos electorales de programas de

transferencias monetarias de los que se desprenden las hipótesis de esta investigación. A
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continuación se presenta el argumento que sostiene la relación causal hipotetizada y la

literatura que la fundamenta. Finalmente, se presenta el programa a ser utilizado como fuente

de evidencia empírica, atendiendo a las condiciones de alcance planteadas para la verificación

del vínculo causal hipotetizado, en base a la literatura existente sobre el tema.

2. Las transferencias monetarias como resultados de dinámicas políticas

Las transferencias monetarias condicionadas han formado parte regular de la política de

protección social en el mundo en desarrollo desde fines del siglo XX. Un programa de este

tipo “transfiere dinero a las familias pobres siempre y cuando éstas efectúen inversiones

especificadas de antemano en el capital humano de sus hijos” (Fiszbein y Schady 2009, 33),

por lo que se les ha atribuido la función de paliar la reproducción intergeneracional de la

pobreza al estimular la acumulación de capital humano mediante las condicionalidades que

establecen para sus beneficiarios (Cecchini y Madariaga 2011, Cecchini y Martínez 2011,

Fiszbein y Schady 2009, Martínez-Franzoni y Sánchez-Ancochea 2016).

Estos programas se focalizan en los sectores de menores ingresos de la población, ofreciendo

a las familias en situación de pobreza una base mínima de fondos para el consumo. Se ha

señalado que la focalización resulta una estrategia eficiente para paliar la pobreza en tanto se

generan retornos sociales mayores entre los hogares con menores niveles de ingreso

(Subbarao et al. 1997). Los fondos a los que acceden las familias, a vez, redundan en la

circulación de recursos materiales en sus comunidades de manera inmediata (Hunter y Power

2007, 16), por lo que los impactos de la focalización también ocurren de manera indirecta a

nivel comunitario. En este sentido, la presencia del programa a nivel comunitario resulta
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deseable para la población en situación de vulnerabilidad tanto desde una perspectiva de corto

como de largo plazo.

El desarrollo de programas de transferencias monetarias condicionadas se originó como

respuesta a las crisis económicas ocurridas a nivel global a fines del siglo XX, que

aumentaron la cantidad de población en situación de pobreza y evidenciaron la limitada

capacidad de los sistemas de bienestar tradicionales para dar respuesta a las crecientes

necesidades. Debido a que los contextos de austeridad fiscal impidieron a los gobiernos

expandir el gasto social, los programas focalizados de transferencias monetarias resultaron

atractivos ya que atendieron a la población más vulnerable sin imponer una carga fiscal

importante a la administración estatal (Amarante y Brun 2018, Weitz-Shapiro 2006, Weyland

2003). De esta manera, estos programas son considerados la innovación en política pública

paliativa de la pobreza más importante que ha ocurrido en los países en vías de desarrollo en

las últimas décadas (De La O 2015, Zucco 2013a), habiendo incorporado a los sistemas de

asistencia social a poblaciones históricamente excluidas de las instituciones de bienestar con

base contributiva, en un contexto de atención a la eficiencia en el gasto público.1

Los impactos socioeconómicos de las transferencias monetarias han sido verificados por

evidencia recolectada y analizada en múltiples contextos a nivel global, corroborando su

efectiva incidencia en la reducción de la pobreza y sus efectos a largo plazo sobre la

acumulación de capital humano, en coincidencia con sus objetivos originales (Amarante y

Brun 2018, Molina Millán et al. 2019). La amplia literatura producida en las últimas décadas

sobre estos impactos ha sido sistematizada recientemente en meta-análisis que destacan sus

1 Una lista actualizada de programas de transferencias condicionadas concluidos y vigentes en América Latina
se encuentra disponible en el sitio web de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL),
donde se presenta una descripción de los mismos así como datos agregados a nivel nacional referentes a su
presupuesto y cobertura. Disponible en: https://dds.cepal.org/bpsnc/ptc
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efectos significativos, en coherencia con sus objetivos directos, en el gasto en alimentos, el

acceso a la educación y el uso de los servicios de salud de las familias beneficiarias,

observándose también efectos de segundo orden en el ahorro, las inversiones productivas y las

diversas estrategias de subsistencia adoptadas por las familias beneficiarias (Bastagli et al.

2019). Otros meta-análisis que sistematizan la literatura sobre los impactos que estos

programas generan a modo de externalidades también dan cuenta de sus efectos significativos

sobre el alivio del trabajo infantil (Kabeer y Waddington 2015), sobre resultados educativos

vinculados a la rentabilidad del programa (García y Saavedra 2017), sobre percepciones del

bienestar subjetivo de los receptores de transferencias (McGuire et al. 2020), sobre la salud

mental de niños y jóvenes de las familias beneficiarias (Zimmerman et al. 2021), sobre la

disminución de manifestaciones de violencia intrafamiliar (Baranov et al. 2021) y sobre el

control de las enfermedades tropicales (Ahmed et al. 2022). Las conclusiones alcanzadas por

esta creciente producción académica validan la continuidad de estos programas como medidas

de protección de la población en situación de vulnerabilidad.

Al mismo tiempo, a la par del análisis de sus efectos socioeconómicos, también se ha prestado

atención a las dinámicas políticas específicas que se ven involucradas en este tipo de

intervención (Alonso 2007, Bonvecchi et al. 2015, Martínez-Franzoni 2005). Estos programas

han sido analizados en tanto constituyen estrategias de protección social que son

fundamentalmente distintas de las políticas sociales tradicionales de los países desarrollados

(Esping-Andersen 1993, Haggard y Kaufman 2008, Huber y Stephens 2001), enfatizando los

criterios de elegibilidad de sus beneficiarios, su naturaleza no contributiva y su focalización

en la población en situación de pobreza (Barrientos y Hulme 2008, Fiszbein y Schady 2009).

Estas características suponen dinámicas políticas particulares que las distinguen de la política
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social precedente y permiten el desarrollo de vínculos más directos entre actores

implementadores de la política pública y beneficiarios.

La primera gran diferencia entre este tipo de intervención y la política social que la precede

tiene que ver con la relación entre la administración estatal y la población beneficiaria. Las

políticas de seguridad social predominantes en el siglo XX tenían base contributiva y sus

beneficiarios formaban parte principalmente del sector formal de la economía, lo que había

supuesto una institucionalidad de protección social mediada por instancias laborales que, a su

vez, implicaba la exclusión de facto de sectores vulnerables sin vínculos laborales formales

(Holland 2018, Lindert et al. 2006). Las transferencias monetarias, en cambio, no suponen

contribuciones monetarias directas por parte del universo de beneficiarios a los que va

dirigida la intervención y se focalizan en la población en situación de vulnerabilidad, lo que

implica una relación directa entre la administración estatal y la población meta, con clara

direccionalidad en la distribución de beneficios.

Otra particularidad de este tipo de programas que contrasta con la política social del siglo

anterior tiene que ver con su statu legal. Si bien la protección social desarrollada durante el

siglo anterior privilegiaba en la práctica a beneficiarios urbanos de ingresos medios, la misma

se formuló en términos de derechos de ciudadanía universal (Haggard y Kaufman 2008) y

llegó a contar con un respaldo legal que establecía obligaciones formales del Estado para su

cumplimiento. Los programas de transferencias monetarias que ganaron ímpetu siglo XXI no

han adquirido ese statu y modifican regularmente su cobertura en función de sus criterios de

focalización y de su presupuesto, lo que supone variación periódica en el universo de

beneficiarios. De esta manera, estos programas presentan patrones cambiantes de presencia
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territorial y la inclusión de beneficiarios programas es pasible de ser atribuida a la gestión de

cada administración estatal.

Por otro lado, estos programas tienden a establecer límites a la discreción gubernamental para

su implementación cuando incorporan criterios estrictos de focalización, elegibilidad de

beneficiarios y mecanismos de evaluación. La literatura ha argumentado que los diseños de

este tipo de programas son débiles cuando surgen en contextos de gobierno alineado entre el

Poder Ejecutivo y el Legislativo, que otorgan al Ejecutivo el margen de maniobra para diseñar

programas con reglas operativas permeables a la discreción política y establecer periodos de

expansión que coincidan con ciclos electorales. Por el contrario, los diseños son fuertes

cuando surgen en contexto de gobierno dividido y crisis económica, que derivan en

burocracias autónomas que permiten una implementación libre de manipulaciones políticas

(De la O 2015). Cuán estrictos sean el diseño y los criterios de implementación de cada

programa, explicados por los contextos nacionales que les dieron origen, determinan hasta

qué punto los beneficiarios de las transferencias monetarias puedan llegar a ser incorporados

en base a criterios ajenos a los de la focalización técnica. Estas características difieren entre

programas, pero pueden perdurar en un mismo programa a lo largo de distintos gobiernos.

Este tipo de intervención ha sido implementado por gobiernos de distintos signos ideológicos

alrededor del mundo, si bien ganaron ímpetu en América Latina durante los años del “giro a la

izquierda” de los gobiernos de la región (Pribble 2013), por lo que a nivel continental se los

identifica generalmente con políticas progresistas. No obstante, la naturaleza focalizada y

fiscalmente moderada de estos programas no supone la presencia de grandes coaliciones

progresistas en los sistemas políticos que los adoptan, ya que su implementación no requiere

reformas estructurales ni redistribución significativa de ingresos o propiedades al interior de
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los países (Hunter y Power 2007, 17). Debido a ello, se ha observado también que gobiernos

ideológicamente conservadores de la región los han iniciado y expandido respondiendo a

incentivos electorales (Altman y Castiglioni 2020, Castiglioni 2020). En este sentido, al

concentrar la atención en América Latina, se observa que la adopción de este tipo de

programas ocurrió como efecto de transferencias de políticas públicas durante la primera

década del siglo XXI (Osorio-Gonnet 2015, Sugiyama 2011), sin que las preferencias

ideológicas de los gobiernos de turno hayan condicionado su adopción.

La rápida expansión de estos programas a distintos lugares del mundo ha estado acompañada

de una producción académica que analiza este tipo de intervención tanto como resultado de

dinámicas políticas previas, así como causa de dinámicas políticas resultantes.2 La literatura

que los aborda como resultados de dinámicas políticas preexistentes –como variable

dependiente– ha observado que sus patrones de implementación y expansión territorial suelen

estar determinados por incentivos políticos, además de factores estructurales e institucionales

que se presentan de manera heterogénea entre los distintos países. El análisis de la dimensión

política de su implementación se sustenta en el argumento que éstos pueden llegar a ser

medios ideales para la distribución de fondos con objetivos electorales, además de sus

objetivos socioeconómicos expresados formalmente, debido a que proporcionan beneficios

monetarios individualizados a una población claramente definida (Zucco 2013a, 810). En este

sentido, se ha señalado que los programas de asistencia social generan réditos electorales de

manera más eficiente que los programas del tipo universal, ya que es más fácilmente

demostrable cualquier aumento en el número de personas beneficiadas por una administración

(Taylor-Robinson, 2010), así como los impactos directos de los beneficios sobre sus vidas

(Akhmedov y Zhuravskaya, 2004).

2 Blofield (2019) realiza una revisión crítica de la bibliografía más reciente publicada sobre políticas sociales en
América Latina, identificando sus múltiples aportes para la comprensión de la expansión de la protección social
en el continente así como las variaciones que han ido apareciendo entre los programas de los distintos países.
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Se ha identificado que los patrones de distribución y expansión de programas de asistencia

social llegan a responder a cálculos partidarios realizados por los gobiernos de turno,

atendiendo al mapa electoral, para favorecer a gobiernos locales alineados políticamente a los

nacionales o para castigar a sus adversarios políticos mediante la distribución de planes. El

direccionamiento estratégico de estos programas, a su vez, llega a responder a cálculos

electorales que buscan mantener votantes leales de los partidos o atraer votantes con

preferencias cambiantes (Aytaç 2014, Calvo y Murillo 2013, Garay 2007 y 2016, Magaloni et

al. 2007, Niedzwiecki 2018, Schady 1999, Szwarcberg 2012 y 2013, Weitz-Shapiro 2006). La

posibilidad de direccionar estratégicamente la expansión de estos programas, no obstante,

supone que actores partidarios puedan manipular efectivamente las listas de beneficiarios

(Fried 2011), por lo que aquellos programas que posean criterios de implementación estrictos

quedarían fuera de esta explicación.

Por otro lado, la literatura sobre clientelismo que ha estudiado programas de asistencia social

también tiende a afirmar que sus patrones de implementación son utilizados en el proceso de

generación o mantenimiento de redes clientelares. Estas redes se sustentan en la interacción

repetida entre maquinarias partidarias y votantes, que ocurre en tanto los partidos pueden

monitorear las acciones de las bases y ambas partes perciben que la interacción continuaría

indefinidamente en el futuro (Stokes 2005). Se ha observado que, cuando los programas de

asistencia social son distribuidos en términos de beneficios selectivos, éstos llegan a

estructurar relaciones de largo plazo que generan expectativas de comportamiento entre

ambas partes (Alonso 2007, Auyero 2001, Finan y Schechter 2012, Sandberg y Tally 2015,

Zarazaga 2015). Sin embargo, como lo advierte Szwarcberg (2013), para que este patrón de

relacionamiento funcione es necesario que los partidos tengan la capacidad para distribuir los
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beneficios en clave particularista a cambio de apoyo político y que también prefieran hacerlo,

lo que depende de la naturaleza de los vínculos de cada partido con sus bases antes que con

particularidades inherentes a este tipo de política pública. De esta manera, la utilización

clientelar de las transferencias monetarias dependería de las prácticas de los partidos

involucrados en su administración, además de la permeabilidad de cada programa para la

definición de beneficiarios mediante manipulación partidaria.

La implementación de los programas de transferencias también ha sido abordado por la

literatura dedicada a analizar la acción de grupos sociales organizados, que observa a esta

última como causa de los patrones de distribución territorial de beneficios y que, a su vez, se

fortalece de los recursos distribuidos mediante un efecto de retroalimentación (Campbell

2003, Pierson 1993). Existe evidencia de que estos programas han llegado a potenciar la

actividad política organizada de sectores socioeconómicos informales, ayudándolos a superar

sus problemas de acción colectiva al integrarlos a su proceso administrativo (Garay 2007 y

2016). Cuando grupos de beneficiarios efectivos y potenciales logran organizarse

colectivamente, su movilización con demandas de mayor cobertura de beneficios incidiría en

el patrón de expansión geográfica de los programas, utilizados como herramienta para mitigar

intensidad de las movilizaciones sociales (Garay 2007 y 2016, Lodola 2005, Weitz-Shapiro

2006). Así, la distribución territorial de programas de asistencia social que ocurre como

consecuencia de la acción de grupos sociales organizados supone la presencia en el sistema

político de organizaciones sociales capaces de incidir en la política pública mediante su

movilización, además de la maleabilidad de las listas de beneficiarios según criterios ajenos a

la focalización técnica y la voluntad política de sus administradores de direccionar

estratégicamente la intervención.
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Por su parte, la misma presencia de actores colectivos movilizados en torno a programas de

asistencia social se vincula a los legados de las políticas sociales que los precedieron, que

llegaron a configurar a su alrededor intereses colectivos que se activaron políticamente debido

al sentido de derecho que los sectores beneficiarios desarrollaron a partir de su acceso a

esquemas de protección estatal (Ingram y Schneider 2008). En contrapartida, la ausencia de

legados de políticas públicas sienta las bases para la ausencia de actores movilizados en torno

a este tipo de intervención: en sistemas donde no se ha desarrollado una institucionalidad

pública de bienestar y se ha normalizado el acceso a la asistencia social en clave informal,

sectores importantes de la población se tornan menos interesados en soluciones programáticas

y llegan a favorecer las intervenciones en clave particularista (Holland 2017, 238). De esta

manera, los legados de política pública aparecen como condición necesaria para las

explicaciones que vinculan causalmente el comportamiento político de los beneficiarios a la

implementación de programas de asistencia social de este tipo, en tanto determinan las

expectativas redistributivas de la población.

Se observa, entonces, que los vínculos causales entre el comportamiento de diversos actores

políticos y los resultantes patrones de implementación de programas focalizados de asistencia

social llegan a ocurrir en función de las condiciones particulares del sistema político en el que

tienen lugar, las cuales delimitan el alcance de la generalizabilidad de sus conclusiones. Este

tipo de condiciones también son identificables al analizar el vínculo causal entre variables

políticas y la implementación de transferencias monetarias en sentido causal opuesto, es decir,

al analizar la implementación de estos programas como causa del comportamiento político

observado. A continuación se revisa la literatura que ha sido producida sobre los efectos

políticos de este tipo de programas, identificando las hipótesis que han sido previamente

estudiadas y los disensos explicativos que aún persisten en esta área.
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3. Las transferencias monetarias como causas de efectos electorales

La literatura que estudia a los programas de transferencias monetarias como causa de

reconfiguraciones en el comportamiento político –en tanto variable independiente– es amplia,

si bien resulta comparativamente menor que la que se encarga de analizar sus impactos

socioeconómicos (Barrientos 2022). Esta literatura se basa en el argumento de que los

programas sociales, en términos más amplios, inciden en el comportamiento político de sus

beneficiarios mediante la provisión de recursos materiales y cognitivos que disminuyen los

costos de su actividad política, además del desarrollo de un sentido de derecho legítimo a

posicionarse políticamente vinculado a su autopercepción ciudadana (Campbell 2003).

En este sentido, se ha identificado que las transferencias monetarias han llegado a incidir de

manera positiva en la confianza de la población en los gobiernos locales (Julia et al. 2014), en

el compromiso cívico de sus beneficiarios (Evans et al. 2019) y en la misma participación

electoral.3 También se ha observado que participar de estos programas no mitiga las actitudes

críticas de sus beneficiarios respecto a casos de corrupción o al desempeño macroeconómico

de sus gobiernos (Pavão 2016). En lo que respecta a su impacto en el capital social, se ha

encontrado evidencia de que este tipo de programas genera impactos positivos en la

participación comunitaria, contrarrestando las preexistentes sensaciones de desconfianza hacia

integrantes su comunidad (Attanasio et al. 2015). Asimismo, se ha encontrado evidencia de

que estos programas llegan a incidir en la disminución del conflicto civil, al impulsar la

3 No obstante, la evidencia empírica en este sentido es contradictoria. Existe evidencia de incidencia positiva de
las transferencias monetarias en el aumento de la participación electoral (Chen 2013, Conover et al. 2020, De la
O 2013, Hunter y Power 2007, Schober 2019), aunque también evidencia de incidencia mixta o nula en este
indicador del comportamiento político (Julia et al. 2014, Imai et al. 2020).
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economía local e imponer condicionalidades que dificultan la recepción de transferencias a

quienes forman parte de grupos armados (Crost et al. 2016).

De manera particular, en las últimas décadas se ha observado una creciente producción

académica concentrada en explicar los efectos electorales que producen las transferencias

monetarias, atendiendo a la medida en que favorecen electoralmente a sus gobiernos. La

literatura ha verificado que programas de asistencia estatal focalizada que incluyen

transferencias monetarias han generado efectos electorales favorables para los gobiernos que

las implementaron en Perú (Schady 1999), en Brasil (Corrêa 2015, Hunter y Power 2007,

Zucco 2008, 2013a y 2015), en Alemania (Bechtel y Hainmueller 2011), en Colombia (Baez

et al. 2012, Conover et al. 2020, Nupia 2011), en Uruguay (Manacorda et al. 2011), en India

(Mitra y Mitra 2021), en Rumania (Pop-Eleches y Pop-Eleches 2012), en Filipinas (Labonne

2013), en Honduras (Linos 2013), en México (De La O 2013 y 2015, Díaz-Cayeros et al.

2016), en Malawi (Dionne y Horowitz 2016), en Turquía (Marschall et al. 2016), en Pakistán

(Ghorpade y Justino 2019), así como en América Latina en su conjunto (Layton y Smith

2015).4 El único meta-análisis disponible que sistematiza los efectos encontrados por la

literatura sobre el vínculo entre transferencias monetarias y resultados electorales favorables a

sus gobiernos corrobora la significatividad del impacto electoral que generan (Araújo 2021).5

La diversidad de contextos estructurales e institucionales en los que se han verificado efectos

electorales positivos de este tipo de asistencia, además de la diversidad de legados de políticas

de bienestar, niveles de centralización en la implementación de las políticas públicas o

características de los sistemas de partidos de los países en que esta relación causal ha sido

5 El mencionado meta-análisis se basa en publicaciones sustentadas en experimentos naturales, identificados a
partir de la implementación de los programas PANES de Uruguay, PRAF y Bono de Honduras, Progresa de
México, 4Ps de Filipinas, PNPM Generasi de Indonesia y Familias en Acción de Colombia (Araújo 2021, 3).

4 Kosec y Mo (2019, xi) presentan una síntesis comparativa de la literatura producida que analiza los efectos
políticos de programas de transferencias monetarias de distintas partes del mundo, clasificando los trabajos de
acuerdo a los casos nacionales estudiados, las bases de datos que utilizan, el nivel de agregación territorial de los
datos analizados, así como las distintas variables dependientes utilizadas como indicadores de actitudes políticas.
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observada, permiten descartar la incidencia exclusiva de alguna de estas variables nacionales

como definitorias de los efectos verificados.

La literatura que ha utilizado datos agregados para verificar esta relación causal se basó

tempranamente en evidencia relacionada al programa brasileño Bolsa Família. En su análisis

de la victoria de Luiz Inácio da Silva en Brasil en el año 2006, Hunter y Power (2007)

encontraron que el aumento en el poder adquisitivo de la población en situación de pobreza

fomentado en parte por Bolsa Família permitió a este candidato consolidar una base electoral

distinta a la del Partido de los Trabajadores (PT) en el territorio brasileño. También respecto a

este programa, Zucco (2008, 2013a) estimó sus efectos en los resultados de sucesivas

elecciones presidenciales de ese país mediante herramientas de inferencia causal para datos

observacionales, identificando que el programa genera réditos electorales para los candidatos

del partido de gobierno independientemente de cuál sea ese partido, si bien señala que no

llega a generar realineamientos en las preferencias electorales a largo plazo (Zucco 2015).

También se han analizado los efectos electorales generados por los programas de este tipo en

México, mediante variadas estrategias de inferencia causal. De La O (2013) revisó los efectos

electorales del programa Progresa, valiéndose del diseño experimental de la implementación

original de ese programa, concluyendo que la inscripción temprana al programa condujo a

aumentos sustanciales en el voto a favor del partido de gobierno agregados al nivel de

precintos electorales en las elecciones presidenciales del año 2000. Por su parte, al analizar

los efectos de los programas Pronasol y Progresa/Oportunidades en los cambios en los votos

agregados ocurridos entre las elecciones presidenciales mexicanas de 1988–1994, de

1994–2000 y de 2000–2006, Díaz-Cayeros et al. (2016) identificaron que los beneficiarios

recompensan a sus gobernantes independientemente de su identidad partidaria.
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Efectos similares han sido encontrados en las elecciones presidenciales en Colombia. Nupia

(2011) utilizó datos agregados a nivel municipal de ese país de los años 2002 a 2010 para

verificar la relación causal señalada, concluyendo que la coalición gobernante efectivamente

resultó recompensada en las urnas como consecuencia del aumento de beneficiarios del

programa Familias en Acción (FA).6 El autor también encontró que el efecto es mayor en

aquellos municipios identificados ideológicamente con la coalición gobernante, si bien se

mantiene el sentido positivo y estadísticamente significativo del efecto en aquellos municipios

gobernados por actores sin afinidad ideológica al gobierno central.

Sin embargo, los efectos causales que estos programas generan en los resultados electorales

no han sido consensuados en lo que respecta a los distintos niveles de representación política

involucrados en su implementación. Al analizar los efectos electorales del Programa de

Asignación Familiar (PRAF) en Honduras, Linos (2013) identificó que el programa llegó a

generar efectos favorables para las autoridades municipales pero no encontró efectos similares

en lo que respecta a las autoridades nacionales. También se ha señalado que las transferencias

condicionadas implementadas en Indonesia incidieron positivamente en los votos obtenidos

en ese país por candidatos legislativos del partido oficialista, pero no se encontraron efectos

electorales favorables para el Presidente en ejercicio (Julia et al. 2014). En contrapartida, en

Uganda, se observó que beneficiarios de políticas sociales focalizadas favorecieron

electoralmente a candidaturas de la oposición tras su participación en programas de lucha

contra la pobreza (Blattman et al. 2018). De esta manera, si bien los análisis de datos

6 Baez et al. (2012) coinciden en la identificación de estos efectos al analizar el programa FA en Colombia
valiéndose de un diseño de regresión discontinua en base a datos de encuesta, además de encontrar que los
beneficiarios de este programa se muestran más proclives a la participación electoral. Las conclusiones de Nupia
han sido corroboradas más recientemente también por Conover et al. (2020) quienes, en base a resultados
electorales desagregados a nivel de urnas de votación, logran identificar efectos positivos del programa FA en la
participación electoral y las preferencias políticas de sus beneficiarios hacia el gobierno de turno.
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electorales agregados señalados anteriormente tienden a mostrar efectos positivos

significativos que ocurren como resultado de la implementación de estos programas, no es

posible realizar una afirmación teórica taxativa acerca de esta relación causal y resulta

importante la puesta a prueba iterativa de esta hipótesis para aumentar la confianza en la

validez de las conclusiones alcanzadas previamente (Giraudy y Niedzwiecki 2022, 394).

Por otro lado, la revisión de esta relación causal resulta necesaria también debido a que la

misma ha sido discutida al observarse divergencias entre los efectos encontrados por distintas

estrategias metodológicas y distintas especificaciones en los modelos utilizados. A diferencia

de los trabajos de De la O (2013, 2015) o Díaz-Cayeros et al. (2016), el reciente trabajo de

Imai et al. (2020) basado en datos obtenidos de un experimento de selección aleatoria a gran

escala y un experimento natural no encontró efectos electorales significativos del programa

Progresa en México. Respecto al caso de Brasil, Corrêa y Cheibub (2016) incluso llegaron a

identificar externalidades electorales negativas de Bolsa Família entre sectores de ingresos

medios en Brasil, en base a datos de encuesta. En Ecuador, Ponce y Curvale (2020)

examinaron el impacto del programa Bono de Desarrollo Humano sobre el comportamiento

electoral, pero encontraron que las transferencias no tuvieron impacto significativo en la

intención de voto que resultara favorable al gobierno de turno, concluyendo que serían los

factores contextuales que influyen en el voto retrospectivo los que podrían desempeñar un

papel fundamental en este vínculo causal. Estos análisis mantienen abiertas las hipótesis

acerca de los efectos electorales producidos por las transferencias monetarias, pero también

invitan a avanzar hacia la verificación de los posibles mecanismos mediante los cuales la

relación causal llega a ocurrir.
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Una aproximación más desarrollada del mecanismo mediante el cual se llegan a generar estos

efectos es la planteada por Layton y Smith (2015), quienes encontraron que programas de este

tipo producen efectos electorales favorables para sus gobiernos al alterar los cálculos de

utilidad de los beneficiarios en función de su racionalidad limitada. Los autores analizan de

manera conjunta a los países de América Latina en base a datos de encuesta y concluyen que

estos programas fomentan la participación electoral de sus beneficiarios e inciden en sus

preferencias a favor del partido de gobierno, particularmente cuando la administración de los

programas se vincula a la gestión del Poder Ejecutivo de manera clara, independientemente de

su identidad partidaria. De esta manera, la claridad en la atribución de responsabilidad del

programa es planteada como mecanismo que interviene en la generación de resultados

electorales favorables a sus gobiernos al incidir en las preferencias electorales de sus

beneficiarios, mecanismo que será desarrollado a continuación.

4. Atribución de responsabilidad como mecanismo causal

Partiendo de las observaciones realizadas por Layton y Smith (2015), el argumento que guía

la presente investigación se enmarca en la literatura acerca de la atribución de responsabilidad

por las políticas públicas como mecanismo que fundamenta el voto racional. En un sistema

electoral, la atribución de responsabilidad es el proceso cognitivo mediante el cual los

votantes identifican quién es responsable de un problema o situación política (Lupia y

McCubbins 1998).

De acuerdo a la literatura tradicional que explica el voto económico, los gobiernos en

ejercicio son evaluados por la población por las condiciones económicas que perciben al

momento de las elecciones, que en consecuencia los castigan o recompensan en las urnas
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(Kramer 1971, Kirchgässner 2019). Respecto a América Latina, se ha observado a nivel que

el electorado llega a recompensar o castigar en las urnas a sus gobernantes por su desempeño

económico a nivel nacional, incluso cuando el mismo esté causado por factores externos a su

control (Murillo y Visconti 2017). En esta región también se ha encontrado evidencia de que

las preferencias electorales tienden a estar determinadas por cálculos egotrópicos del

desempeño económico del gobierno en contextos de menor desarrollo económico (Singer y

Carlin 2013). En esta línea, debido a que las transferencias monetarias producen un aumento

marginal del bienestar perceptible entre la población beneficiaria y sus comunidades, éstos

son persuadidos de votar por el partido de gobierno motivados por evaluaciones de su

desempeño programático (Díaz-Cayeros y Magaloni 2009).

La claridad en la responsabilidad, comprendida como las características del contexto político

nacional que delinean la capacidad del electorado para atribuir responsabilidad de las

decisiones económicas o políticas a instituciones, partidos o actores particulares dentro del

gobierno nacional, es planteada como una cualidad sistémica que resulta indispensable para

que que todo beneficio llegue a incidir en las preferencias electorales de la población a favor

del gobierno en ejercicio (Anderson 2006, 450). Por su parte, en intervenciones públicas en

que la claridad en la responsabilidad es menos nítida, los actores con intereses electorales

pueden generar esa atribución de responsabilidad de manera directa, mediante la vinculación

explícita de determinadas identidades políticas con la implementación de la política pública, o

de manera indirecta, mediante la vinculación simbólica de la imagen de determinados actores

a su implementación (Layton y Smith 2015, 858). La atribución de responsabilidad, entonces,

comprende un conjunto de acciones que generan un sentido de respuesta a las necesidades de

la población por parte de gobernantes electos, independientemente de la cualidad sistémica o

particularista de la intervención pública.
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Si bien la atribución de responsabilidad es importante como parte del proceso de rendición de

cuentas electoral en las democracias (Przeworski et al. 1999), la capacidad que los ciudadanos

poseen para asignar debidamente la responsabilidad por los resultados de las políticas

públicas depende del nivel de control que los gobiernos demuestren tener sobre las mismas

(Powell y Whitten 1993). Se ha señalado que la claridad en la responsabilidad institucional

difiere según áreas de política pública y que la capacidad de los gobiernos para controlar la

narrativa sobre el origen de esas políticas resulta clave en su proceso de atribución (Carlin et

al. 2015). Este proceso se complejiza cuando involucra dinámicas gubernamentales

multinivel, ya que la asignación correcta de responsabilidad puede resultar difícil cuando las

líneas de responsabilidad pública entre los distintos niveles de gobierno son poco claras,

requiriendo un importante esfuerzo por parte del electorado para lograr atribuciones precisas

del desempeño gubernamental (Anderson 2006, 450).

En lo que respecta a la población, su definición de preferencias electorales vinculadas al

desempeño gubernamental es explicada en base a los preceptos de la racionalidad limitada7:

los electores cuentan con información imperfecta sobre las efectivas competencias que poseen

los diversos actores políticos (Guiteras y Mobarak 2015, 2) y, debido a que el ejercicio de

atribución de responsabilidad es un proceso complejo, se valen de impresiones generales

sobre la gestión pública para definir su voto (Johns 2011). En ese sentido, la definición de

preferencias electorales basadas en evaluaciones del desempeño gubernamental comprende

reglas heurísticas que simplifican la información disponible, si bien llegan a formar imágenes

parciales o sesgadas de la realidad (Sniderman et al. 1991). En el caso de dinámicas

multinivel, la literatura reconoce que una estrategia de simplificación de la responsabilidad

7 Para una sistematización reciente de la literatura desarrollada sobre la racionalidad limitada ver Shannon et al.
(2019)
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por la gestión es lograda mediante la acción de actores partidarios presentes a nivel local

quienes, en contextos de competencia electoral, trabajan para direccionar la responsabilidad

por las políticas públicas hacia el partido de gobierno (Johns 2011, 57).

Esta dinámica afecta de manera particular a los programas transferencias monetarias debido a

que poseen gran visibilidad y suelen estar fuertemente identificados con las administraciones

que los implementan, lo que les otorga un nivel de atribución de responsabilidad distinto al de

otras políticas sociales (Niedzwiecki 2016, 458) y los hace vehículos ideales para alcanzar

metas políticas además de sus metas de asistencia social (Weitz-Shapiro 2006, 124). Debido a

su cualidad focalizada, la población meta tiene consciencia de que estos programas no

alcanzan a la totalidad de beneficiarios potenciales y suelen estar mal informados sobre sus

fuentes de financiamiento o la naturaleza de la participación del gobierno en la intervención,

por lo que llegan a atribuir sus efectos socioeconómicos a la capacidad de los representantes

políticos para atraer recursos para el beneficio de la comunidad (Cruz y Schneider 2017, 4). El

proceso de selección de beneficiarios o los criterios técnicos que definen la intervención

tampoco son necesariamente conocidos por la población (Manacorda et al. 2011) y pueden

ser manipulados discursivamente por los actores políticos involucrados en su implementación,

quienes pueden incluso valerse de amenazas de descontinuación de los programas con fines

políticos (Schedler 2000).

Se ha señalado que la atribución de responsabilidad es una estrategia que genera apoyo

político incluso cuando se otorga de manera indebida, como cuando los fondos de los

programas provienen de la cooperación internacional o cuando la decisión sobre su asignación

responde a criterios técnicos estrictos (Guiteras y Mobarak 2015, Cruz y Schneider 2017).

Debido al rédito político que generan, los gobiernos locales liderados por partidos opositores
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al del gobierno nacional llegan a obstaculizar la implementación de este tipo de intervención

(Niedzwiecki 2016). Esto ha sido observado en Brasil, donde el poder político autónomo

ejercido por los gobiernos estaduales es grande, por lo que el diseño del programa de

transferencias monetarias elaborado por el gobierno central sobrepasa a los gobiernos

estaduales para su implementación (Fenwick 2009). También existe evidencia de que, en ese

mismo país, el gobierno federal suele canalizar recursos a través de organizaciones no

estatales para la implementación de la política social, para evitar que los distintos niveles de

gobierno puedan atribuirse indebidamente responsabilidad por la intervención (Bueno 2017).

La atribución de responsabilidad en clave particularista generada en torno a programas de

asistencia social se sustentaría en la ausencia de legados de políticas públicas que

predispongan a la población a exigir el cumplimiento de sus derechos. Así, en los casos donde

existen institucionalidades de bienestar afianzadas y antecedentes de políticas sociales, se

asume que la responsabilidad es sistémica (Niedzwiecki 2016). En contrapartida, en ausencia

de una institucionalidad de bienestar que haya generado expectativas redistributivas

programáticas entre la población o que proporcione a los beneficiarios la información

suficiente para identificar el origen de los beneficios monetarios transferidos por estos

programas, la atribución de responsabilidad dependería de la capacidad de quienes forman

parte de la implementación del programa para generarla.

La identificación de programas de transferencias monetarias con un partido o actor político

determinado aparece, entonces, como una condición necesaria para que los votantes reditúen a

los políticos en las urnas en función de estos beneficios focalizados (Niedzwiecki 2018, 40).

Que un programa posea blindaje administrativo contra la manipulación partidaria de sus listas

de beneficiarios no elimina la posibilidad de que sus agentes de implementación actúen como
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operadores políticos, o que utilicen su trabajo para atribuir a su partido la responsabilidad por

la distribución de planes, posibilitando así la generación de réditos electorales. De esta

manera, a pesar de la gran visibilidad que tienen las transferencias monetarias y sus impactos

socioeconómicos, la responsabilidad que los gobiernos puedan atribuirse por estos programas

no puede ser asumida como constante en el vínculo causal analizado.

Las capacidades distintas que poseen los gobiernos para atribuirse responsabilidad por este

tipo de programas, en tanto mecanismo que les permite generar efectos electorales favorables

en contextos de débil institucionalidad de bienestar, aún no han sido analizadas. Atendiendo a

ello, se propone ahora verificar la existencia de esta relación causal en base al análisis de los

réditos electorales generados a nivel local por un mismo programa pero durante gobiernos de

distintos partidos, cuyas capacidades para atribuirse responsabilidad por los beneficios

proveídos sean diferentes. Esta relación debería ser observable al nivel de la menor unidad de

análisis de votos agregados con representación política propia que llegue a tener incidencia en

la implementación de las transferencias, que es la unidad administrativa más cercana a las

comunidades. El nivel de agregación distrital permite analizar el impacto de las transferencias

teniendo en cuenta el contexto estructural de las familias beneficiarias y sus comunidades: en

la medida que las transferencias monetarias regulares generan un impacto positivo en la

actividad económica del distrito, esto puede influir en las preferencias electorales agregadas

de esta población.

H1: El aumento de beneficiarios genera efectos positivos en los votos agregados a nivel

distrital por el partido de gobierno nacional, en función de su capacidad de generar rédito

electoral.
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También se propone que los efectos electorales son contingentes a la presencia a nivel local de

características demográficas y políticas que potencien la atribución de responsabilidad por

este tipo de programas. Debido a que el beneficio marginal de las transferencias monetarias

son mayores entre poblaciones económicamente vulnerables (Díaz-Cayeros y Magaloni 2009)

y que este sector del electorado tiende a definir sus votos en base a cálculos egotrópicos del

desempeño económico del gobierno (Singer y Carlin 2013), se espera que el nivel de

vulnerabilidad de cada localidad condicione el rédito electoral favorables al partido de

gobierno producido por las transferencias monetarias.

Asimismo, debido a que el ejercicio de atribución de responsabilidad se relaciona al nivel de

control que los gobiernos demuestren tener sobre las políticas públicas, se espera que esa

atribución ocurra con mayor fuerza en localidades con menos población, donde los

representantes políticos tengan mayor cercanía con las comunidades. El menor tamaño de

población puede facilitar la atribución de responsabilidad por la política pública debido a que

es más probable que los ciudadanos tengan un contacto directo con actores partidarios y las

instituciones estatales. La importancia de esta cercanía ha sido observada por la literatura que

explica que las estructuras burocráticas encargadas de implementar políticas sociales pueden

ser utilizadas para obtener información más precisa sobre los beneficiarios y comprender sus

preferencias, especialmente en comunidades pequeñas, debido a la estrecha relación existente

entre los agentes encargados de la implementación del programa y la población beneficiaria

que les permite tener un conocimiento más detallado de su situación, necesidades,

preferencias y contexto (Albertus 2012). Además, el tamaño de la población influye en la

capacidad de los partidos políticos para establecer vínculos a nivel local y monitorear las

preferencias políticas de las bases, mientras que la cercanía de la población a las redes

políticas locales aumenta su acceso a bienes distributivos (Calvo y Murillo 2013).
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Se espera, además, que la presencia a nivel local de autoridades políticas del mismo partido

que el del gobierno central refuerce la identificación de la intervención con su identidad

partidaria (Labonne 2013). Atendiendo a las estrategias de actores partidarios que operan a

nivel local y que, en contextos de competencia electoral, se esfuerzan por atribuir la

responsabilidad de las políticas públicas al partido gobernante (Johns 2011), la identidad

política de quienes encabezan los gobiernos locales podría ser un factor importante en el

proceso de atribución de responsabilidad por la política pública. En este mismo sentido, se

espera que la capacidad de los políticos locales para asignar responsabilidad por la

intervención al partido de gobierno nacional se encuentre condicionada por la presencia local

de opciones partidarias en competencia que puedan incidir en el direccionamiento de esa

responsabilidad, por lo que el número efectivo de partidos políticos distritales resultaría un

factor atenuante de la atribución generada.

Los mencionados condicionantes estructurales y políticos de las preferencias electorales

distritales pueden interactuar con el aumento de beneficiarios de las transferencias monetarias

a ese nivel, en relación con su atribución de responsabilidad partidaria. Atendiendo a ello, se

plantea que los efectos electorales hipotetizados también se encontrarán condicionados por la

presencia distrital de variables demográficas y políticas que refuercen esa atribución de

responsabilidad partidaria por los beneficios institucionales.

H2: El aumento de beneficiarios genera efectos positivos en los votos obtenidos a nivel

distrital por el partido de gobierno nacional, en coincidencia con la presencia de condiciones

demográficas y políticas que potencien la atribución de responsabilidad.
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La verificación de estas hipótesis requieren evidencia empírica que atienda a las condiciones

de alcance señaladas y permita validar el modelo explicativo del vínculo causal planteado. El

programa Tekoporã en Paraguay resulta adecuado para ello, en tanto fue desarrollado en un

contexto de débil institucionalidad de bienestar (Duarte-Recalde 2018), posee un diseño

estricto que dificulta la manipulación partidaria de sus beneficiarios (De la O 2015, Pavão

2016) y ha presentado un patrón de expansión territorial que permite la identificación de

contrafácticos adecuados para la realización de inferencias causales durante tres periodos de

gobierno distintos. El programa específico seleccionado aún no ha sido analizado en lo que

respecta a sus efectos electorales, por lo que su misma selección como fuente de evidencia

empírica comprende un aporte original a la literatura especializada.

El análisis realizado en base a un único caso nacional permitirá controlar por variables del

tipo estructural, institucional y del sistema político que pudieran resultar explicativas al

comparar distintos contextos nacionales, mientras que la selección de un único programa

social permitirá controlar por variables relativas al diseño de la intervención que inciden en la

atribución de responsabilidad por la implementación de este tipo de programas. A su vez, la

implementación de un mismo programa por parte de partidos políticos con capacidad variable

para generar atribución de responsabilidad por la política pública permitirá verificar la

presencia de este mecanismo como explicación del vínculo causal. A continuación se presenta

el programa indicado y se introducen las características del contexto político en que se

encuentra inserto, que permitirán verificar la relación causal propuesta.
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5. El programa de transferencias monetarias condicionadas Tekoporã

Tekoporã es un programa de transferencias monetarias condicionadas implementado en

Paraguay desde el año 2005. El programa fue adoptado como parte de la Estrategia Nacional

de Lucha Contra la Pobreza, la Desigualdad y la Exclusión Social (ENLP), primer proyecto

gubernamental enfocado en la protección social en Paraguay desde la apertura a la democracia

en 1989, que coincidió con la ola de programas focalizados transferidos entre países de

medianos ingresos que buscaban la reducción de la pobreza mediante la asistencia social y la

formación de capital humano (Fiszbein y Schady 2009, Osorio-Gonnet 2015, Sugiyama

2011). Desde su creación, Tekoporã ha formado parte importante del repertorio de políticas

sociales de los sucesivos gobiernos en Paraguay, al punto que ha estructurado la incipiente

institucionalidad de bienestar que se encuentra vigente en ese país (Duarte-Recalde 2018).

Este programa pasó de cubrir 5 distritos del país en su fase piloto a 253 distritos en el año

2017, que representó la totalidad del territorio paraguayo. En coincidencia con lo indicado en

la literatura (Altman y Castiglioni 2020, Castiglioni 2020, De la O 2015), los distintos

gobiernos que han implementado este programa coincidieron en expandirlo en términos

territoriales y presupuestarios a pesar de sus diferentes signos políticos y preferencias

programáticas. Los partidos políticos que se sucedieron al frente de estos gobiernos, no

obstante, presentan diferencias en sus capacidades para generar atribución de responsabilidad

por sus políticas públicas, por lo que este programa proporciona evidencia adecuada para

poner a prueba las hipótesis que guían la investigación.

Tekoporã ha sido clasificado entre los programas de transferencias monetarias condicionadas

que presentan diseño y criterios de implementación más estrictos de América Latina (De La O
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2015, Pavão 2016), características que lo blindan contra la manipulación partidaria de sus

listas de beneficiarios. La institución estatal encargada de implementar el programa entre

2005 y 2017 fue la Secretaría de Acción Social (SAS) del Gabinete Social de la Presidencia

de la República. Esta instancia estuvo encargada de determinar la focalización de la

intervención mediante el Índice de Priorización Geográfica para la Inversión en Pobreza

Extrema (IPG) y el Índice de Calidad de Vida (ICV) (Resolución N° 234/2005). Una vez

definidos los beneficiarios, la implementación del programa en territorio contaba con la

participación de Unidades Distritales –que coinciden con circunscripciones electorales– que

sirvieron de nexo entre la Coordinación institucional del programa, las organizaciones locales

y los mismos beneficiarios. Cada Unidad Distrital contó con la presencia de una Mesa de

Participación Ciudadana, conformada por referentes sociales locales que validaban las listas

elaboradas por la SAS y que sumaban su trabajo al de los Coordinadores Departamentales,

Coordinadores Distritales y facilitadores comunitarios. Los múltiples puntos de control para la

definición de beneficiarios incluidos en el diseño del programa dificultaron el potencial

direccionamiento partidario de las transferencias por parte del gobierno central durante sus

años de expansión territorial.

Estas características del diseño implicaron una innovación institucional en un país sin legados

de atención programática a las poblaciones vulnerables. Se ha señalado que otros programas

focalizados adoptados en la misma región se implementaron luego de experiencias previas

similares: Asignación Universal por Hijo fue precedido por el Plan Familias y el programa

Jefes y Jefas de Hogares en Argentina, Bolsa Família fue precedido por los programas Bolsa

Escola y Bolsa Alimentação en Brasil, Comunidades Solidarias fue precedido por la Red

Solidaria en El Salvador, Oportunidades fue precedido por el programa PROGRESA en

México y Asignaciones Familiares fue precedido por PANES en Uruguay (Corrêa 2015, 68).
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A diferencia de esos programas, al momento de su adopción original en Paraguay, Tekoporã

carecía de legados de políticas de asistencia social que atendieran de manera sistemática a su

población objetivo y se insertaba en un esquema más amplio de políticas públicas formuladas

con sesgos particularistas (Molinas et al. 2011).

Los legados de protección social de base contributiva en Paraguay eran débiles y no se

identificaba una instancia con responsabilidad clara por la provisión de estos servicios: sólo

38,1% de la población asalariada de ese país contribuía a la seguridad social frente al 65,3%

regional, en tanto los servicios se concentraban en zonas urbanas y eran proveídos de manera

fragmentada por instituciones descoordinadas entre sí (Bertranou et al. 2003, 32-34).8 Por su

parte, la política de asistencia social dirigida a poblaciones vulnerables se había caracterizado

por sus rasgos clientelares (García 2003) y había sido desplegada desde instituciones de

beneficencia “en forma fragmentada y con baja cobertura” (García 2017, 60), lo que

configuró una institucionalidad de bienestar incapaz de atender a las necesidades de esta

población de manera eficiente. Debido a ello, pese a los criterios técnicos estrictos para la

selección de beneficiarios y los múltiples puntos de control de las listas en el diseño de

Tekoporã, los beneficios distribuidos como parte de este programa resultaron pasibles de ser

atribuidos discursivamente a la capacidad de determinados actores políticos para gestionarlos,

antes que al funcionamiento institucional de la intervención.

A su vez, la responsabilidad que la población paraguaya llega a atribuir a actores partidarios

por los beneficios obtenidos se vincula a prácticas afianzadas durante las décadas de dictadura

en este país, que persistieron luego del cambio de régimen. Parte de la estrategia de la

dictadura militar de Alfredo Stroessner (1945-1989) para fomentar y mantener lealtades

8 Para profundizar en el debate teórico acerca de la importancia de la coordinación interinstitucional multinivel
en términos más amplios, ver Gutiérrez y Alonso (2018).
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políticas entre amplios sectores de la población fue la de valerse de una extensa red de

seccionales y subseccionales vinculadas a su partido de gobierno, presentes en todo el

territorio paraguayo, que servían “como una red para la distribución de patronazgo y para el

ejercicio del control político y la vigilancia” (Setrini 2011, 16) mediante el contacto directo

con la población. Desde estos espacios partidarios se atendía de manera inmediata a muchas

de las necesidades de asistencia social de sus localidades, fomentando la atribución de

responsabilidad por el bienestar de la población al mismo partido.

Desde sus inicios, el programa Tekoporã se diferenció de “la provisión particularista de bienes

y servicios a la población en situación de pobreza, basado en el intercambio clientelar de

servicios básicos por apoyo político” que era característica de la política social paraguaya

(Duarte-Recalde 2018, 54). No obstante, la limitada cobertura inicial de las transferencias y la

complejidad técnica que suponía el criterio para la selección de beneficiarios, enmarcados en

los legados de asistencia social informal y particularista, configuraron un margen para la

interpretación sesgada del origen de los beneficios focalizados. Atendiendo a las condiciones

de alcance señaladas, el análisis de la implementación de este programa permitirá observar la

manera en que los patrones de ampliación territorial de las transferencias monetarias llegan a

generar efectos electorales diversos, en función de la efectiva atribución de responsabilidad

que se pueda llegar a generar a nivel local.

6. Hacia el análisis empírico del vínculo causal

El estado de la cuestión permite identificar la ausencia de consenso acerca de los efectos

electorales de los programas de transferencias monetarias, situación que conduce a la revisión

iterativa de las hipótesis que guiaron investigaciones previas pero con mayor énfasis en los
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mecanismos que llegan a producir los efectos estudiados. El programa Tekoporã, en Paraguay,

presenta evidencia empírica nueva que permite avanzar en esa verificación, atendiendo a las

condiciones de alcance de la explicación propuesta.

Explicar la generación de efectos electorales como consecuencia de la capacidad que tienen

los partidos de gobierno para generar atribución de responsabilidad dentro de las condiciones

de alcance señaladas presenta desafíos de inferencia causal complementarios: el de observar

la efectiva existencia de tales efectos y el de desentrañar el mecanismo mediante el cual los

efectos llegan a ocurrir. La “tríada inferencial” propuesta por Gary Goertz (2017) ofrece un

enfoque metodológico para abordar estos desafíos, ya que permite la formulación de

explicaciones causales de fenómenos sociales al combinar la identificación de regularidades

empíricas en base múltiples casos y la verificación del mecanismo causal a través de la

observación del proceso causal al interior de casos representativos. En el siguiente capítulo se

fundamenta la elección de de esta estrategia metodológica y se avanzará en la

operacionalización de las variables que formarán parte del análisis.
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Capítulo 2: La “tríada inferencial” como aproximación metodológica

1. Introducción al capítulo

En la presente sección se presentan los fundamentos metodológicos de la inferencia causal a

ser realizada para verificar las hipótesis de investigación planteadas en el capítulo anterior.

Debido a la complejidad que implica, por un lado, verificar la existencia de efectos electorales

sistemáticos producidos por las transferencias monetarias y, por otro, analizar en detalles el

mecanismo que posibilita tales efectos, la presente investigación se enmarca en la “tríada

inferencial” que articula la combinación de métodos de análisis de N grande y análisis

intra-caso.

La “tríada inferencial” es un enfoque integrado que permite explicar los fenómenos sociales a

partir de la combinación de inferencias basadas en casos múltiples y estudios intra-caso que

permiten, respectivamente, identificar las regularidades empíricas en las que se activan

determinados mecanismos causales y verificar el funcionamiento de los mecanismos causales

al interior de los casos (Goertz 2017). Esta combinación, a conocimiento de la autora, aún no

ha sido utilizada para explicar los efectos electorales de programas de transferencias

monetarias y permiten avanzar en la comprensión de los mecanismos mediante los cuales se

llega a generar este tipo de efectos, dentro de las condiciones de alcance establecidas.

El análisis se enmarca en la agenda de investigación sobre dinámicas políticas multinivel, en

tanto el argumento planteado combina elementos presentes a escala nacional y al nivel de los

gobiernos locales (Giraudy et al. 2018). El programa Tekoporã, que es objeto de este estudio,
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constituye un programa de transferencias monetarias en Paraguay cuyo patrón de expansión

territorial irregular, a lo largo de tres periodos de gobierno con capacidades diferentes para

atribuirse responsabilidad por la intervención (ANR 2005-2008, APC/PLRA 2008-2013,

ANR 2013-2018), permite la verificación de las hipótesis mediante inferencias causales

basadas en datos observacionales. Para cada periodo de gobierno, la implementación de este

programa comprendió el aumento de beneficiarios en unidades territoriales comparables a

unidades sin ese tratamiento, lo que configura tres estudios observacionales que permiten

verificar los efectos de la intervención y comparar periodos en los que la condición

hipotetizada como necesaria está presente y no lo está. A su vez, del universo de unidades de

análisis es posible seleccionar casos que resulten representativos del efecto causal analizado

atendiendo a sus variables intervinientes, lo que posibilita la verificación intracaso del

mecanismo causal hipotetizado.

A continuación se desarrolla la estrategia metodológica que estructura el análisis, atendiendo

a los elementos que necesitan estar presentes en un diseño de investigación según los modelos

propuestos por la “tríada inferencial” (Goertz 2017). Se explica primeramente la estrategia a

ser utilizada para la validación empírica del argumento, con el objetivo de precisar en detalle

las características del contexto que hacen posible la presencia del vínculo causal hipotetizado.

Seguidamente se explican los fundamentos de la inferencia causal que permitirá medir los

efectos electorales del tratamiento. Se procede luego a desarrollar los elementos que

configuran el análisis intracaso a ser desarrollado para verificar empíricamente el

funcionamiento del mecanismo causal. Por último, se definen y operacionalizan las variables

que estructuran la investigación en todas sus fases.
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2. Estrategia metodológica que estructura la investigación

a. Validación de los supuestos

El análisis parte de la validación de los supuestos que preceden a la inferencia causal. En este

sentido, resulta necesario verificar las características del contexto que posibilitaría la

existencia de los efectos causales vinculados al mecanismo planteado, los criterios de

asignación al tratamiento de las unidades de análisis que permitirán la realización de

inferencias causales para datos observacionales y las características del fenómeno que

fundamentan la validez del mecanismo en cuestión como suficiente para la generación del

vínculo causal.

Ha sido señalado que, en investigaciones que realizan inferencias causales, el conocimiento

del contexto resulta clave para la misma definición del modelo y la inclusión de variables de

control que pueden influir en los resultados (Dunning 2015, 216). Esto se enmarca en la

afirmación de que una explicación causal creíble en las ciencias sociales sólo puede ocurrir

atendiendo a la interacción entre los mecanismos causales y el contexto en que operan (Falleti

y Lynch 2009, 2), ya que una afirmación teórica es aplicable a contextos analíticamente

equivalentes, es decir, similares en los atributos que afecten al funcionamiento de los

mecanismos involucrados en el proceso causal (Falleti y Lynch 2009, 3). Atendiendo a ello, el

análisis empírico a ser desarrollado partirá de la definición del contexto que posibilita la

relación causal hipotetizada.

El contexto que necesita ser verificado en esta oportunidad es el de un débil legado de

políticas de asistencia social, en tanto dicho legado permite difuminar responsabilidad estatal
41



por la provisión de asistencia social focalizada. El argumento planteado afirma que, dada la

ausencia de legados de políticas de asistencia social que generen expectativas de atención a

las necesidades de la población en situación de vulnerabilidad atribuibles a la acción estatal, la

generación de efectos electorales de las transferencias monetarias será posible mediante la

acción de actores locales que atribuyan la responsabilidad por la política pública hacia un

partido político en particular. En este sentido, si bien es posible que las transferencias

monetarias lleguen a generar efectos electorales en otros contextos, ante un débil legado de

políticas de asistencia social, se espera que la presencia local de actores partidarios que

potencien la atribución de responsabilidad por la política pública a un gobierno resulta un

mecanismo suficiente para la generación de tales efectos.

Este argumento implica verificar como punto de partida que el contexto nacional en el que se

implementa el programa seleccionado efectivamente presente características de una débil

institucionalidad de asistencia social, que siente las bases para las expectativas de política

pública de la población beneficiaria, en un marco de competencia electoral regular. También

resulta necesario que el sistema político cuente con la presencia de partidos que posean

distintas capacidades para atribuirse responsabilidad por la intervención y que el programa en

cuestión, tanto en su diseño como en sus patrones de implementación, no se encuentre

indefectiblemente identificado con un partido político en particular. Estas características del

contexto establecen los límites del alcance de la explicación planteada.

Una vez confirmadas las particularidades del mencionado contexto nacional, la verificación

de las hipótesis requieren constatar que los distintos actores políticos vinculados al programa

analizado resulten identificables y que las características estructurales de las localidades

donde se implementa el programa amplifiquen el valor marginal de las transferencias entre la
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población meta. En términos empíricos, la caracterización de este contexto se valdrá de la

revisión de literatura producida sobre el tema, de indicadores vinculados al fenómeno y de

evidencia testimonial que verifique la factibilidad del mecanismo.

Seguidamente, se avanzará en la verificación de la asignación al tratamiento de las unidades

de análisis para cada periodo de gobierno bajo estudio. Se ha señalado que las inferencias

causales se enfrentan al desafío de validar que la distribución de casos de tratamiento y

control es análoga a la aleatoria, para lo cual se necesita evidencia sobre la información que

manejan los actores involucrados, sus incentivos y capacidades para ubicarse en alguno de

estos conjuntos (Dunning 2015, 211). En este sentido, para la presente investigación se

requiere verificar que el aumento de la cobertura del programa en determinados distritos

electorales durante cada periodo es aleatorio respecto al desempeño electoral del partido de

gobierno nacional en esas localidades. La evidencia que permitirá verificar el cumplimiento

de este supuesto comprende los manuales operativos que plasman los criterios de focalización

del programa Tekoporã, así como evaluaciones existentes sobre la implementación del

programa que corroboran la medida en que esa focalización fue realizada de manera

adecuada.

Por otra parte, también se ha señalado que los rastreos de procesos previos a los análisis

cuantitativos sirven para la validación del modelo (Dunning 2015, 216). Atendiendo a ello,

para verificar el mecanismo de la atribución de responsabilidad como explicación suficiente

que vincula el aumento distrital de beneficiarios del programa estudiado con réditos

electorales favorables al partido de gobierno nacional, resulta importante verificar los desafíos

a la claridad en la responsabilidad estatal por la intervención que se presentan durante la

implementación del programa, identificando la multiplicidad de actores institucionales y
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sociales que se hacen presentes en ese proceso. Este rastreo se realizará mediante la revisión

de los manuales operativos que explicitan los roles de los distintos actores involucrados en la

implementación del programa, de las evaluaciones existentes que dan cuenta de su efectiva

participación, así como de evidencia testimonial que corrobora las experiencias de los agentes

implementadores como de la población beneficiaria.

De esta manera, una vez lograda la caracterización del contexto que posibilita el vínculo

causal hipotetizado, verificada la naturaleza afín a la aleatoria de la asignación al tratamiento

de las unidades de análisis y corroborados los elementos del diseño del programa que

dificultan la claridad en la responsabilidad estatal por el mismo, es posible avanzar hacia el

análisis de los efectos electorales del aumento distrital de beneficiarios mediante los estudios

observacionales identificados para los destinos periodos de gobierno.

b. Inferencias causales

La existencia de regularidades empíricas que corroboran los efectos electorales vinculados al

aumento distrital de beneficiarios será realizada mediante ejercicios de inferencia causal para

datos observacionales, en función del patrón de expansión territorial del programa

seleccionado. Se ha señalado que los estudios observacionales son una estrategia de análisis

multinivel adecuada cuando las políticas adoptadas a nivel nacional se implementan de

manera espacialmente irregular, ya sea sin afectar a algunas unidades subnacionales o con

retrasos temporales que resultan en que algunas unidades se vean afectadas antes o después

que otras. Esto sucede porque la naturaleza exógena de la intervención genera conjuntos de

casos de tratamiento entre las unidades territoriales afectadas y casos de control entre las

unidades territoriales no afectadas por la intervención durante un periodo determinado,
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distribuyendolas de manera afín a la aleatoria respecto a las variables de estudio (Giraudy et

al. 2018).

El análisis de patrones de cambio en las preferencias electorales que ocurren como

consecuencia del aumento distrital de beneficiarios de esta investigación se inscribe en el

enfoque de resultados potenciales (potential outcomes framework), que permite cuantificar la

existencia de efectos causales (Angrist y Pischke 2009, Morgan y Winship 2015). Este

enfoque se basa en la premisa de que los efectos causales son la diferencia entre lo que sucede

en un caso determinado y lo que hubiera sucedido si ese caso hubiera sido asignado a una

categoría de tratamiento diferente (Seawright 2016, 19), por lo que requiere la identificación

de contrafácticos empíricos que sean seleccionados adecuadamente.9 Se ha señalado que los

modelos contrafácticos de inferencia causal son aptos para estimar efectos de causas (Morgan

y Winship 2015, 140) y que las inferencias sobre los efectos de un tratamiento implican

cálculos no observables del efecto que el tratamiento habría tenido sobre una unidad que en

realidad no fue tratada (Rubin 2006, 170).

Las características del diseño y progresiva cobertura territorial del programa Tekoporã

determinan la selección de esta estrategia metodológica como la más adecuada para responder

a los objetivos de esta investigación. Durante sus años de expansión territorial, el diseño de

este programa comprendió un criterio de focalización doble: mediante un Índice de

Priorización Geográfica para la Inversión en Pobreza Extrema (IPG) se seleccionaron en un

primer momento los departamentos más afectados por la pobreza extrema, para luego

identificar dentro de esos departamentos a la población potencialmente beneficiaria mediante

el Índice de Calidad de Vida (ICV). Debido a la utilización del IPG como primer paso en la

9 Ha sido argumentado que los enfoques analíticos basados en contrafácticos especifican que toda afirmación
causal requiere inherentemente de niveles de conocimiento que van más allá del patrón de datos observables en
un conjunto de casos (Seawright 2016, 26).
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focalización, muchos distritos con niveles similares de pobreza a los distritos de tratamiento

quedaban fuera de la intervención en simultáneo al avance de la cobertura territorial del

programa. Así, a medida que el programa tuvo presencia en un creciente número de distritos

con el paso de los años, la variación en la cantidad de beneficiarios dentro de cada distrito fue

adquiriendo valores positivos y negativos, debido también a la graduación de beneficiarios del

programa una vez cumplida la cantidad de meses de participación estipulada en los manuales

operativos. Debido a este patrón de expansión territorial es posible identificar, para cada

periodo de gobierno, distritos que registraron aumento en la cobertura del programa y distritos

en que la variación fue negativa o nula. Esto posibilita determinar contrafácticos adecuados

para realizar inferencias causales, debido a que es posible determinar casos de tratamiento y

de control para cada periodo de gobierno.

La selección de contrafácticos para distritos que registraron aumento en el número de familias

beneficiarias al final de cada periodo de gobierno se realiza en esta oportunidad mediante

emparejamiento por puntaje de propensión (propensity score matching)10 del tipo “vecino más

cercano” (nearest neighbor), excluyendo casos desviados tanto del conjunto de casos de

tratamiento como de control.11 Esta técnica de submuestreo consiste en seleccionar casos de

tratamiento y control que resultan comparables en base a factores observables, lo que ayuda a

controlar el sesgo de variables omitidas (Rubin y Thomas 1992).12 En el caso de esta

12 La naturaleza de los datos vinculados a este programa que se encuentran disponibles para la identificación de
sus regularidades empíricas incide en la selección de la mencionada técnica de análisis para estos datos
observacionales. Por un lado, no se cuenta con evidencia de que la implementación del piloto de Tekoporã se
haya basado en la selección aleatoria de beneficiarios, lo que permitiría realizar un análisis experimental de datos
(De La O 2013, Linos 2013). Por otro lado, los criterios de focalización de este programa no presentan

11 La técnica no paramétrica utilizada para la preselección de unidades de análisis en esta oportunidad es
implementada mediante el programa MatchIt, que mediante un único comando toma la base de datos original
armada para esta investigación y genera un único conjunto de datos emparejados preprocesados (Ho et al. 2011).
MatchIt está disponible como paquete de RStudio en http://gking.harvard.edu/matchit.

10 El emparejamiento de unidades responde al objetivo de equilibrar la distribución de covariables en grupos de
tratamiento y de control de manera previa al análisis de efectos causales. Los puntajes de propensión resumen el
valor de las variables intervinientes en un único indicador que refleja la probabilidad de cada unidad de formar
parte del tratamiento (Rosenbaum y Rubin 1983). Siguiendo a Stuart (2010, 8), el puntaje de propensión para
una unidad i se define como la probabilidad de recibir el tratamiento dadas las covariables observadas: ei(Xi) =
P(Ti = 1|Xi).
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investigación, concretamente, ello implica seleccionar distritos en los que no se registró

aumento en la cobertura del programa que sean comparables a aquellos distritos en los que sí

hubo aumento en lo que respecta al tamaño de su población, indicadores de vulnerabilidad

socioeconómica y configuración de las preferencias electorales previas a la existencia del

programa. Aplicar esta técnica resulta adecuado para el fenómeno estudiado debido a que la

focalización del programa se correlaciona con estas variables que también suelen afectar al

comportamiento electoral de la ciudadanía (Leigh 2005), por lo que es necesario controlarlas

para medir los efectos del tratamiento propiamente.

La definición de los conjuntos de casos de tratamiento y control se realiza a partir de los

puntajes de propensión de cada distrito, determinados en base a los valores previos al

tratamiento de las variables dependientes y los valores que asumieron las variables de control

antes de cada periodo analizado. Específicamente, los puntajes de propensión son estimados

en base a la proporción de votos obtenida por las dos principales fuerzas electorales en

competencia en las elecciones generales previas a la intervención, además del valor que

asumen las variables de control previo a cada periodo analizado: el alineamiento partidario de

la autoridad política distrital, el número efectivo de partidos políticos (NEP) a nivel distrital

observado durante las elecciones generales anteriores, el logaritmo natural del promedio de

población estimada y la tasa de mortalidad infantil promedio.

El emparejamiento de las unidades de tratamiento con sus “vecinos más cercanos” dentro del

área de apoyo común para cada periodo fue realizado mediante la especificación de tres

unidades de control por cada unidad de tratamiento (1:3). Esta fue la especificación que

discontinuidades claras entre poblaciones beneficiarias y no beneficiarias de distintas zonas del país (Manacorda
et al. 2011), por lo que tampoco es posible aplicar un diseño de regresión discontinua. El supuesto de tendencias
paralelas entre los conjuntos de datos tampoco está presente, lo que impide realizar un análisis de diferencias en
diferencias.

47



produjo la mejor sobreposición en el área de apoyo común entre los grupos tratados y de

control en los tres periodos analizados. Por su parte, se optó por la especificación del

emparejamiento “sin reemplazo” incluso en el periodo en que las unidades de control son

menos que las de tratamiento, debido a la complejidad inferencial que supondría el

emparejamiento “con reemplazo” dado que los controles seleccionados dejarían de ser

independientes (Stuart 2010, 11).13

La selección de casos de tratamiento y de control se realiza por separado para cada periodo de

gobierno. Para el primer periodo, los casos positivos representan todos aquellos distritos en

que se implementó el programa durante los años 2005-2008. Para el segundo y tercer periodo

–años 2008-2013 y 2013-2018 respectivamente–, los casos positivos son sólo aquellos

distritos en los que se registró aumento en el número de familias beneficiarias a lo largo de

cada período, lo que permite estimar los efectos de la expansión en la cobertura propiamente.

Una vez realizado el submuestreo de casos que presentan valores equivalentes en sus

probabilidades de ser tratados de acuerdo a la estimación no paramétrica señalada, se

procederá a analizar el efecto causal del tratamiento sobre las variables dependientes mediante

regresiones de mínimos cuadrados ordinarios (OLS). Ha sido indicado que las técnicas de

emparejamiento no son en sí mismas suficientes para estimar efectos causales y que funcionan

mejor en combinación con técnicas paramétricas de análisis (Stuart 2010), debido a que

hacen que los efectos del tratamiento en el análisis paramétrico sean menos sensibles a

especificaciones particulares del modelo utilizado (Ho et al. 2007). Si bien el análisis

paramétrico generalmente utilizado tras la realización del emparejamiento por puntajes de

propensión consiste en una diferencia de medias, Ho et al. (2007, 223) sugieren realizar en el

13 La revisión del equilibrio de las unidades emparejadas será reportada como parte de cada estudio
observacional y se realizará mediante el paquete Cobalt de RStudio, disponible en
https://ngreifer.github.io/cobalt/.
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conjunto de datos preprocesados el mismo análisis paramétrico que se hubiera usado para

analizar el conjunto de datos original sin procesar, debido a que esta estrategia permite

mantener el supuesto de que pueden existir variables omitidas que pudieran llegar a intervenir

en los efectos revisados además del tratamiento. En función de lo indicado se analizará,

mediante regresiones de mínimos cuadrados ordinarios (OLS), los efectos del programa

Tekoporã en los resultados electorales para la Presidencia de la República registrados al nivel

de los distritos electorales del país.

Para este análisis se ha construido una base de datos original a partir de información

proporcionada por distintas dependencias públicas del Paraguay mediante la plataforma en

línea de Acceso a la Información Pública de este país. Los datos sobre el número de familias

beneficiarias del programa Tekoporã a nivel distrital por cada año estudiado han sido

proporcionados por la Secretaría de Acción Social (SAS), actual Ministerio de Desarrollo

Social (MDS). Los datos electorales fueron obtenidos de bases de datos del Tribunal Superior

de Justicia Electoral (TSJE). Las estimaciones de población distrital para los años analizados

han sido obtenidas de la Dirección General de Estadísticas, Encuestas y Censos (DGEEC),

actual Instituto Nacional de Estadísticas (INE). Los datos sobre mortalidad han sido

proporcionados por el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social (MSP y BS).

Una vez corroborada la existencia de efectos electorales se procederá a completar la “tríada

inferencial” mediante observaciones del proceso causal en base a casos representativos del

vínculo analizado. La naturaleza del análisis y los criterios de selección de unidades para el

análisis intracaso se presentan a continuación.
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c. Rastreo del proceso causal

La segunda hipótesis de esta investigación plantea que la generación de efectos electorales

resultante del aumento distrital en el número de beneficiarios ocurrirá mediante el mecanismo

de atribución de responsabilidad partidaria, comprendido como el conjunto de acciones que

generan un sentido de respuesta a las necesidades de la población por parte de gobernantes

electos, independientemente de la cualidad sistémica o particularista de la intervención. La

verificación de esta hipótesis requiere, además de la observación de regularidades empíricas

en la generación de tales efectos, mostrar que este mecanismo en particular está presente

como proceso generador de las preferencias electorales vinculadas a la expansión del

programa social analizado. Esta verificación será realizada mediante las observaciones del

proceso causal, esto es, piezas específicas de información que son recopiladas al interior de

los casos y que permiten evaluar si determinados factores llegan a ejercer el papel causal que

les asigna la hipótesis (Goertz y Mahoney 2012, 90).

Los rastreos de procesos causales han sido identificados como una estrategia importante de

ser incorporada al diseño de inferencias basadas en métodos múltiples (Trampusch y Palier

2016, 3), ya que permiten verificar cualitativamente los mecanismos que explican los efectos

causales encontrados en estudios observacionales (Goertz 2017, 49). Los mecanismos, por su

parte, son las explicaciones que se desarrollan sobre la manera en que suceden los fenómenos

políticos, incluyendo las explicaciones de cómo se relacionan los actores o cómo las personas

llegan a desarrollar creencias que guían su comportamiento y su relación con experiencias

pasadas (Falleti y Lynch 2009, 5).
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Los rastreos de procesos han sido utilizados para la verificación de los mecanismos causales

en la academia por más de cuatro décadas, si bien sus procedimientos han sido interpretados

de manera distinta por distintos autores. Como lo señalan Trampusch y Palier (2016), respecto

a este método se ha desarrollado una amplia literatura que propone buenas prácticas con miras

a su utilidad para garantizar la validez de la inferencia causal, producción que ha dado lugar a

la existencia de al menos 18 definiciones diferentes de lo que constituye un rastreo de

proceso.14 Sin embargo, a pesar de esa diversidad en las definiciones, la literatura coincide en

que la abstracción fundamental de los mecanismos causales es el esquema X → M → Y, que

implica que una variable independiente X llega a generar efectos en una variable dependiente

Y mediante la existencia de un mecanismo M que la hace posible (Beach y Pedersen 2019,

65).

En ese sentido, se ha señalado que la forma más apropiada para interpretar el vínculo entre la

causa, el mecanismo y el resultado, es la que explica ese vínculo como el efecto significativo

del tratamiento promedio, que configura al mecanismo causal como una condición suficiente

para la generación de resultados (Goertz 2017, 34). Este abordaje reconoce que los eslabones

que conforman los mecanismos suelen ocurrir en simultáneo o de manera superpuesta (Goertz

2017, 33) y que las variables intervinientes pueden representar factores constantes o de

movimiento lento en el tiempo (Goertz 2017, 39). A su vez, este abordaje da cuenta de la

dimensión multinivel del mecanismo, en tanto reconoce que una misma política formulada a

nivel nacional puede producir efectos divergentes en distintas unidades subnacionales, en

14 Al respecto, Falleti (2006) explicó la manera en que los rastreos de procesos han pasado de ser estrategias para
analizar los procesos de toma de decisiones a nivel individual a un método de escrutinio de mecanismos que
también pueden operar a nivel macro. Por su parte, Trampusch y Palier (2016, 5) llegaron a afirmar que, si bien
los rastreos de procesos se se utilizaron inicialmente como método para analizar los procesos de toma de
decisiones, en la actualidad se los define predominantemente como un método que tiene como objetivo
identificar o probar hipótesis sobre los mecanismos causales para compensar las debilidades de los análisis
correlacionales.
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función al comportamiento de los actores y el funcionamiento de las instituciones locales

(Giraudy et al. 2018).

El rastreo del proceso causal a ser realizado en esta oportunidad se basa en un modelo aditivo

de factores que intervienen en la atribución de responsabilidad por la política pública en clave

particularista. Este modelo da cuenta de la existencia de condiciones estructurales e

institucionales que delimitan las acciones de las entidades involucradas en el proceso de

atribución de responsabilidad, las cuales inciden en las preferencias electorales según lo

indica el argumento de esta investigación. En este sentido, se cumple en verificar la manera en

que la causa X realizó una contribución significativa a la ocurrencia del efecto Y en función

del mecanismo causal planteado (Goertz y Mahoney 2012, 110) reconociendo, a la vez, la

existencia de variables posibilitantes del vínculo causal que actúan como límites para la

generalización del mecanismo15 (Goertz 2017, 90).

Se establece, entonces, que el mecanismo que vincula el aumento de familias beneficiarias a

nivel distrital con réditos electorales favorables al partido de gobierno en ese mismo nivel es

el de la atribución de responsabilidad por la política pública en clave particularista. Este

mecanismo es posibilitado por la identidad del partido de gobierno nacional en el sentido que,

según las expectativas teóricas, deberá estar ocupado por un partido político cuya presencia

territorial le otorga capacidad para direccionar esa atribución de responsabilidad. Por su

naturaleza, este mecanismo comprende un proceso iterativo que implica la identificación

partidaria de los funcionarios implementadores del programa a nivel local y el establecimiento

de redes de control de la población por parte del partido de gobierno. Asimismo, si el

mecanismo opera según lo esperado, deberían encontrarse presentes a ese nivel territorial las

15 Goertz (2017, 90) plantea que los mecanismos causales de restricción (constraint causal mechanisms) explican
la ausencia de determinado vínculo causal a partir de la ausencia de una variable determinada que posibilita su
existencia, de manera afín a las condiciones necesarias en los análisis comparativos.
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variables de control incluidas en el modelo estadístico: la identificación partidaria de la

autoridad municipal, la situación de vulnerabilidad socioeconómica de la población y el

tamaño de la población. El gráfico 1 presenta una abstracción del argumento y enfatiza la

manera en que el mecanismo posibilita la generación de efectos causales.

Gráfico 1: Síntesis del argumento

Fuente: Elaboración propia en base a Goertz (2017)

Se ha señalado que la forma más adecuada de explorar empíricamente el funcionamiento de

mecanismos es mediante el rastreo de procesos en base a casos individuales (Goertz 2017, 9).

Un caso comprende una unidad de análisis en la que una relación causal determinada ocurre

(Beach y Pedersen 2019, 12). Atendiendo a que una estrategia multimétodo supone explicitar

la metodología para elegir casos para el análisis del mecanismo causal (Goertz 2017, 6), el

caso distrital a ser seleccionado como parte de esta investigación será uno de los casos de

tratamiento en que los valores observados en la variable dependiente y las variables

independientes, de acuerdo al modelo propuesto, resulten altamente significativos. De esta

manera, tras la realización del análisis estadístico, se ordenarán las unidades de análisis en

función de los valores asumidos por estas variables, lo que permitirá reconocer aquellos casos

donde las mismas muestran mayores valores.
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Una vez seleccionadas las unidades de análisis para la verificación del mecanismo, se

presentarán las características socioeconómicas y políticas de las unidades territoriales

seleccionadas de acuerdo a las condiciones de alcance de la teoría, para luego avanzar en la

explicación de la manera en que los actores involucrados realizan actividades a nivel local que

inciden en el vínculo causal planteado. Siguiendo a Beach y Pedersen (2019, 38), las partes

del mecanismo serán descriptas en términos de entidades que realizan actividades, en tanto las

entidades se refieren a los actores involucrados como parte del proceso causal mientras que

las actividades se corresponden con las manifestaciones empíricas del poder causal que

generan. Este rastreo del proceso causal se basará en evidencia documental y testimonial

vinculada a la implementación del programa a nivel subnacional, con énfasis en las

localidades que resulten seleccionadas.

3. Definición y operacionalización de variables

La estimación de los efectos electorales en elecciones generales agregados a nivel distrital,

resultantes del aumento de beneficiarios del programa Tekoporã a ese mismo nivel territorial,

se basará en las variables que aparecen definidas y operacionalizadas en esta sección.

La variable dependiente comprende a los resultados de las elecciones nacionales registrados a

nivel distrital al final de cada periodo de gobierno durante los años de expansión territorial del

programa Tekoporã, atendiendo a que los resultados electorales constituyen las preferencias

reveladas de una población. Esta variable se operacionaliza mediante datos agregados al nivel

distrital ya que esta es la unidad de análisis más cercana a las comunidades, que permite

observar la manera en que la expansión del programa efectivamente incide en sus preferencias
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electorales agregadas. Revisaremos estos efectos a nivel de distritos electorales, que coinciden

con la menor unidad territorial administrativa del país (municipios)16 cuyos representantes

electos inciden en la implementación de Tekoporã mediante su participación en cada Unidad

Distrital del programa. De esta manera, la selección de la unidad de análisis se realiza en base

a la identificación de unidades “jurisdiccionales” comparables que permiten aislar las

variables institucionales de interés teórico para la presente investigación (Soifer 2019).

El argumento que fundamenta la relación causal propuesta es que los beneficios de las

transferencias monetarias inciden en las preferencias electorales de quienes participan del

programa como en las de su entorno, por lo que el efecto de estos programas es observable en

los votos agregados al nivel de la unidad administrativa más próxima a la comunidad, que en

este caso comprende a los distritos. La literatura que analiza los impactos socioeconómicos de

estos programas indica que se observa efectos positivos en el consumo familiar de alimentos,

vestimenta y productos de cuidado personal (Fiszbein y Schady 2009), lo cual generaría

impactos positivos en las economías comunitarias debido a una mayor circulación de fondos

canalizados hacia el comercio local. También se ha encontrado que estos programas generan

externalidades positivas para sus localidades mediante el funcionamiento de los mercados de

seguros y crédito (Angelucci y De Giorgi 2009) y por medio de la optimización del suministro

de recursos en los ámbitos de la salud y la educación (Adato 2000, 3). Estos impactos también

se generan en línea con los efectos registrados por este tipo de programas en el capital social

comunitario (Attanasio et al. 2015). Debido a que la cobertura de estos programas llega a

afectar positivamente a la población no beneficiaria, el comportamiento electoral agregado al

nivel de la instancia administrativa más cercana a la comunidad permite observar la manera

en que la población reditúa a las autoridades responsables mediante sus votos (Simoni Junior

16 Existían 254 distritos en el país al final del periodo analizado.
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2017), en tanto los cálculos racionales retrospectivos como prospectivos también se

encuentran presentes entre este sector.17

La variable independiente que guía el análisis comprende el aumento distrital de beneficiarios

del programa seleccionado al final de cada periodo de gobierno. Según la literatura, la mayor

parte de los programas focalizados de asistencia social sigue un patrón similar de expansión

en el sentido que crecen considerablemente durante los primeros cinco o seis años de

operación pero luego la inclusión de beneficiarios se estabiliza (De la O 2015, 102), si bien la

dinámica de inclusión y patrones de egreso de beneficiarios del programa seleccionado varía

entre las unidades distritales.18 Al tener en cuenta el aumento proporcional de familias

incorporadas al programa en cada distrito al final de cada periodo de gobierno, identificamos

como casos de tratamiento aquellos distritos en los que efectivamente se registra aumento,

mientras que el conjunto de distritos en que no aumenta el número de beneficiarios es

considerado como el universo de posibles casos de control a ser utilizados como

contrafácticos que permitirán realizar el ejercicio de inferencia causal planteado. Esta variable

que captura el aumento de beneficiarios a nivel distrital asume naturaleza dicotómica, que

toma un valor de 1 para los casos positivos y 0 para los casos negativos, con el fin de

examinar el impacto del tratamiento en las preferencias electorales agregadas. Además, de

manera complementaria, se realizará otro análisis del mismo modelo para cada periodo

mediante la operacionalización de esta variable como continua, lo que implica representar el

aumento en el número de familias beneficiarias en relación a la población total del distrito por

cada 100 personas.

18 El límite de permanencia de beneficiarios en el programa es de seis años, aunque si persisten las condiciones
de elegibilidad de los beneficiarios se extiende su inclusión en el programa por un plazo adicional de dos años,
prorrogable hasta un máximo de 10 años (SAS 2016, 23).

17 Los efectos de los programas de transferencias monetarias sobre las preferencias de la población no
beneficiaria han sido explorados por Corrêa y Cheibub (2016) en base a datos de encuesta. Los autores observan
que éstos inciden en el comportamiento electoral tanto de beneficiarios como de no beneficiarios debido a la
gran visibilidad que poseen, si bien encuentran que los efectos movilizadores generados por estos programas no
favorecen necesariamente a los gobiernos de turno.
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La variable dependiente comprende el desempeño electoral del partido o alianza de gobierno

en elecciones nacionales, operacionalizada como la proporción de votos obtenidos por sus

candidatos a la Presidencia de la República sobre el total de votos emitidos a nivel distrital en

elecciones generales. Esta variable es de naturaleza contínua. El análisis estadístico también

permite corroborar, mediante el mismo modelo, la existencia de efectos electorales del

programa favorables a la principal fuerza política opositora19, operacionalizada como la

proporción de votos obtenidos por el partido o los partidos que componen la principal opción

electoral en competencia sobre el total de votos emitidos a nivel distrital.

Con miras a identificar la influencia de las variables contextuales relacionadas con la segunda

hipótesis de investigación, se analiza también el vínculo causal a través de una especificación

alternativa del modelo que incorpora controles –para tener en cuenta los factores explicativos

presentes en la literatura– sobre los efectos electorales de las transferencias monetarias. En

primer lugar se controla el efecto por el alineamiento político entre representantes del

gobierno distrital y el nacional, que ocurre cuando el mismo partido está al frente del gobierno

en ambos niveles. La literatura ha señalado que los gobiernos locales tienen capacidad para

identificar individuos que califiquen como beneficiarios y publicitar el programa en discursos

y ceremonias (Albertus 2015) mientras que, respecto al caso paraguayo, se ha afirmado que

los líderes partidarios arraigados en las comunidades locales actúan frecuentemente como

intermediarios informales ante la ciudadanía para la provisión de servicios estatales (Došek

2023). El alineamiento político es incluido en el modelo como variable dicotómica que asume

valor de 1 si el Intendente del distrito es del mismo partido que el Presidente de la República,

en tanto su identidad partidaria es inferida a partir de los votos registrados en las elecciones

19 Su identidad no se mantiene necesariamente en el tiempo, si bien tiende a estar liderada regularmente por uno
de los principales partidos políticos del país (Došek y Duarte-Recalde 2023).
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municipales realizadas durante cada periodo seleccionado.20 Se espera que el efecto de esta

variable muestre signo positivo en caso que el gobierno municipal ejerza influencia en la

atribución de responsabilidad del programa a favor de su partido, con incidencia en los votos

distritales a favor del candidato oficialista a la Presidencia de la República.

También se incluirá como control un indicador de concentración del poder político, siguiendo

el antecedente de Labonne (2013).21 El argumento que guía el análisis plantea que la

capacidad de los políticos locales de atribuir responsabilidad al partido de gobierno por el

aumento en el número de beneficiarios está condicionada por la presencia distrital de distintas

opciones políticas en competencia, las cuales pueden pujar por el mismo control de la

narrativa.22 El indicador a ser utilizado comprende el número efectivo de partidos (NEP)

resultante de las elecciones generales anteriores al tratamiento para cada periodo.23 Ésta es

una variable de naturaleza contínua cuyos efectos que deberán presentar signo negativo al

existir en cada distrito menos partidos en competencia por la atribución de responsabilidad de

las transferencias monetarias que potencialmente inhiban el rédito electoral del partido de

gobierno. Tanto esta variable como la anterior mantienen relación con la presencia local de

actores partidarios cuyas acciones puedan incidir en el mecanismo causal.

23 Estos datos también fueron recuperados de la base de datos abiertos del Tribunal Superior de Justicia Electoral,
disponible en https://www.datos.gov.py/group/tribunal-superior-de-justicia-electoral-tsje.

22 La existencia de divisiones al interior del partido de gobierno puede llegar a configurar la misma lógica de
competencia entre facciones por la atribución de responsabilidad de cara a sus elecciones internas. No obstante,
se espera que la atribución generada por las distintas facciones de un mismo partido confluya hacia al apoyo de
la población beneficiaria hacia el partido –o coalición electoral– en su conjunto. Esta dinámica es corroborada
por uno de los testimonios obtenidos durante el trabajo de campo, que señala: “Una vez que se pasa esa primera
etapa, digamos, de las pre-elecciones, de las internas, es como que todo vuelve a la normalidad y como que no
hay ese enfrentamiento encarnizado, sino que ya es todo detrás del mismo partido, del mismo candidato”
(Experto 3).

21 Al analizar el caso de Filipinas en base a datos agregados de elecciones municipales, Labonne (2013) encontró
que el programa de transferencias monetarias local incide positivamente en el desempeño electoral del
oficialismo pero que los efectos están condicionados por el nivel de concentración del poder político a nivel
local.

20 Datos recuperados de la base de datos abiertos del Tribunal Superior de Justicia Electoral, disponible en
https://www.datos.gov.py/group/tribunal-superior-de-justicia-electoral-tsje.
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Por su parte, también ha sido señalado que las mismas estructuras burocráticas relacionadas

con la implementación de las políticas sociales pueden llegar a ser utilizadas para mejorar el

conocimiento sobre los beneficiarios e identificar sus preferencias, en casos de comunidades

pequeñas (Albertus 2012). En este sentido, debido a esa mayor cercanía con la población

beneficiaria, los agentes de implementación vinculados al programa pueden conocer de

manera más detallada la situación de los beneficiarios, sus necesidades y preferencias, y en

general tener un mayor conocimiento de su contexto y realidad. El tamaño de la población

también tiene relación con la capacidad de los partidos políticos para establecer vínculos a

nivel local y monitorear las preferencias políticas de las bases, en tanto la proximidad de la

población a las densas redes políticas locales aumenta su posibilidad de acceso a bienes

distributivos (Calvo y Murillo 2013). En función de ello, se incluye como control del efecto

causal el tamaño de la población distrital, operacionalizado mediante el logaritmo natural del

promedio de la población estimada a ese nivel territorial para cada periodo analizado. Esta

variable posee naturaleza contínua y se basa en estimación de la población distrital que fue

realizada por entonces la Dirección General de Estadísticas, Encuestas y Censos de Paraguay

(DGEEC), a partir de datos obtenidos por el Censo de Población y Viviendas del año 2002. Se

espera que los efectos de esta variable tengan coeficiente negativo como evidencia de que el

impacto electoral tiende a manifestarse más claramente en comunidades más pequeñas, que

faciliten el control ejercido por las estructuras partidarias.

Finalmente, se controla por el nivel de vulnerabilidad en que se encuentra la población,

debido a que sectores más vulnerables son más responsivos al gasto focalizado en función de

que sus ingresos significan una utilidad marginal relativamente alta (Calvo y Murillo 2004,

Díaz-Cayeros et al. 2016, Stokes et al. 2013, Weitz-Shapiro 2006, 123-124). Se ha señalado

que la pobreza establece límites para la acción política debido a que la escasez de recursos
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genera aversión al riesgo (Stokes et al. 2013) y que, en función de ello, la población en

situación de vulnerabilidad sería más leal en el largo plazo a los partidos que previamente

hayan demostrado responder a sus necesidades particulares. No obstante, la literatura también

ha señalado que quienes se encuentran en situación de vulnerabilidad son estratégicos al

tomar decisiones políticas (Szwarcberg 2013), por lo que esta variable puede no ser

determinante. Esta variable se operacionaliza mediante la tasa de mortalidad infantil distrital

promedio para el periodo seleccionado, que comprende el número de defunciones de niños/as

menores de un año de edad en relación a cada 1.000 nacidos vivos en el mismo año, de

acuerdo a datos proporcionados por el Sistema de Estadísticas Vitales del Ministerio de Salud

Pública y Bienestar Social (MSPyBS) del Paraguay.24 Esta variable es de naturaleza contínua

y se espera que sus efectos presenten coeficiente positivo, en caso que un mayor porcentaje de

la población distrital sea potencialmente beneficiaria y más responsiva al aumento en el

número de familias incluidas en el programa.

4. Organización del análisis empírico

Según las hipótesis planteadas se espera que el aumento de beneficiarios genere efectos

positivos en los votos agregados a nivel local por el partido de gobierno en función de su

capacidad de generar rédito electoral y que los efectos estén mediados por la presencia de

condiciones políticas y estructurales que potencien la atribución de responsabilidad. Para

24 Otros indicadores utilizados para medir la pobreza como el nivel de ingresos o necesidades básicas
insatisfechas no están disponibles a nivel distrital con frecuencia anual para el periodo estudiado. A su vez, se ha
indicado que “la esperanza de vida, la mortalidad infantil, la mortalidad en niños menores de 5 años, entre otros
indicadores, están correlacionados con la incidencia de la pobreza” (Franco y Medina-Roa 2008, 23), por lo que
la utilización de este indicador como proxy de vulnerabilidad aparece justificada de acuerdo a los objetivos de
esta investigación. Tras calcular la varianza de la tasa de mortalidad infantil para los 254 distritos existentes
durante los años incluidos en el estudio, los valores presentan una media de 10.9 con desviación standard de
75.7, indicando que existe variabilidad en este indicador a lo largo de los años y dispersión con relación al
promedio entre los distintos distritos.
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corroborarlas es necesario identificar regularidades empíricas en la generación de efectos

electorales y verificar el mecanismo que permite la existencia de esas regularidades, por lo

que la estrategia metodológica adecuada para responder a estos desafíos es el de la “tríada

inferencial” justificada en este capítulo a la luz de la evidencia empírica a ser analizada.

Los siguiente capítulos estarán dedicados respectivamente a cada uno de los componentes de

esta estrategia. En el capítulo 3 se desarrollarán los fundamentos de la inferencia causal

propuesta a partir de la revisión del contexto en el cual el programa seleccionado ha sido

implementado y se ha expandido territorialmente, atendiendo a los criterios de asignación al

tratamiento que fundamentan los estudios observacionales y la falta de claridad en la

responsabilidad estatal por la política que fundamenta el mecanismo de atribución partidaria

de esa responsabilidad. Seguidamente, en el capítulo 4 se verificará la existencia de efectos

electorales del aumento distrital en el número de beneficiarios del programa, que representan

las regularidades empíricas que manifiestan la existencia del vínculo causal hipotetizado. Por

último, en el capítulo 5 se analizará la evidencia cualitativa vinculada al mecanismo causal

mediante un rastreo de procesos en base a casos representativos.
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Capítulo 3: La implementación de Tekoporã en contexto

1. Introducción al capítulo

Un análisis de inferencia causal que mida los efectos electorales producidos por transferencias

monetarias –posibilitados por un gobierno cuyo partido tiene la capacidad para atribuirse

responsabilidad en clave particularista por los beneficios públicos proveídos– , requiere la

verificación empírica de los supuestos que fundamentan esta relación causal. De manera

particular, resulta necesario corroborar la presencia de las condiciones de alcance que

enmarcan la relación causal planteada, que la asignación al tratamiento de las unidades de

análisis sea análoga a una distribución aleatoria en lo que refiere a las variables examinadas, y

que los supuestos que sustentan el modelo planteado resulten válidos para la evidencia que el

análisis. En la presente sección se presenta la evidencia empírica vinculada al programa de

transferencia monetarias Tekoporã que sustenta estos elementos.

El capítulo se basa en evidencia documental, evidencia testimonial y fuentes secundarias que

dan cuenta de distintos aspectos del programa indicado. Estas fuentes permiten caracterizar el

contexto de débil institucionalidad de protección social en el que se desarrolló Tekoporã

durante los años 2005-2017, las reglas de focalización del programa durante los años

analizados y la disponibilidad de recursos que limitaron la intervención, así como la

multiplicidad de actores políticos involucrados en la implementación de este programa que

dificultaron una atribución de responsabilidad clara por los beneficios distribuidos.
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2. Contexto institucional del programa Tekoporã

Como fue indicado en el capítulo anterior, el contexto en el cual ocurren las relaciones

casuales posee condiciones que posibilitan la activación de mecanismos causales específicos,

los cuales no podrían ocurrir en condiciones distintas (Falleti y Lynch 2009). En este sentido,

los beneficios económicos producidos por transferencias monetarias para la población en

situación de vulnerabilidad adquieren gran importancia y llegan a definir preferencias

políticas en contextos carentes de esquemas de protección social estatal que garanticen

cuidados mínimos para esta población, independientemente a la coyuntura política. Una débil

institucionalidad de protección social, entonces, establece el contexto que posibilita que las

transferencias monetarias lleguen a generar efectos electorales mediante su atribución de

responsabilidad direccionada, en función de la definición de preferencias circunscritas a

intereses egotrópicos y aversión al riesgo político (Singer y Carlin 2013).

De acuerdo a la literatura sobre regímenes de bienestar, Paraguay ha sido clasificado entre los

países que poseen “menores grados de mercantilización de la fuerza de trabajo, escasos

grados de desmercantilización, y altos grados de familiarización del bienestar”

(Martínez-Franzoni 2005, 15). En esta línea, se ha indicado que la protección social en

Paraguay ha sido históricamente fragmentaria, que ha contado con presupuesto limitado y

baja capacidad institucional (Duarte-Recalde 2018, García 2017). Se observaba también que,

en este país, existía una “multiplicidad de programas y superposición de responsabilidades”

entre las distintas jurisdicciones estatales encargadas de atender al bienestar social de la

población, que se fueron desarrollando a lo largo del siglo XX (Bertranou et al. 2003, 36).25

25 El Instituto de Previsión Social (IPS) creado en la década de 1940 seguía siendo la principal institución de
previsión social del país pero llegó a coexistir con la Caja Fiscal, la Caja Municipal, la Caja de Seguros Sociales
de Empleados y Obreros Ferroviarios, la Caja de Jubilados y Pensionados de Empleados Bancarios, la Caja de
Jubilaciones y Pensiones del Personal de la Administración Nacional de Electricidad, el Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Legislativo y la Caja Paraguaya de Jubilaciones y Pensiones del Personal de la Itaipú
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Un indicador que ilustra esta débil institucionalidad de protección social es la proporción

gasto social como porcentaje del presupuesto nacional paraguayo. Hasta los años previos a la

adopción del programa Tekoporã en 2005, Paraguay se encontraba entre los países de

América Latina con bajo gasto social (Cohen y Tapia 2001), advirtiéndose inclusive que

“existía un desconocimiento del concepto y la magnitud del gasto social” hasta el año 2003

(Martínez y Collinao 2010, 35). Una vez incorporada la categoría de “Servicios Sociales”26 al

Presupuesto General Nacional, la subcategoría referente a gastos de “Promoción y Acción

Social”, que comprenden fondos para subsidios familiares, mantuvo poco peso como

proporción del presupuesto general total. Los gráficos 2 y 3 permiten observar la evolución

del presupuesto del sector durante el periodo aquí analizado.

Gráfico 2: Evolución de presupuesto y gasto del programa Tekoporã

Fuente: CEPAL, https://dds.cepal.org/bpsnc/programme?id=27

26 Comprende gastos en Salud, Promoción y Acción Social, Seguridad Social, Educación y Cultura, Ciencia,
Tecnología y Difusión, Relaciones Laborales, Vivienda y Servicios Comunitarios, y Otros Servicios Sociales.

Binacional, instituciones que “no actúan como un sistema en cuanto tal” y que “presentan elevados niveles de
desarticulación y descoordinación entre sí, junto con una manifiesta debilidad institucional” (Bertranou et al.
2003, 34). Esto se percibía en que, cuando “los trabajadores que se trasladan de una a otra institución no
conservan sus derechos, lo que dificulta la obtención de los beneficios al final de su vida laboral” (Bertranou et
al. 2003, 35).
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La limitada respuesta estatal a las necesidades de la población paraguaya en situación de

vulnerabilidad coincide con el escaso acceso de esta población a recursos económicos y a

esquemas de protección social de financiamiento privado. En Paraguay persiste una estructura

productiva eminentemente agroexportadora, resultante de la política de fomento de la

producción de commodities impulsada durante años de la dictadura, que se mantuvo luego del

cambio de régimen en 1989 (Borda 2007, Carossini 2010, Duarte-Recalde 2014b). Esta

estructura productiva generó “una población rural afincada en pequeños minifundios y una

alta población urbana inserta en el mercado de trabajo informal” (García 2017, 58), con bajos

niveles de acceso a planes de seguridad social vinculados a la actividad laboral.27

Al mismo tiempo, hasta los años previos a la adopción de Tekoporã, los programas de

protección social existentes en este país eran de naturaleza contributiva y “orientados a los

trabajadores del sector formal de la economía”, lo que efectivamente mantenía excluida de

estos esquemas a la mayor parte de la población paraguaya (Bertranou et al. 2003, 36). Esta

tendencia persistió durante los años de expansión territorial de Tekoporã, observándose que en

ese momento sólo un tercio de los trabajadores mayores de edad tenía seguro médico y que,

entre los sectores más vulnerables, “las coberturas de seguro de salud, jubilación y contrato

caen al 7,0%, 15,6% y 27,3% respectivamente” (Serafini 2015, 11). Las dificultades de la

población paraguaya para acceder a esquemas de seguridad social, sean públicas o privadas,

dieron lugar al desarrollo de mecanismos informales de protección social que han funcionado

como redes de contención comunitaria, que han estructurado el desarrollo del capital social

27 Además del empleo rural, se ha señalado que durante las décadas de 1970 y 1980 los sectores urbanos que
mostraron crecimiento fueron el sector comercial reexportador y el de la construcción (Brunstein 2008, 341),
mientras que durante la década de 1980 y 1990 crecieron el comercio informal y los puestos públicos (Herken
1996, Brunstein 2008, García 2017). La función pública se desarrolló, de esta manera, como el ámbito laboral
que ha presentado mayores perspectivas para el acceso a la protección social de manera estable.
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que perdura en este país (Montanía et al. 2022) y han paliado históricamente la falta de

instancias formales de asistencia en todo el territorio.

Gráfico 3: Evolución del presupuesto para servicios sociales en Paraguay como proporción
del Presupuesto General de la Nación para los años 2005-2017

Fuente: Elaboración propia en base a la Ley N° 2869/2005, Ley N° 3148/2006, Ley N° 3409/2007, Ley N°
3692/2009, Ley N° 3964/2010, Ley N° 4249/2011, Ley N° 4581/2011, Ley N° 4848/2013, Ley N° 5142/2014,

Ley N° 5386/2015, Ley N° 5554/2016 y Ley N° 5822/2017

Vinculados a la acción comunitaria y la débil institucionalidad estatal de protección social, los

actores que se han identificado históricamente con la provisión de bienes y servicios en este

país han sido los partidos políticos, cuya compenetración con los distintos sectores de la

población paraguaya data de fines del siglo XIX. La Asociación Nacional Republicana (ANR)

ha mantenido ventaja con relación a los demás partidos en ese sentido, ya que llegó a

establecer vínculos comunitarios y a suplir las deficiencias estatales para la atención a la

población vulnerable en todo el territorio paraguayo, sin competencia efectiva durante las

décadas de dictadura entre 1954 y 1989. Los vínculos clientelares entre la administración
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pública y la población datan de los años de dictadura, cuando Alfredo Stroessner desarrolló

“una identificación casi completa entre la ANR y el Estado” (Schuster 2013, 6). Durante sus

treinta y cinco años de gobierno, el control de la burocracia estatal ejercido por el dictador

junto al Partido Colorado al nivel de gobierno central se apoyó en el control del territorio

paraguayo ejercido por ese partido, efectivizado mediante una red de “246 oficinas distritales

(seccionales) divididas en cientos de subseccionales” (Setrini 2011, 16), desde donde se

distribuía bienes y servicios a cambio de lealtad política.28

Estas prácticas se extendieron a los años de democratización de este país, cuando el

clientelismo monopólico de la dictadura cedió paso ante un clientelismo de carácter pluralista,

que distribuyó el control de recursos discrecionales entre un mayor número de actores

partidarios sin llegar a transformar la naturaleza de los vínculos políticos en el país (Setrini

2011). Se ha señalado que el clientelismo se encuentra arraigado en las estructuras partidarias

territoriales en Paraguay, que la fuerte presencia de los partidos políticos en las comunidades

locales permite a los líderes partidarios actuar como intermediarios entre los ciudadanos y el

Estado, y que los líderes locales tienen un conocimiento detallado de las necesidades y

demandas de sus bases, lo que les permite ofrecer beneficios tanto materiales como

simbólicos a cambio de apoyo electoral (Došek 2023). La naturaleza clientelar que ha

caracterizado al vínculo de los principales partidos políticos paraguayos con sus bases se

refleja en una encuesta reciente, según la cual 84,4% de los militantes partidarios espera que

los partidos proporcionen ayuda en forma de empleos, servicios de salud y becas (Lachi y

Rojas Scheffer 2018, 149). De esta manera, debido a la experiencia previa de la población, la

atribución de responsabilidad por el origen de las transferencias monetarias se prestaba a ser

interpretada en clave particularista en el proceso de su distribución.

28 De acuerdo a Abente (2021), en el contexto de la dictadura, las seccionales coloradas operaron como estrategia
de contrainsurgencia mediante el control estatal de la población.
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A pesar de que los recursos administrados por este partido tenían fuente estatal, el partido

desarrolló la capacidad para atribuir a sus representantes locales la responsabilidad por la

atención proporcionada a las necesidades de sus comunidades, mediante las relaciones

clientelares que mantuvieron especialmente con la población de bajos ingresos. Si bien el

sistema clientelar desarrollado durante las décadas de dictadura militar “vinculó personas de

todos los niveles sociales con el régimen” (Molinas et al. 2011, 344), la asistencia social se

dirigió hacia los sectores de menores ingresos. Esta dinámica se afianzó durante la dictadura

pero continuó vigente luego del cambio de régimen, como indica la evidencia testimonial,

“[...] aunque lo hacían institucional -no soy ‘yo político que te traigo’, es el Estado que te

entrega-, la acción ellos lo veían como el político, o sea, ‘tú me trajiste’. El Estado es una cosa

demasiado vaga. ‘Tú X me trajiste’” (Experto 2).

La apertura a la democracia en 1989 había aparecido como una ventana de oportunidad para

el desarrollo de políticas públicas dirigidas a atender las necesidades de asistencia social del

país, junto al desarrollo de una institucionalidad de bienestar hasta ese momento inexistente.

Desde la administración estatal paraguaya se avanzó efectivamente hacia la visibilización de

los problemas sociales existentes y se llegó a expresar “voluntad política para articular una

estrategia de cambio social” (Cohen y Tapia 2001, 11); en ese contexto se creó en 1995 la

Secretaría de Acción Social (SAS), dependiente de la Presidencia de la República, con el

objetivo de “orientar el conjunto de acciones gubernamentales de las políticas y programas

sociales, a través de su formulación y de mecanismos de evaluación y seguimiento” (Cohen y

Tapia 2001, 13). Este impulso institucional posibilitó el desarrollo de capacidades técnicas y

administrativas para la implementación de políticas sociales en este país, hasta ese momento

inexistentes, debido a que “en todos los niveles había un reconocimiento de que había que
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generar institucionalidad en Paraguay y había que generar cuadros técnicos capaces de

responder a este modelo distinto” (Técnica SAS 2). En coincidencia con otras experiencias

registradas a nivel global (Simpson 2018), el desarrollo de capacidades técnicas para la

asistencia social en este país contó con el apoyo estratégico de la cooperación internacional,

reconociéndose la importancia de su impulso a este proceso:

[...] gran parte de sus procesos, de las funciones, de los roles, no estaban definidos, no
había todavía personal con mucha calificación en las áreas de monitoreo, en las áreas
de ejecución de políticas, o sea, eso estaba en proceso de formación. Es un contexto de
desarrollo institucional muy incipiente con procesos que todavía no estaban
establecidos y con funcionarios técnicos con limitadas experiencias en la temática. De
hecho, la Secretaría de Acción Social se constituye a partir de esa necesidad de ir
formando gente especializada en el área social y creo que a partir de los programas de
capacitación del BID se fueron los primeros funcionarios que van a componer la
Secretaría de Acción Social (Técnico SAS 4).

Sin embargo, el desarrollo de una institucionalidad de protección social integral no fue

posible debido a que no se establecieron los acuerdos necesarios entre actores involucrados

para la formulación de una política de bienestar sostenible en el tiempo. La redistribución del

poder político que ocurrió como consecuencia del cambio constitucional de 1992 debilitó las

facultades del Poder Ejecutivo paraguayo para formular políticas públicas de amplio alcance,

configurándose un sistema rígido para “la aprobación de políticas redistributivas o

reguladoras de alcance más general” (Molinas et al. 2011, 342). Por su parte, los programas

sociales que se empezaron a desarrollar durante esos años contaron con escasa participación

de trabajadores, empleadores, organizaciones de la sociedad civil o de la misma población

beneficiaria en su diseño, implementación y evaluación (Bertranou et al. 2003, 36), por lo que

la población meta no se incorporó de manera orgánica a su funcionamiento como sí lo hizo en

otros casos de la región (Zarazaga 2015, Aguirre 2013). En consecuencia, durante los 15 años

que transcurrieron desde el cambio de régimen, se verificaron “pocos avances en materia

social” en Paraguay (Serafini 2015, 14).
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El programa Tekoporã fue adoptado en el año 2005, en coincidencia con la ola de adopciones

de programas focalizados de lucha contra la pobreza a nivel continental (Altman y Castiglioni

2020, Castiglioni 2020, Osorio-Gonnet 2015 y 2019, Pribble 2013), por lo que “no es un tema

que emerge de un proyecto político nacional, sino de una influencia internacional” (Técnico

SAS 1), en un contexto en que la atención estatal a la población en situación de pobreza

aparecía como una necesidad prioritaria de política pública. Los años anteriores al inicio de

Tekoporã se habían caracterizado por la retracción de la economía paraguaya, habiéndose

registrado “tres años de recesión (1998, 2000 y 2002), un crecimiento real del PIB anual de

0,1% y una tasa de crecimiento anual promedio por habitante de -2,9%” (Borda 2007, 13).29

En el año 2002 también se registró un punto máximo en la tasa de inflación de 14,6%, el

aumento del déficit fiscal a 3,3%, la tasa de desempleo total de 17,1% y subocupación de

22,5%, mientras que 46,4% de la población nacional se encontraba en situación de pobreza y

21,7% en pobreza extrema (Borda 2007, 18).

El programa en cuestión, debido a su naturaleza focalizada y de escaso peso en las arcas

públicas, resultó una estrategia aceptable para el gobierno paraguayo para paliar la situación

socioeconómica del país: dada su concentración estricta en la población en situación de

pobreza extrema, el alcance de Tekoporã es menor al de programas similares implementados

en Brasil o México (Pérez Ribas et al. 2010, 211). Tekoporã resultó ser la primera

intervención estatal dirigida hacia ese sector demográfico específico que alcanzó

implementación sistemática en Paraguay, estructurando la incipiente institucionalidad de

asistencia social en el país (Duarte-Recalde 2018).

29 La economía paraguaya se ha caracterizado históricamente por una estructura productiva eminentemente
exportadora de productos primarios agrícolas y pecuarios (Duarte-Recalde 2014), por lo que “el comportamiento
del PIB real está vinculado muy fuertemente a la variación del crecimiento del sector agrícola” (Borda 2007, 13).
Debido a ello, la caída en los precios internacionales de la soja y el algodón ocurrida en coincidencia con el
cambio de siglo afectó decisivamente a los indicadores macroeconómicos del país durante esos años.
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El programa fue instaurado durante el gobierno de Nicanor Duarte Frutos (ANR) como parte

de la Estrategia Nacional de Lucha Contra la Pobreza en el Paraguay (Decreto 8152/2006),

implementado en 5 distritos del país en su etapa piloto. Su financiamiento estuvo cubierto en

su totalidad por el presupuesto nacional hasta el año 2006 (Veras Soares y Britto 2008, 7),

cuando el Banco Interamericano de Desarrollo propició recursos para su ampliación mediante

la reasignación de fondos de un préstamo que había sido acordado para el Programa

Paraguayo de Inversiones Sociales (PROPAIS) II mediante Ley N° 2628/2005 (Veras Soares

y Britto 2008, 21).30 Al respecto se ha señalado que “el pilar de la introducción de todo esto,

inclusive de la creación de la SAS, fue el BID, hay que reconocer eso” (Técnico SAS 1). El

diseño del programa, por su parte, fue el resultado de misiones de trabajo que funcionarios

técnicos paraguayos de ese gobierno realizaron a países de la región como Brasil, Chile,

Colombia y México, donde obtuvieron “conocimiento detallado de los programas TMC ahí

emplazados” (Veras Soares y Britto 2008, 6). La influencia de experiencias de la región y el

apoyo concreto de la cooperación internacional en el origen del programa se verifican al dar

cuenta el proceso de su adopción:

El diseño prácticamente eran como paquetes que a nivel de la región se fue
extendiendo y, en una de las entrevistas que hice, uno de los informantes me decía que
en su momento Nicanor había viajado al Brasil y le había pedido a Lula el
asesoramiento en cuanto a lo que eran los programas de Bolsa Escuela, Bolsa Familia,
de manera que también nosotros acá podamos empezar a implementar [...]
fundamentalmente fue como una copia, un replicar, en su momento del diseño por
sobre todo. Ahí no implicó procesos muy de hacer en diagnóstico y de ver qué, sino
más bien de estructurar, de armar, de ver las instituciones –en ese caso la SAS– como
instituciones que debían implementar este tipo de programas y capacitar los recursos
humanos que iban a emprender la tarea de la implementación (Experta 1).

A pesar de que el origen del programa ocurrió como efecto de las tendencias regionales en la

adopción de políticas focalizadas, evaluaciones tempranas de Tekoporã señalan que la

población beneficiaria atribuyó la responsabilidad por la intervención al gobierno nacional de

30 En el 2007 también se aprobó el convenio de financiación ALA/2006/018-053 entre la Comunidad Europea y
la República del Paraguay, para el apoyo a la lucha focalizada contra la pobreza (Ley N° 3275/2007). Los
argumentos conducentes al acuerdo se encuentran disponibles en el Expediente Parlamentario D-7355/2006.
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turno. En ese sentido, se observaba “la aceptación de la política del gobierno” como un efecto

del programa (Guttandin 2007, 54), en tanto la población expresaba que “por primera vez el

gobierno cuida de nosotros los pobres, nos sentimos importantes y llega realmente a los

pobres” (SER y DIPLANP 2011, 170).

Una vez afianzados los procedimientos administrativos de las transferencias monetarias,

Tekoporã registró su mayor expansión geográfica y cobertura de familias beneficiarias

durante el periodo de gobierno de Fernando Lugo (APC).31 Este programa fue emblemático

del gobierno de Lugo y, tras ser declarado como prioritario (Decreto 1928/2009), recibió

fondos del tesoro nacional (Brunetti 2011, 34). El cambio en la fuente de financiamiento, a su

vez, ocurrió en coincidencia con una mayor estabilidad de la macroeconomía paraguaya, ya

que “esa es una época de mucho crecimiento de presupuesto también, de los ingresos

tributarios” (Técnico SAS 4). La gestión de funcionarios técnicos vinculados a Tekoporã y a

la misma SAS resultó fundamental para la inclusión de este programa en el presupuesto

estatal, cuya definición se encontraba en manos de un Poder Legislativo caracterizado por las

alianzas partidarias inestables, pues “si bien en un primer momento todos apoyaron el

gobierno de la APC, después ya hubo divisiones, entonces para cada Ley había apoyo o no,

para cada presupuesto, para cada Ministerio había apoyo o no” (Técnico SAS 7). El débil

legado de políticas de asistencia social en el país también definió la ignorancia de los

legisladores acerca de la naturaleza de las intervenciones focalizadas en la población en

situación de vulnerabilidad, por lo que este programa “no se veía como una cuestión de renta

mínima, de derechos humanos” (Técnico SAS 4), sino que requirió un gran esfuerzo explicar

su importancia:

31 A diferencia del gobierno anterior, este gobierno no contaba con bases políticas propias (Duarte-Recalde 2012)
en tanto su victoria al frente de la Alianza Patriótica para el Cambio (APC), cuyo principal representante era el
Partido Liberal Radical Auténtico (PLRA), implicó la agregación coyuntural de votos de partidos y movimientos
políticos opositores a la ANR que resultó suficiente para alcanzar la alternancia partidaria en el Poder Ejecutivo.
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Nosotros tuvimos situaciones en la que tuvimos que ir al Congreso a discutir los
programas de transferencias condicionadas de una forma muy fuerte. Por ejemplo, con
referentes del Partido Liberal, el Partido Colorado, que no tenían absolutamente
ninguna idea de lo que eran las transferencias condicionadas y que creían que era una
forma de darle dinero de forma clientelista a los pobres. [...] porque no consideraban,
digamos, cuestiones básicas, como que se tenga que elaborar un instrumento técnico
para demostrar que una persona es pobre. Nos decían, “Los pobres están en la calle,
para qué voy a hacer una encuesta, un censo, si yo los pobres veo que están ahí. No
hace falta, ustedes quieren gastar mal el dinero o quieren quedarse con ese dinero.
Cómo van a gastar trescientos mil dólares en saber que ese es pobre. Los pobres están
ahí.” (Técnico SAS 4).

Por otra parte, el apoyo de determinados legisladores al programa estuvo condicionado por

negociaciones políticas que estaban fuera del poder de incidencia de funcionarios de la SAS.

[...] para dar un apoyo siempre pedía a cambio otras cosas, entonces, el apoyo en el
presupuesto entendía que también era negociado en función a algún cargo en otro
Ministerio o dentro mismo de Tekoporã agregando familias, o que el voto de un
Diputado o Senador era negociado en función a familias que querían que fueran
atendidas por alguna política pública. (Técnico SAS 7).

A pesar de tales desafíos, el periodo de mayor ampliación del programa ocurrió entre los años

2008 y 2012 (Gráfico 4), cuando el número de familias beneficiarias se incrementó de 19.810

a 88.161 en todo el país (CEPALSTATS 2023).32 El Gráfico 4 también permite observar que la

cobertura del número de personas beneficiarias del programa aumenta incluso más que el de

hogares incluidos, lo que supone incluso mayor potencial para generar externalidades

comunitarias positivas. El mencionado aumento en la cobertura fue posible gracias a los datos

obtenidos por la SAS mediante barridos censales de la población meta, estrategia utilizada

para evitar sesgos partidarios en la selección de beneficiarios33 que requirió un gran

compromiso por parte de los funcionarios técnicos:

33 De acuerdo a un testimonio, esta estrategia se diferenció del censo por demanda realizado anteriormente, que
generó “denuncias de priorización de familias con determinada adhesión o afiliación política” (Técnico SAS 7).

32 Los datos que comparan la población efectivamente incluida en el programa respecto al total de la población
en situación de pobreza que potencialmente debería haber sido incluida en el programa sólo se encuentran
disponibles para el año 2009 (77448 personas incluidas de las 120000 estimadas), para el año 2012 (88161
personas incluidas de las 200000 estimadas), para el año 2014 (101440 personas incluidas de las 100000
estimadas), para el año 2015 (131159 personas incluidas de las 130000 estimadas) y para el año 2017 (152132
personas incluidas de las 160000 estimadas). Datos disponibles en https://dds.cepal.org/bpsnc/programa?id=27.
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Nosotros trabajábamos de lunes a lunes, fines de semana también. En el periodo del
censo, de hecho, 15 días los funcionarios involucrados en los censos fuimos y vivimos
en los distritos, capacitamos a las personas para hacer el censo e hicimos los censos, o
sea, nosotros éramos los supervisores de quienes hicieron el censo. Ahí todos los
funcionarios, nadie se quejó, todos recibieron un viático, se gestionaron camionetas de
Itaipú y Yacyretá34, apoyaron con camionetas la aplicación de ese censo. Había toda
una cooperación interinstitucional de otras dependencias del gobierno. (Técnico SAS
7)

Gráfico 4: Cobertura efectiva de hogares / Número de personas en hogares perceptores

Fuente: CEPAL, https://dds.cepal.org/bpsnc/programme?id=27

La realización de este censo requirió la contratación masiva de funcionarios implementadores,

para lo que se realizaron concursos públicos en los que se priorizó la experiencia de los

candidatos en trabajos comunitarios, que “dado que las familias beneficiarias son personas

vulnerables y que precisaban un acompañamiento, y quienes les acompañaran deberían ser

mínimamente sensibles y conocer el trabajo con familias, con grupos” (Técnico SAS 7). A

modo de evitar sesgos partidarios en la identificación de los funcionarios locales contratados

34 Tanto Itaipú como Yacyretá, en su carácter de entidades binacionales, transfieren mensualmente al Estado
Paraguayo una compensación económica, denominada royalties, en función a la utilización de las corrientes del
río Paraná para la generación de energía eléctrica y por inundación del territorio paraguayo, desde el año 1989 y
1994 respectivamente.
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durante estos años, se excluyó del proceso de selección a los coordinadores departamentales

del mismo programa que tendrían vínculos partidarios más fuertemente identificados en sus

respectivas zonas:

Podíamos haber permitido que los propios coordinadores hicieran ese proceso de
entrevistas pero ahí sí corríamos el riesgo del sesgo porque el coordinador, al ser de
uno de los distritos de la zona, podría utilizar criterios más subjetivos. Por eso es que
de Asunción nos íbamos nosotros a hacer la evaluación, de tal forma que el interesado
en el cargo no nos conociera, no supiera, digamos, con quien estaba hablando,
solamente saber que éramos funcionarios de Asunción y que éramos funcionarios del
nuevo gobierno, más nada. (Técnico SAS 7)

Una vez asumido el gobierno de Horacio Cartes35 (ANR) electo en el año 2013, Tekoporã fue

incorporado al plan de promoción social denominado “Sembrando Oportunidades” de ese

periodo. Si bien la formulación y ampliación del programa de los gobiernos anteriores

ocurrieron en el contexto regional de gobiernos identificados como progresistas (Pribble

2013), el gobierno de Cartes manifestaba poseer una agenda neoliberal que proponía la

reducción de las intervenciones estatales en la esfera social, la incorporación de actores

empresariales al proceso de implementación de políticas públicas y la concentración del poder

político en el Ejecutivo (Duarte-Recalde 2014), por lo que la continuidad de este programa no

parecía estar garantizada desde un principio. A pesar de ello y en coincidencia con otros

gobiernos de derecha de la región (Altman y Castiglioni 2020, Castiglioni 2020), este

programa social fue mantenido durante el periodo y continuó ampliando su cobertura

territorial, hasta cubrir la totalidad de los distritos del país y alcanzar al 12,31% de la

población paraguaya al año 2017.36 Entre los años 2005 y 2017, el programa fue ampliándose

también en términos de componentes (Tabla 1). De esta manera, se observa que los años

36 Si bien este aumento en la cobertura resultó significativo para el contexto paraguayo, el mismo ocurrió en
consonancia con los demás países de América Latina y el Caribe. A modo de referencia, la cobertura de la
población de la región por parte de este tipo de programas aumentó entre los años 2000 y 2015 de 3,6% al 20,9%
(Cecchini y Atuesta 2017, 24). El país donde la cobertura registró mayor aumento durante esos años fue Bolivia,
donde el programa Bono Juancito Pinto incluso llegó a comprender la cobertura del 61,5% de la población de ese
país, si bien este programa no está focalizado en la población en situación de pobreza (Cecchini y Atuesta 2017,
25).

35 Candidato que se posicionó como líder de este partido a pesar de afiliarse al mismo sólo en el año 2009 y sin
contar con experiencia política previa (Duarte-Recalde 2014).
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comprendidos entre la adopción de Tekoporã y su expansión a la totalidad del territorio

paraguayo abarcan la sucesión de gobiernos de distintos partidos políticos y distintas

identificaciones ideológicas, por lo que no es atribuible a la acción de una única postura

programática.

Tabla 1: Desarrollo del programa Tekoporã

Periodo
2003-2008

2004 Diseño del programa SAS-BID (Resolución N° 563/2016)

2005 Definición del instrumento de focalización IPG (Resolución N° 234/2005)

2006
Se aprueba la “Estrategia Nacional de Lucha Contra la Pobreza” (Decreto N°
8152/2006)

2007

Convenio de financiación entre la Comunidad Europea y la República del
Paraguay relativo al Programa de Apoyo a la Lucha Focalizada contra la
Pobreza (Ley N° 3275/2007)

Periodo
2008-2013

2009 Declaración del programa Tekoporã como prioritario (Decreto N° 1928/2009)

2011
Regulación de las Transferencias Monetarias Condicionadas (Ley N°
4087/2011)

Periodo
2013-2018

2015

Incremento de montos de TMC (Resolución N° 109/2015)
Protocolo de Atención a Comunidades Indígenas (Resolución N° 43/2015)
Se establece el monto a ser pagado a las familias con discapacidad severa
(Resolución N° 769/2015)

Fuente: Elaboración propia en base a documentación institucional

La cualidad estricta en el diseño y las reglas de focalización del programa ha sido planteada

por la literatura existente (De la O 2015) y verificada por evaluaciones independientes. Al

respecto, se afirma que este programa “cuenta con normativas, información y documentación

que permiten sentar las bases para impulsar procesos de evaluación y rendición de cuentas”

(Serafini 2015, 5), necesarios para velar por la transparencia en la gestión del programa.
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También se ha observado que gran parte de los recursos utilizados en este programa llega a la

población objetivo y es relativamente sencilla la evaluación de la trazabilidad del gasto

(Serafini 2015, 15).

La Ley que regula las transferencias monetarias condicionadas es la Nº 4078/11 y es

reglamentada por el Decreto del Poder Ejecutivo Nº 7743/11, mientras que las pautas de su

implementación se encuentran plasmadas en sus manuales operativos. Se ha señalado que la

principal fortaleza que presenta el programa Tekoporã es “la existencia de claros criterios de

selección de las familias que pueden integrar el programa” y que el cumplimiento obligatorio

en el uso de instrumentos estrictos de focalización ayuda a blindar políticamente su

implementación y contribuye con su transparencia (Serafini 2015, 33). De esta manera, este

programa se diferencia en su diseño y en sus criterios de implementación de los tradicionales

esquemas informales de asistencia social que estuvieron vigentes en Paraguay hasta su

instauración. Asimismo, los criterios estrictos de focalización empleados durante su periodo

de expansión territorial descartan el direccionamiento político de los planes a la vez que

posibilitan, en términos analíticos, la identificación de contrafácticos adecuados a los distritos

en que el programa aumentó cobertura durante cada periodo de gobierno. A continuación se

analizan las reglas que permiten asignar unidades distritales a conjuntos de tratamiento y de

control para cada periodo de gobierno, elemento necesario para verificar efectos de la

expansión mediante inferencias causales.

3. Focalización territorial del programa

El análisis de los efectos electorales generados por el aumento distrital en el número de

beneficiarios de las transferencias monetarias requiere la identificación de casos donde este
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tratamiento estuvo presente, así como la identificación de sus respectivos contrafácticos

necesarios para calcular el impacto electoral de la intervención. Asimismo, es necesario

verificar que la asignación al tratamiento de las unidades de análisis sea aleatoria en lo que

respecta a las variables intervinientes en el mecanismo causal. En esta sección se corroboran

estos supuestos mediante evidencia testimonial y la revisión de evaluaciones independientes

realizadas sobre distintos aspectos del programa.

Las unidades de análisis donde se observará el vínculo causal hipotetizado comprenden

distritos electorales, que son el territorio de menor tamaño donde es posible observar las

preferencias electorales agregadas de la población. Estas unidades también constituyen el

espacio administrativo utilizado como referencia durante el proceso de focalización

geográfica del programa Tekoporã, por lo que resulta necesario corroborar que la variación en

el número de beneficiarios a nivel distrital es independiente de las preferencias electorales

agregadas a ese nivel previas a la intervención. Las reglas de focalización del programa

permiten verificar esa independencia, en tanto combinaron criterios de priorización geográfica

que sirvieron como guía para la implementación del programa durante sus años de expansión

territorial y que, a su vez, permiten identificar los contrafácticos adecuados para el análisis de

cada periodo de gobierno atendiendo a las características socioeconómicas de los distritos.

La focalización territorial del programa permite descartar hipótesis alternativas de que la

asignación al tratamiento de las unidades de análisis haya respondido a las preferencias

electorales de los distritos seleccionados. Para la definición de beneficiarios Tekoporã se

utilizó un índice multidimensional, similar al adoptado por los programas Familias en Acción

en Colombia y Progresa/Oportunidades en México (Veras Soares y Britto 2008, 4). El primer

paso en el proceso de focalización de las familias comprendió la definición del Índice de
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Priorización Geográfica (IPG), instrumento que estableció un orden de precedencia de los

distritos del país en base a indicadores de ingreso y necesidades básicas insatisfechas de su

población. Se ha indicado que el IPG “rompe la territorialidad departamental” al priorizar los

distritos de acuerdo a la cronicidad de la pobreza (Técnico SAS 1). Para la elaboración del

IPG se tuvieron en cuenta los siguientes criterios:

La pobreza monetaria tuvo una ponderación de 40% en el IPG y comprendió dos
indicadores: 1) la relación entre la proporción de la población extremadamente pobre
en el distrito y la proporción de la población extremadamente pobre en el
departamento; y 2) la relación entre la proporción de la población extremadamente
pobre y la proporción de pobres en el distrito. El indicador para las necesidades
básicas insatisfechas (NBI) tenía una ponderación de 60%. Estaba compuesto de un
indicador para las condiciones de la vivienda y el acceso a infraestructura, que tenía
una ponderación de 30% en el NBI, y un indicador de logro educativo y acceso a la
educación que tuvo una ponderación del 70% restante (Veras Soares y Britto 2008, 9).

Una vez seleccionados los distritos prioritarios y atendiendo a que “en una comunidad hay

pobres y no pobres, entonces había que cortar la comunidad en dos” (Técnico SAS 1), la

focalización del programa en las familias que constituían la población meta se realizó

mediante el Índice de Calidad de Vida (ICV). Este indicador compuesto también fue

elaborado en base a una combinación de datos diversos, que comprendían:

1) acceso a servicios: agua, electricidad, combustible para cocinar, recolección de la
basura y teléfono; 2) salud: seguro de salud, atención de la salud para enfermos o
lesionados (durante los últimos tres meses), estado de vacunación de los niños; 3)
educación: idioma hablado en casa, el nivel educativo del jefe del hogar, el nivel
educativo del cónyuge, años de escolaridad ‘perdidos’ por los niños entre 6 y 24 años
de edad; 4) ocupación: ocupación del jefe del hogar; 5) condición de la vivienda:
hacinamiento; material del techo, pared y piso, sanitario aparte, saneamiento; 6)
posesión de bienes durables: acondicionador de aire, calefactor, camión, automóvil,
refrigerador y lavarropas; y 7) número de niños entre 0 y 15 años de edad (Veras
Soares y Britto 2008, 10).

La base de datos utilizada para la focalización fue elaborada mediante un censo, guiado por

una ficha técnica de información e implementados en los municipios priorizados, que permitió

identificar la población meta de la intervención (Serafini 2015, 24). Los datos arrojados por

tales censos fueron sometidos a una evaluación independiente que confirmó la efectividad del
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instrumento (Franco y Medina-Roa 2008, 5), confirmando que 97% de las familias de los

distritos seleccionados para el piloto del programa tenían ingresos menores a los necesarios

para cubrir las necesidades básicas, mientras que 89% de la población de esos distritos se

encontraba en situación de pobreza extrema (Franco y Medina-Roa 2008, 13).

Los criterios de focalización garantizaron que la población incluida en la intervención

presentara las características sociodemográficas necesarias para que las transferencias

monetarias generaran importantes beneficios marginales. Se verificó que la población incluida

en el programa presentaba altos niveles de fecundidad, de relación de dependencia

demográfica y de integrantes por hogar (Franco y Medina-Roa 2008, 18), condiciones que

inciden en el número de habitantes en comunidades en situación de vulnerabilidad y de la

transmisión intergeneracional de la pobreza. En lo que respecta a las fuentes de ingreso, esta

población tendía a carecer de vínculos laborales formales ya que la modalidad laboral

predominante era la del trabajo por cuenta propia (60,1%), seguida en proporción por el

trabajo familiar no remunerados (21,4%) (Franco y Medina-Roa 2008, 29). A su vez, se

observó que la población meta se incorporaba tempranamente al mercado laboral,

considerando el “elevado nivel de participación económica de las personas de 10 a 14 años”

(Franco y Medina-Roa 2008, 28). La valoración de estas características socioeconómicas

realizada por las evaluaciones beneficiaria coincidieron con la percepción de funcionarios

técnicos del programa, al referirse a la población meta:

Normalmente desempleados, changueros o ‘changadores’ como se dice, o sea,
trabajaban en periodos de changa, esa era una regularidad. [...] Todo ese tipo de
realidades, digamos, dibujaban la precariedad de las familias que tenían recursos tanto
en cuanto había algo que cosechar o algo que vender, o algún empedrado donde se
podían ir a trabajar colocando piedra, terminaba el trabajo y volvían a sus casas. O
algunos tenían tierras pero no podían trabajar porque no tenían asistencia técnica, no
tenían semillas. Familias que tenían una o dos hectáreas, es decir, uno podía ver que
tenían tierra, potencialmente no deberían ser pobres pero eran pobres porque no
podían trabajar, no tenían instrumentos ni insumos. (Técnico SAS 7).
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En lo que respecta al capital cultural de la población beneficiaria, se constató que más del

60% de estos hogares estaba encabezado “por una persona que no tiene instrucción o que no

completó la educación primaria” y que “sólo un 2% de los jefes o jefas tiene la educación

media concluida” (Franco y Medina-Roa 2008, 23). Se indicó también que la tasa de

analfabetismo promedio los distritos incluidos en el piloto era mayor al 11% –frente al 5,1%

que era la media nacional de ese momento– y que en más del 80% de los hogares incluidos se

comunicaban exclusivamente en idioma guaraní (Franco y Medina-Roa 2008, 21). Estas

características resultaron perceptibles desde el mismo proceso de los censos, indicándose que

“las primeras planillas donde los beneficiarios marcaban que recibían el subsidio, ahí en la

planilla ha de haber un porcentaje altísimo, había marcas o impresiones digitales, (porque) no

sabían ni firmar” (Técnico SAS 4). El capital cultural de la población meta que ratifica su

limitada comprensión de los procesos administrativos también fue corroborada por

funcionarios técnicos que trabajaron durante distintas etapas de implementación del

programa:

[...] en mi experiencia, pero que también compartí con otros compañeros en ese
entonces, es que había muchas dificultades en el llenado, porque la capacitación se
hizo en castellano, las fichas estaban en castellano, era una ficha compleja y larga, y se
hizo en castellano. (Técnica SAS 5).
Al ser familias pobres reunían todas las condiciones de pobreza en todas las
dimensiones. Normalmente jefes, jefas de hogar con escasa o nula formación escolar,
miembros del hogar que abandonaron, desertaron o directamente no entraron a la
escuela. Todas las familias tenían carencias educativas. (Técnico SAS 7).

Atendiendo a las características observadas, se esperaba que el impacto de las transferencias

monetarias en el bienestar de la población beneficiaria resultase ostensible. Este impacto fue

efectivamente corroborado por las evaluaciones de sus primeros años, que constataron efectos

positivos de la partición en el programa entre las familias beneficiarias y en sus comunidades,

en coincidencia con la afirmación realizada por la literatura (Adato 2000, Angelucci y De

Giorgi 2009, Hunter y Power 2007). En términos generales, se confirmó que el programa tuvo
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impactos positivos “en el ingreso per cápita y el consumo, la reducción de la pobreza,

asistencia escolar, la inversión en la producción agrícola, el acceso al crédito para el consumo,

el ahorro y la participación social” (Veras Soares et al. 2008, 1).

En lo que atañe a las familias beneficiarias específicamente, se observaron impactos positivos

de las transferencias regulares en su capacidad para la planificación económica. Respecto a la

economía doméstica, se observó que la tenencia de huertas entre las familias que ingresaban

al programa había aumentado en un 70% luego de los años del piloto (SER y DIPLANP 2011,

110) y que se usaba el dinero transferido para la expansión de chacras, la adquisición de vacas

lecheras y la alimentación de otros animales de granja “como inversión inicial para crear las

condiciones de un avance sustentable” (Guttandin 2007, 63). Se constató asimismo que,

debido a la regularidad de las transferencias monetarias, estas familias tuvieron mayores

facilidades para acceder a pequeños créditos para el consumo en almacenes comunitarios

(Guttandin 2007, 53). La regularidad en los pagos generaron un sentido de mayor estabilidad

económica entre los beneficiarios, refiriéndose a estas transferencias como “mi sueldito”37

(Técnico SAS 6).

El bienestar producido por las transferencias monetarias también se hizo perceptible a nivel

comunitario, en tanto la disponibilidad de fondos dinamizó el comercio local y generó un

aumento en la tenencia de almacenes en la zona (SER y DIPLANP 2011, 109). Este efecto

resultó clave en lo que respecta al impacto agregado del programa. Testimonios recogidos por

las evaluaciones notaron que “se benefician los carniceros, los almaceneros, el servicio de

salud, hay más movimiento, en los días de cobro es una fiesta patronal” (Guttandin 2007, 53),

y que las familias beneficiarias “pintaron su casa, pusieron alambre tejido alrededor del patio,

compraron ropa, comida, útiles escolares y remedios para los hijos” e incluso “financiaron la

37 Cita original: “che salario mi”
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instalación de agua corriente” con los fondos del programa (Guttandin 2007, 57). El estímulo

al comercio asociado a las transferencias es corroborado también por la evidencia testimonial,

al señalarse que “si se les paga en el tinglado de la municipalidad, afuera del tinglado están

todos estos macateros, que venden zapatos, ropa, juguete, remedio yuyo, lo que fuera,

remedio de farmacia, de todo” (Técnico SAS 2). Además de su impacto en el consumo,

también se constató que las transferencias incidieron positivamente en la planificación de la

producción de los asentamientos campesinos (Guttandin 2007, 61) y en la transmisión

intergeneracional de conocimientos técnicos agrícolas, advirtiendo que “las escuelas también

tenían beneficios como huertas comunitarias y el alumnado tenía ahí prácticas”38 (Beneficiario

2).

Las externalidades positivas de las transferencias monetarias también se vincularon al

fortalecimiento de la organización comunitaria, en coincidencia con los objetivos del

programa Tekoporã (Franco y Medina-Roa 2008, 5; Serafini 2015, 17). De manera particular,

se ha señalado que la labor de coordinación comunitaria “descansa en el trabajo y

participación de las madres líderes” (CEPADES 2010, 48), comités de mujeres beneficiarias

que funcionaron como espacios colaborativos y de fondos comunes para financiar pequeños

proyectos comunitarios, vinculados a la producción de alimentos y al comercio ambulante

(SER y DIPLANP 2011, 172). Estos espacios han ayudado a “instaurar una cultura de

auto-ayuda y promoción del empoderamiento” (Veras Soares y Britto 2008, 19), lo que

también puede servir como “una redefinición de los roles tradicionales de género a mediano y

largo plazo” (Torrents 2015, 31). En el marco de los comités de mujeres se gestionaron

capacitaciones sobre intereses manifestados por las participantes, así como sobre “proyectos

productivos más amplios que involucran gestiones ante diversas instituciones locales”

(Torrents 2015, 35). La participación de las beneficiarias en estos comités superaría el periodo

38 Cita original: Ha también upei a las escuelitas oĩa ikatu haguaicha oreko beneficios [...].
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de su participación en el mismo programa (Guttandin 2007, 62), al señalar que “si el Estado

no paga más Tekoporã nosotros tenemos, trabajamos, juntamos plata para cubrir los primeros,

las cosas más necesarias, cosas básicas (que) necesitamos como personas, como madres de

familia, y ese es nuestro objetivo principal” (Beneficiaria 1).

Los mencionados impactos incidieron en la valoración comunitaria del programa que

superaba a las familias asignadas al tratamiento: “actitud positiva y agradecida se nota en los

nuevos asentamientos” (Guttandin 2007, 37). De acuerdo a una evaluación, el impacto

positivo del programa incluso llegó a ser perceptible de manera agregada a nivel

departamental, notándose que “hubo un mejoramiento del ingreso en todos los departamentos

después de ingresar al Programa” (SER y DIPLANP 2011, 105). Se observó, asimismo, que

las corresponsabilidades exigidas a las familias por parte del programa “generan confianza e

incentivan el uso de los servicios educativos y de salud, contribuyendo al cumplimiento de los

objetivos de las políticas educativas y de salud” (Serafini 2015, 34).39

Atendiendo a los efectos captados por estas evaluaciones, la asignación al tratamiento de la

población en situación de vulnerabilidad resultó ser adecuada y la intervención oportuna para

la población beneficiaria. La población no incluida durante los primeros años del programa

39 En lo que respecta a las corresponsabilidades en salud, existen directrices según características de la familia.
Se requiere que los niños y niñas de 0 a 5 años acudan al centro de salud para participar en controles de
crecimiento y desarrollo, así como para recibir vacunas en 6 oportunidades a lo largo del año. Por otro lado, los
niños, niñas y adolescentes de 6 a 18 años deben hacer visitas médicas en el centro de salud en 3 ocasiones
durante el año. Asimismo, se establece que las mujeres embarazadas deben acudir al centro de salud para recibir
cuidados prenatales y atención durante el parto en un entorno institucional. Se espera que realicen 2 visitas al
centro de salud desde el momento en que notifican su embarazo y durante todo el período de gestación. Además,
se solicita que opten por el parto institucional. En cuanto a los adultos mayores, se les exige que realicen 2
controles médicos al año. Por último, se determina que las personas con discapacidad deben someterse a
controles trimestrales (SAS 2009, 11). En lo que respecta a las corresponsabilidades en educación de niños y
niñas de 6 a 18 años en la Educación Escolar Básica (EEB), se establece que los/as estudiantes deben estar
matriculados en los grados del 1ro al 9no y es necesario que asistan a un mínimo del 85% de las clases
contabilizadas por mes (SAS 2009, 12). No obstante, en consideración de la naturaleza del control en el
cumplimiento de las corresponsabilidades de este programa, Tekoporã podría ser clasificado entre el conjunto de
programas “tolerantes” del continente que incluyen medidas para permitir el acceso de las personas a los
servicios básicos pero que no llega a sancionar su falta de cumplimiento en la práctica (Rossel et al. 2022).
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expresaba expectativa de que el mismo amplíe su cobertura (Guttandin 2007, 62) y buscaba

garantizar su inclusión en los censos: “pasaban por la casa donde yo me quedaba porque

sabían que estaba ahí, me decían ‘todavía no se pasó por tal y tal lugar’... había mucha

expectativa” (Técnica SAS 5). Los efectos de la intervención también generaron expectativas

entre la población meta del resto del país, que debido a la focalización geográfica quedaron

fuera del programa durante los primeros años:

Entonces, esa fue una decisión de ir a los lugares donde la pobreza era más crónica.
Esa era una decisión que tiene una lógica desde el punto de vista de cuando tenés
recursos limitados. Tenés recursos limitados, entonces tenés que focalizar para ser más
eficiente. El problema es que vos podías tener, por ejemplo, en Alto Verá - Itapúa,
distrito hiper pobre, transferencias condicionadas, pero en Pirapó, en Fran, en San
Pedro del Paraná40, no había nada (Técnico SAS 4).
[...] sabíamos que estábamos en distritos pobres, entonces sí o sí había un alto
porcentaje de familias pobres, lo que no significaba que entraran al programa
justamente por lo que te dije recién: un celular, por ejemplo ya le calificaba, dos
celulares en la casa ya le subía su puntaje del ICV, pero no tenía saldo, o tenía saldo
una vez al mes, ese teléfono era funcional 10 días al mes o 5 días [...] Familias con
muchas necesidades, carencias. Y era muy injusto, eso era todo un debate, que el ICV
consideraba, puntuaba muy por alto a familias que tuvieran una cocina a gas pero no
consideraba que esa familia no tenía plata para comprar el gas, se acababa el gas y
cocinaban en un brasero, pero tenían cocina. (Técnico SAS 7).
[...] entre la extrema pobreza y la pobreza hay una diferencia pero no es abismal,
entonces hay poblaciones que están en pobreza, no van a ser clasificados por los
instrumentos, pero algún evento ocurre en sus vidas, qué sé yo, alguno de los
miembros de su familia se enferma, cae en cama y tiene un tratamiento costosísimo, y
viven pidiendo solidaridad (Técnico SAS 2).

La demanda de cobertura del programa se enfrentó desde un principio a las limitaciones

presupuestarias que definieron el horizonte de intervención institucional, manteniéndose la

idea de que “es como que natural que no le alcance a todos, que eso nomás se puede hacer”

(Técnico SAS 2). Esta es una característica que Tekoporã compartió con los demás programas

sociales locales y que fue registrada por otra evaluación:

A pesar de que los programas sociales del país han sido evaluados como bien
diseñados en general y con propuestas y metodologías operativas adecuadas, la regla
general es que los recursos asignados son insuficientes para proveer una cobertura
adecuada a la demanda, la ejecución tiende a ser deficiente y con problemas de
discontinuidad en el flujo de fondos. (Cohen y Tapia 2001, 13)

40 Los distritos mencionados se encuentran todos en el departamento de Itapúa, en la zona sur del país.
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Los limitados recursos institucionales para responder a la demanda de asistencia se sumaron a

algunos errores de focalización percibidos entre la población, también captados por

evaluaciones. De acuerdo a la percepción de beneficiarios, estos errores comprendían la

exclusión del programa de personas en situación de pobreza y la inclusión de familias que

parecían tener recursos mayores a los indicados en los criterios de focalización (SER y

DIPLANP 2011, 183). Esa percepción coincide con la de un funcionario técnico del

programa: “errores de exclusión y errores de inclusión también habían, no sé si eran muy

significativos, pero habían” (Técnico SAS 4). Debido a la complejidad de las reglas de

focalización, errores de este tipo incidieron en la percepción de que existiría un potencial

direccionamiento partidario de la asistencia, que difuminaron la responsabilidad estatal por

esta política. La atribución de responsabilidad, a su vez, se vio afectada por la imposibilidad

para identificar de manera unívoca una instancia institucional vinculada a la implementación

del programa, razón por la que la identidad partidaria de los agentes implementadores llega a

plantearse como elemento catalizador de réditos electorales favorables a los partidos con

mayor presencia local. A continuación se plantean las características del fenómeno que

configuran el mecanismo de la atribución de responsabilidad como condición suficiente para

la generación de los efectos electorales resultantes de la expansión territorial del programa.

4. Validación del mecanismo

El mecanismo causal hipotetizado plantea que, en presencia de las condiciones de alcance

indicadas y en tanto la asignación al tratamiento de las unidades de análisis es análoga a la

aleatoria en relación a las variables intervinientes, los efectos electorales de las transferencias

monetarias estarían vinculados a la atribución partidaria de la responsabilidad por la política
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pública. La posibilidad de que esa atribución de responsabilidad pueda ser direccionada por

actores partidarios, por su parte, existe debido a la multiplicidad de actores institucionales y

comunitarios intervinientes en la implementación del programa. En este sentido, se revisa

ahora la escasa posibilidad de identificar unívocamente a los actores estatales vinculados a la

administración del programa Tekoporã, la débil capacidad para el control de las

contraprestaciones y la focalización participativa a nivel local, que inciden en la escasa

claridad en la responsabilidad por esta intervención.

En términos institucionales, el gobierno central ha sido la principal instancia encargada del

diseño del programa y su implementación, mediante la acción de la Secretaría de Acción

Social. Esta instancia definió la estrategia de implementación del programa en territorio, si

bien no estaba encargada de garantizar la oferta de servicios de salud o educación necesarios

para cumplir con las contraprestaciones. El funcionamiento integral del programa en términos

más amplios implicó el trabajo del Gabinete Social de la Presidencia de la República, cuya

composición fue cambiando entre los distintos gobiernos (Duarte-Recalde 2018).41 Los

gabinetes no participaron en el diseño de Tekoporã, lo que implicó problemas para su

implementación efectiva, en tanto “ha conducido a dificultades para obtener personal de

enlace en cada gabinete ministerial que participe en la implementación del programa” (Veras

Soares y Britto 2008, 25).

41 Como ha sido señalado en Duarte-Recalde (2018), el Gabinete social estuvo compuesto durante el periodo
2003-2008 por representantes de la Vicepresidencia de la República, la Secretaría de Acción Social (SAS), el
Ministerio de Educación y Ciencias (MEC), el Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG), el Ministerio de
Salud Pública y Bienestar Social (MSPyBS), el Ministerio de Hacienda (MH) y la Secretaría General (SG). A su
vez, durante el periodo 2008-2013, el Gabinete Social se amplió hasta incluir al Ministerio del Interior (MI),
Justicia y Trabajo (MJT), Obras Públicas y Comunicaciones (MOPC), las Secretarías Técnica de Planificación
(STP), de Emergencia Nacional (SEN) y del Ambiente (SEAM), entre otras dependientes de la Presidencia de la
República, además de los Directores paraguayos de la Entidad Itaipú Binacional y la Entidad Binacional
Yacyretá, el Presidente del Consejo Nacional de Vivienda (CONAVI), el Director del Instituto Nacional de
Protección a Personas Excepcionales (INPRO) y el Director de la DIPLANP. Finalmente, durante el periodo
2013-2018, el Gabinete Social sumaría a las instituciones previamente señaladas al Ministerio de la Mujer
(MM), la Secretaría Nacional de Cultura (SNC), Secretaría Nacional de la Vivienda y el Hábitat (SENAVITAT),
Secretaría de Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad (SENADIS), Secretaría de Información y
Comunicación (SICOM), además del Director General de la Dirección de Beneficencia y Ayuda Social
(DIBEN).
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Esta falta de coordinación interinstitucional durante los primeros años coincidió con una

sobreoferta de programas sociales aislados de distintas instituciones gubernamentales y de la

cooperación internacional distribuidas en distintas partes del país, que llegaron a configurar

una dinámica de competencia entre dependencias en la que “la SAS tiene sus pobres, la

DIBEN tiene sus pobres, el MAG tiene sus pobres, todos tienen sus pobres y compiten”

(Técnico SAS 4), dinámica que difuminó la claridad en la responsabilidad de la SAS como

instancia institucional implementadora de asistencia social en el país. La mencionada

dinámica interinstitucional ha sido verificada por las evaluaciones (Guttandin 2007, 38) y la

evidencia testimonial, al señalar:

Cada Ministerio tenía su propio territorio. El Ministerio de Agricultura tenía su propia
clientela, el Ministerio de Salud la suya, cada uno tiene su propio feudo y trabaja a
espaldas, o sea, no se coordinaban. Entonces, ese era un archipiélago de instituciones y
cada uno se iba y organizaba a la comunidad a su antojo, a su manera. El Ministerio de
Agricultura creaba el Comités de Productores, por otro lado se iba Educación y creaba
los Consejos de Padres, se iba el Ministerio de Salud y creaba los Consejos de Salud,
se iban los de Niñez y creaban los Consejos de Niñez y, al final, una persona de la
comunidad estaba en los siete consejos y no cumplía ningún rol. Era un problema
serio (Técnico SAS 1).

De manera particular, la falta de coordinación entre el programa Tekoporã, los gabinetes de

los ministerios involucrados y los funcionarios de salud y educación a nivel local, incidió en

el control de las contraprestaciones requeridas según el diseño original de la intervención

(Barrios et al. 2008, Veras Soares y Britto 2008). Debido a ello, la lógica condicionada de las

transferencias monetarias pasó a un segundo plano en la práctica y los esfuerzos

institucionales se concentraron en hacer llegar los montos estipulados a la población, en tanto

“el sólo hecho de distribuir estos recursos implicaría un alivio en la pobreza, por más que no

se controlaba las corresponsabilidades” (Técnico SAS 4). En este contexto, el monitoreo del
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cumplimiento de las condicionalidades fue implementado de manera sistemática recién desde

el año 201442 (González-Delgado 2015, 32):

En los otros países Educación controla las corresponsabilidades de educación, Salud
controla las propias corresponsabilidades de salud, y aquí la SAS tendría que controlar
todas sus corresponsabilidades. Hablamos con Educación y ellos no podían hacer el
control de las corresponsabilidades en educación. ¿Y por qué? Porque su sistema
estadístico no registra la identidad de los alumnos. Y para nosotros la identidad es
fundamental, no importa que en la escuela “tal” haya tanto por ciento de asistencia, no
sabemos si nuestros beneficiarios asisten o no, teníamos que individualizar. Y ellos no,
no nos ayudaron en eso, no hubo acuerdo. Salud la misma cosa, en Salud su sistema
estadístico no registra la identidad de los pacientes, registra los eventos, tantas
consultas, tantas inyecciones, atención.. pero no dice quién. Entonces no nos servía
(Técnico SAS 1).
No estaba bien coordinada la llegada del programa de transferencias y la existencia o
no del servicio, por ejemplo, de salud. Por ejemplo, yo te doy a vos doscientos mil
guaraníes y te digo que tenés que ir al centro de salud… y no hay centro de salud, o en
el centro de salud no te quieren atender porque estás sucio, porque sos pobre, entonces
vos te vas una vez y después nunca más te vas. Lo segundo, desde el punto de vista
técnico… de hecho no se controlaba casi las corresponsabilidades, el problema era
llegar y expandir el programa, si uno ve esos primeros años los controles en materia de
corresponsabilidad son absolutamente inexistentes, mínimos [...] se iban y los médicos
no les querían atender, les dejaban ahí, estaban cuatro o cinco horas sentados
esperando, y esa persona en su mínima dignidad nunca más se va al centro de salud
porque no le quieren atender. (Técnico SAS 4).

La escasa coordinación también era observable entre las instituciones del gobierno central

vinculadas a la implementación del programa y los gobiernos municipales (Veras Soares y

Britto 2008, 29), en concordancia con la naturaleza multinivel del mecanismo. En este

contexto, los gobiernos municipales se posicionaron como instancias de gran visibilidad

durante la implementación de Tekoporã, ya que llegaron a trabajar en la nominación del

enlace burocrático local al programa y apoyan la realización de actividades vinculadas,

poniendo a disposición su infraestructura y cierto apoyo financiero (Veras Soares y Britto

2008, 22).43 De acuerdo a la normativa que regula las Transferencias Monetarias

43 En este sentido, se ha destacado la importancia del apoyo municipal al facilitar medios de transporte escolar,
en algunos distritos donde la alta dispersión territorial dificultaba el acceso a la educación (Serafini 2015, 28).

42 A su vez, se ha indicado que los informes mensuales de control de las corresponsabilidades presentan
dificultades para su análisis, ya que “carecen de descripciones detalladas de los seguimientos”, problema que se
suma a la inexistencia de registros que detallen cómo van cambiando las condiciones de vida de las familias
beneficiarias a lo largo de su participación en el programa (González-Delgado 2015, 32).
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Condicionadas, la convocatoria para la inclusión de beneficiarios del programa sería realizada

por la SAS en los locales municipales, donde las autoridades políticas de los municipios

tendrían participación directa en el proceso de selección de beneficiarios pero con el

fundamento de los indicadores de pobreza disponibles (Ley N° 4087/2011, Art. 3). Esta

normativa ha sido cumplida de manera regular e independientemente de la identidad

partidaria de los gobiernos locales:

De todos los partidos apoyaron. De hecho, la capacitación se hizo en su mayoría en las
municipalidades, la capacitación a los censistas. Todos los Intendentes facilitaron
infraestructura para que se desarrolle el censo en su dependencia, porque finalmente
era un beneficio para su comunidad, para su gente, directo. (Técnico SAS 7)

La visibilidad de los gobiernos municipales durante la implementación del programa se hizo

particularmente perceptible al momento de entregar el dinero a los beneficiarios durante los

primeros años, ocasiones que también se utilizaban “para responder a preguntas y recibir

reclamos por escrito sobre el programa” (Veras Soares y Britto 2008, 17-18). Esta presencia

directa y constante potenció la atribución de responsabilidad por la asistencia hacia estos

actores. En contrapartida, su labor también llegó a ser interpretada como un ejercicio de

influencia para la conformación discrecional de las listas de beneficiarios (Guttandin 2007, 58

y 111) y para la designación de funcionarios implementadores locales (SER y DIPLANP

2011, 184). A pesar de que la exclusión de beneficiarios del programa no se encuentra entre

sus facultades44, se han registrado acusaciones de conductas extorsivas de estos actores, como

“nos mandan decir que si no votamos a favor de ellos nos quitarán y a muchas familias más

en este mes” o “el candidato es colorado y en manos de ellos está la municipalidad, primo del

44 La exclusión de familias beneficiarias sólo puede ocurrir cuando éstas no cumplen con sus las
corresponsabilidades establecidas, a pesar de que haya disponibilidad de servicios públicos en su área. Las
razones por las cuales un hogar puede ser excluido del mismo padrón del programa comprenden la falta de
cumplimiento de los criterios de elegibilidad, la mudanza del hogar a áreas no cubiertas por el programa,
renuncias voluntarias, mejoras en la situación económica del hogar y la detección de duplicidades en el registro
(SAS 2009, 12).
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actual Intendente, entonces ellos politizan esto, nos amenazan y hace 10 años que están de

Intendente y no hacen nada” (Guttandin 2007, 248).

Otros actores institucionales de gran visibilidad son los agentes de implementación del

programa que trabajan de manera directa con las familias beneficiarias, indicados en los

manuales operativos como guías familiares o guías comunitarios. La figura de estos guías es

un componente semejante al implementado en el programa chileno de transferencias

monetarias condicionadas, el modelo Puente/Chile Solidario (Veras Soares y Britto 2008, 29).

Esta figura fue introducida con el objetivo de que asistan a las familias beneficiarias en

diversos aspectos que hacen al bienestar en el hogar para superar la situación de pobreza

extrema (SAS 2009). También cumplen el fin de vincular efectivamente al programa con la

población beneficiaria, ya que “sería una tarea imposible que el enlace municipal fuera el

punto focal para más de 1000 familias” (Veras Soares y Britto 2008, 26). Las labores de estos

guías llegaron a comprender la verificación de cumplimiento de las corresponsabilidades,

formación en prácticas de higiene personal y de alimentación, así como orientación a las

familias para acceder a servicios públicos (Serafini 2015, 19). Su apoyo también serviría para

elaborar estrategias para mejorar el potencial productivo de las familias y para organizar los

comités de producción locales (Veras Soares y Britto 2008, 5). Al mismo tiempo, su trabajo

sirvió al programa para recolectar datos45 sobre el progreso de las familias en general (Veras

Soares y Britto 2008, 26).

La importancia del trabajo de estos agentes no coincidió con la disponibilidad de fondos para

asistir efectivamente a las familias incluidas en el programa durante los primeros años de

implementación, por lo que su presencia resultó insuficiente (CEPADES 2010, 8; Brunetti

45 Durante el periodo analizado, la SAS no llegó a contar con un sistema “que le permita tener la información
disponible y sistematizada desde el inicio del proceso (inscripción en la municipalidad) hasta el final del mismo
(egreso del programa)” (Serafini 2015, 31).
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2011, 33). Debido a ello, “es relativamente reciente (2014) la incorporación de los/as

facilitadores/as comunitarios/as y el consecuente inicio de los procedimientos que implican la

participación de éstos” (Serafini 2015, 23):

[...] cuando se acabó de diseñar esta política, el primer programa, el programa insignia
de la Política de Lucha Contra la Pobreza, el Programa Tekoporã, apenas fue aprobado
en el Parlamento, pero con graves recortes a la propuesta inicial del presupuesto,
porque se aprobaba la transferencia monetaria con corresponsabilidades pero no se
aprobaban los rubros asignados a la contratación del personal que iba a implementar el
programa. O fue reducido drásticamente. Entonces, no podría implementarse tal como
fue diseñado, pero ya se aprobó y se empezó a trabajar. (Técnico SAS 3)

Un aspecto perceptible en la labor de estos agentes ha sido su vínculo formal con las

autoridades políticas locales y su carácter intermediador entre las autoridades y las

comunidades (Guttandin 2007, 37). Debido a esta relación directa, la identidad partidaria de

estos agentes también llega a incidir en la atribución de responsabilidad por la política. Las

evaluaciones realizadas también registran denuncias de influencia partidaria en su selección,

como la percepción de que “todos son operadores de Magdaleno46 y los colorados”, que

“todos entraron por cuestiones políticas ya con la administración de Duarte Frutos y los

colorados” (SER y DIPLANP 2011, 169), o que el programa “se usa como botín de guerra de

los políticos tradicionales como de los nuevos políticos de izquierda” (SER y DIPLANP 2011,

174). De esta manera, el activismo partidario que estos agentes de implementación puedan

llegar a tener al margen de sus labores dentro del programa necesariamente incide en la

valoración de los beneficiarios acerca del origen de los beneficios, dadas las limitaciones para

la comprensión de los criterios formales de focalización.

46 Magdaleno Silva fue un político colorado a quien se le atribuía ser representante del narcotráfico en la política
paraguaya. A lo largo de su carrera política, llegó a ocupar cargos electivos del departamento de Concepción y
como Diputado Nacional entre los años 2003-2013. Murió en mayo de 2015 tras ser acribillado por sicarios
vinculados a los tres narcotraficantes de la región más buscados de ese entonces: Fernandinho Beira Mar, Jarvis
Chimenes Pavao y Luis Carlos Da Rocha, alias cabeça branca. (Lezcano 2015).
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Finalmente, una instancia formal que también incide en la atribución de responsabilidad es la

vinculada a las mesas de participación local, espacios que funcionaron durante el periodo

analizado como instancia de subfocalización participativa para validar la inclusión adecuada

de beneficiarios (Veras Soares y Britto 2008, 11). Estas mesas han estado integradas “por

autoridades municipales, representantes de establecimientos de salud y educación con base en

el territorio, de organizaciones de la sociedad civil y comités de familias que integran

Tekoporã” (Serafini 2015, 19). Casos de intervención de estas mesas para la inclusión de la

población meta en el censo previo a la implementación del programa son verificados por los

testimonios:

[...] cuando una comisión vecinal o una mesa de participación, mediante su
interlocutor, el poder local, el Intendente, dice que tal lugar de tal departamento
necesita focalizar porque ahí hay familias de extrema pobreza (Técnico SAS 6).
Entonces, los Intendentes apoyaban. No podían no apoyar porque sino sus familias no
entraban, de su territorio, porque en su territorio sabían que eran censados, que fueron
censados y además era obvio que había gente pobre en ese distrito entonces, si no
participaba y no validaba la mesa él, no entraban. Hubo casos en muchos distritos que
el Intendente fue presionado para que venga a la mesa, que ponga su firma en la lista
validada. Eso fue un proceso bastante interesante de participación directa de la gente,
la mesa de participación. (Técnico SAS 7).

A pesar de la naturaleza participativa de estas instancias en su diseño formal, la percepción de

la población captada por las evaluaciones indicaba que el programa no respetaba la

organización comunitaria que existía previamente en las localidades. Esta desconexión generó

una dinámica centralizada de la participación dirigida desde la capital del país y “una fuerte

dependencia económica y organizativa de las poblaciones incorporadas en Tekoporã hacia la

Secretaría de Acción Social” (Irala 2013, 16). Se advirtió que estas mesas funcionaban de

manera desarticuladas de las comisiones vecinales de desarrollo comunitario (SER y

DIPLANP 2011, 179) y de las organizaciones de base, donde “los procesos organizativos

desde las bases y articuladas a nivel de organizaciones campesinas y organizaciones sociales

distritales son fundamentales” (SER y DIPLANP 2011, 181). En coincidencia con esta
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percepción, el censo de beneficiarios no estuvo guiado por demandas de las comunidades

organizadas:

Curiosamente los movimientos sociales, por ejemplo, el movimiento campesino, las
organizaciones sociales siempre están peleando por salud, educación, presupuesto,
condonación de deudas, pero el tema de protección social no es un tema del que nos
hayamos apropiado, entonces no está dentro de sus reivindicaciones. Algunas veces,
por tiempo sí dicen “acá no llega Tekoporã”, pero así no es una cosa que esté clara,
entonces no es tema de disputa (Técnico SAS 2).

A pesar de su importancia expresada en el diseño de la intervención, se ha señalado también

que “muchas de las Mesas no fueron conformadas por el abrumador proceso de crecimiento”

(Imas 2011, 21) y que existía escasa comprensión de la población sobre su utilidad, donde

apenas “7,4 % de las familias conocen sobre las Mesas de Participación Ciudadana y su rol

dentro del Tekoporã” (CIRD 2016). Por otra parte, se observó que por estos espacios llegó a

permear la incidencia de los intereses partidarios, lo que hacía “que puedan existir errores de

exclusión” (Serafini 2015, 31) al dejar de lado a comunidades sin vínculos partidarios de peso

a nivel municipal. La incidencia partidaria percibida a nivel local, en última instancia, minó la

confianza de la población meta en la cualidad objetiva de la focalización (Guttandin 2007,

209; SER y DIPLANP 2011, 184), planteando la intervención en clave particularista.

5. Síntesis del contexto presentado

El programa Tekoporã presentó diseño y criterios de implementación cuya objetividad dista

de la asistencia social registrada históricamente en Paraguay. El programa fue adoptado

inicialmente durante un contexto de crisis económica que, en línea con la literatura, es

conducente a la adopción de programas focalizados que poseen diseños estrictos y limitan el

margen de maniobra de las administraciones estatales para su manipulación partidaria (De la

O 2015). A pesar de ello, múltiples elementos presentes en el contexto de su implementación
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inciden en la atribución de responsabilidad partidaria de la política, necesaria para la

generación de réditos electorales mediados por la presencia local de maquinarias partidarias.

Los débiles legados de política social en el país y de asistencia informal vinculada a actores

partidarios sientan las bases para la comprensión de la asistencia proveída en clave

particularista. Esta comprensión es reforzada por la complejidad de las técnicas de

focalización utilizadas durante los años de expansión del programa que dejaron fuera del

tratamiento a localidades con características socioeconómicas muy similares a las que

resultaron incluidas, complementadas por errores de inclusión y exclusión de familias

beneficiarias al interior de las comunidades. Los múltiples agentes institucionales y

comunitarios vinculados a la implementación del programa difuminan también la

responsabilidad estatal por el mismo, contexto que favoreció la identificación partidaria de

actores en contacto más directo con la población beneficiaria. Atendiendo a estas

características, se plantea que los réditos electorales que produzca la intervención se

encontrarán mediados por los vínculos partidarios que resulten explícitos durante la

implementación del programa.

Las hipótesis planteadas serán puestas a prueba en los siguientes capítulos mediante dos

ejercicios de inferencia causal, que verificarán respectivamente la existencia de regularidades

empíricas cuantitativas y el efectivo funcionamiento del mecanismo causal argumentado en

base a evidencia cualitativa. En el siguiente capítulo se pondrá a prueba la existencia de

efectos electorales del programa Tekoporã mediante tres estudios observacionales generados

por el mismo patrón de expansión territorial del programa, durante gobiernos de distintos

signos políticos. Seguidamente, se verificará el mecanismo de atribución de responsabilidad

como generador del efecto hipotetizado mediante un rastreo de procesos, a ser realizado en
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casos de alta significancia atendiendo a las variables intervinientes. Ambos ejercicios resultan

complementarios en el marco de la “tríada inferencial” que configura este trabajo (Goertz

2017).
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Capítulo 4: Medición de los efectos electorales del programa Tekoporã

1. Introducción al capítulo

En este capítulo se presenta el análisis cuantitativo de los efectos electorales del aumento de

familias beneficiarias del programa Tekoporã en Paraguay, como consecuencia de la

atribución de responsabilidad generada durante la implementación de este programa. El

análisis pondrá a prueba las dos hipótesis de investigación señaladas anteriormente: primero,

que el aumento distrital de beneficiarios del programa genera efectos positivos en los votos

obtenidos a ese nivel por la candidatura oficialista en las elecciones presidenciales

subsiguientes y, segundo, que los efectos se encuentran mediados por la presencia local de

condiciones políticas y demográficas que potencian la atribución de responsabilidad por la

política pública. Se pondrá a prueba las hipótesis indicadas mediante ejercicios de inferencia

causal para datos observacionales basado en la combinación de las estrategias de

emparejamiento por puntajes de propensión y regresiones de mínimos cuadrados ordinarios

(Rubin y Thomas 1992 y 1996, Ho et al. 2007).

En coincidencia con los estudios observacionales generados por el patrón de expansión de la

cobertura del programa, los análisis serán de corte transversal para los periodos de gobierno

2005-2008, 2008-2013 y 2013-2018, que comprenden los años transcurridos desde que el

programa fue adoptado en el país hasta que alcanzó cobertura de la totalidad del territorio

paraguayo. Estos se realizan en base a datos electorales agregados a nivel distrital, que se

corresponden con la menor unidad política identificable en este país y cuyos representantes

electos tienen participación visible durante la implementación del programa. Los distritos
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donde efectivamente se registró aumento en el número de familias beneficiarias al final de

cada periodo de gobierno serán analizados como casos de tratamiento y se les asignará casos

distritales de control mediante emparejamiento por puntajes de propensión.47 Una vez

definido el conjunto de casos comparables, se examinarán los efectos causados por el

tratamiento mediante regresiones de mínimos cuadrados ordinarios (OLS) (Ho et al. 2007),

controlando por variables demográficas y políticas que capturan la presencia distrital de

factores posibilitantes de la atribución de responsabilidad por la política pública.

El análisis propuesto dialoga con la literatura producida a nivel global acerca de los efectos

políticos producidos por programas de transferencias monetarias, particularmente en la que se

basa en estrategias experimentales y cuasiexperimentales de inferencia causal. Si bien la

literatura no ha alcanzado afirmaciones consensuadas acerca de los réditos electorales

generados por intervenciones de este tipo (Barrientos 2022), se tiende a afirmar que este tipo

de programas inciden en las preferencias electorales favorables a los oficialismos de turno

(Araújo 2021). En este sentido, en América Latina, existen análisis producidos en base a datos

electorales agregados respecto a diversos casos nacionales que apuntan a esa conclusión. Así,

en base a resultados de las elecciones presidenciales de los años 2002, 2006 y 2010 en Brasil,

Zucco (2013a) observó que la cobertura municipal del programa Bolsa Família estaba

asociada con la proporción de votos obtenidos por el partido oficialista en las tres elecciones,

sea el Partido de la Social Democracia Brasileña (PSDB) o el Partido de los Trabajadores

(PT). Asimismo, al analizar el caso mexicano, De la O (2013) identificó que la incorporación

temprana de beneficiarios al programa Progresa/Oportunidades tuvo un efecto positivo y

47 Para todos los periodos, la selección del conjunto de casos comparables será realizado mediante
emparejamiento por puntajes de propensión sin reemplazo de casos ubicados dentro del área de soporte común,
estimados sobre los valores de las variables políticas y demográficas incluidas como controles durante cada
periodo y los valores de las variables dependientes previas al tratamiento. El método de emparejamiento a
utilizar se basa en la estrategia de selección del “vecino más cercano”, de acuerdo a las distancias estimadas
mediante regresión logística del efecto promedio del tratamiento en los casos tratados, en razón de 3 casos de
control por cada caso de tratamiento.
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significativo en el apoyo recibido por el partido de gobierno en las elecciones presidenciales

del año 200048, mientras que al analizar los efectos de ese mismo programa en los cambios en

los votos registrados entre las elecciones presidenciales de 1994, 2000 y 2006, Díaz-Cayeros

et al. (2016) observaron que la distribución de los beneficios incidió positivamente en los

votos a favor tanto del Partido Revolucionario Institucional (PRI) como del Partido Acción

Nacional (PAN) cuando éstos ocuparon la Presidencia.49 En el mismo sentido, Linos (2013)

observó que el Programa de Asignación Familiar (PRAF) incidió positivamente en la

probabilidad de reelección de Alcaldes tanto del Partido Liberal de Honduras (PLH) en 2001

como del Partido Nacional de Honduras (PNH) en las elecciones del año 2005, aunque no

encontró efectos en los votos obtenidos por candidatos a la Presidencia en las elecciones

realizadas en la misma fecha.50 En consideración de esta literatura, se espera encontrar efectos

significativos del aumento distrital de beneficiarios en los votos agregados a ese nivel

territorial en las elecciones presidenciales realizadas al final de cada periodo de gobierno.

Por otro lado, en consideración de las condiciones de contexto institucionales y políticas

presentes en el sistema político paraguayo, explicadas en el capítulo anterior, se espera que los

efectos electorales de Tekoporã sean contingentes a la efectiva capacidad de los partidos de

gobierno para atribuirse responsabilidad por la intervención. A su vez, se espera que tales

efectos sean coherentes con la presencia distrital de variables que propicien la atribución de

50 La autora argumenta que, dado el precedente de la implementación clientelar y patrimonial de las políticas
públicas hondureñas, es plausible que la población no haya confiado en la asignación aleatoria de beneficiarios al
programa mediante una lotería pública realizada por el gobierno central (Linos 2013, 866). En consecuencia,
estima que los gobiernos municipales hayan tenido mayor visibilidad en la gestión del programa y se hayan
aprovechado de la atribución de responsabilidad por el mismo.

49 Los autores también reconocen que este programa sigue un patrón no discrecional en la distribución de los
beneficios. No obstante, los mismos señalan que la percepción popular acerca de su funcionamiento no está
determinada necesariamente por su conocimiento del diseño, por lo que es factible que la distribución de
beneficios sea interpretada en clave clientelar en función del contexto político mexicano (Díaz-Cayeros et al.
2016, 166).

48 La autora plantea que la inclusión de beneficiarios en el programa mexicano que estudia generó efectos
electorales favorables al partido de gobierno debido a su efecto movilizador –que motivó a la población
beneficiaria a acudir a las urnas–, en tanto el partido tradicionalmente clientelar cambió su patrón de gastos
discrecionales a gastos del tipo programático (De la O 2013, 1).
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responsabilidad al partido del gobierno central por la política pública: se espera que el efecto

sea mayor cuando el distrito esté gobernado por un Intendente del mismo partido político del

Presidente de la República, cuando el número de partidos con fuerza electoral efectiva en los

distritos analizados sea menor, en poblaciones de menor tamaño y con mayores niveles de

vulnerabilidad socioeconómica.

Los años seleccionados para el análisis coinciden en registrar el mayor dinamismo electoral

que se ha observado en el sistema político paraguayo desde la apertura a la democracia en

1989.51 En coincidencia con cada estudio observacional, el corte temporal indicado

comprende respectivamente el periodo de fragmentación de la Asociación Nacional

Republicana (ANR) como partido hegemónico que gobernó el país sin interrupción por más

de seis décadas, el periodo de alternancia presidencial liderado por la Alianza Patriótica para

el Cambio (APC), así como el periodo de recomposición del dominio territorial de la ANR. A

pesar de sus diferencias, estos tres gobiernos coincidieron en haber estructurado planes

estratégicos abarcativos que presentaron “regularidades en la definición de la pobreza como

problema político y la identificación de la responsabilidad estatal con miras a la provisión de

beneficios mínimos que todas las personas deberían recibir de parte del Estado”

(Duarte-Recalde 2018, 49). No obstante, estos gobiernos variaron en su capacidad para

atribuirse la responsabilidad por los impactos positivos del programa para las familias

beneficiarias y sus comunidades, por lo que su análisis desglosado permite verificar las

hipótesis planteadas en tanto regularidades empíricas que dan cuenta del vínculo causal.

51 La apertura a la democracia en este país ocurrió como consecuencia de un golpe de Estado impulsado por
actores políticos y militares vinculados al Partido Colorado, mismo partido que sostuvo el régimen de Alfredo
Stroessner desde 1954. A pesar del cambio de régimen acontecido y de la promulgación de una nueva
Constitución Nacional en 1992, este partido mantuvo el control de la institución electoral hasta las elecciones
municipales de 1996, año en que se realizaron los primeros comicios organizados por el autónomo Tribunal
Superior de Justicia Electoral (TSJE). Ese control partidario de las elecciones que persistió tras la caída de la
dictadura se sumó a la institucionalización del ejercicio electoral controlado que estuvo vigente durante el
régimen stronista (Duarte-Recalde 2012), contribuyendo ambos al comportamiento electoral favorable al Partido
Colorado que mantuvo la población paraguaya hasta el periodo ahora analizado.
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2. Abordaje de los estudios observacionales

Atendiendo a las características propias de cada uno de los estudios observacionales

configurados, se analiza cada periodo gubernamental de manera independiente. Para cada

periodo, se describen primero las características que presentan las variables de control en el

conjunto de unidades de análisis emparejadas en función de las expectativas teóricas y en

comparación con las del universo de unidades existentes en el país durante los mismos años.

Se reporta, seguidamente, el equilibrio52 de las unidades emparejadas y se presenta

gráficamente su superposición. También se representan gráficamente las preferencias

electorales agregadas en los distritos de tratamiento y de control, lo que permite describir

comparativamente los réditos electorales que aparecen en aquellos distritos donde aumenta el

número de familias beneficiarias del programa frente a aquellos casos donde esto no ocurre.

Finalmente, se reportan los efectos electorales identificados mediante regresiones de mínimos

cuadrados ordinarios del tratamiento tanto en los votos obtenidos por la candidatura oficialista

como en los obtenidos la candidatura que representa su principal oposición electoral,

incluyendo los controles especificados en los distintos modelos.

Para todos los periodos, el modelo 1 identifica el efecto del tratamiento en la proporción de

votos distritales obtenidos por el candidato a Presidente de la República del partido de

gobierno en las elecciones generales, mientras que el modelo 2 revisa este efecto incluyendo

controles. De manera similar, el modelo 3 identifica el efecto del tratamiento en la proporción

52 El equilibrio es definido como la similitud de las distribuciones empíricas del conjunto total de covariables en
los grupos de tratamiento y control emparejados: p̃ (X | T = 1) = p̃ (X | T = 0), donde p denota la distribución
empírica (Stuart 2010, 13).
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de votos distritales obtenidos por el candidato a Presidente de la República de la oposición, en

tanto el modelo 4 hace lo mismo incluyendo los controles indicados.

Las variables dependientes son reportadas como “Gobierno” y “Oposición”. Ambas capturan

la proporción de votos obtenidos por estas dos opciones en competencia. Para los periodos

2005-2008 y 2013-2018 el partido de gobierno comprendió a la ANR, mientras que para el

periodo 2008-2013 el gobierno estuvo en manos de la APC. De manera inversa, para los

periodos 2005-2008 y 2013-2018, la oposición comprendió a los partidos que formaron parte

de las alianzas electorales que representaron la principal competencia para la ANR en las

elecciones generales, mientras que la ANR fue la principal fuerza política de oposición

durante el periodo 2008-2013.

En lo que respecta a la variable independiente, los distritos en que se registró aumento en el

número de familias beneficiarias a lo largo de cada periodo son capturados por la variable de

“Tratamiento”. Esta variable asume naturaleza dicotómica al realizar el análisis en base a la

existencia de aumento neto en el número de beneficiarios a nivel distrital durante cada

periodo, donde los casos de los casos de tratamiento adquieren valor 1 y los de control valor

0. También se verifica el efecto electoral de las transferencias condicionadas mediante la

operacionalización de la variable independiente como aumento en el número de beneficiarios

relativo a la población distrital por cada 100 personas, que es de naturaleza continua. La

primera operacionalización permite observar los efectos del tratamiento agregado a nivel

distrital, mientras la segunda permite observar el efecto de la intervención desagregada al

interior de los distritos.
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En lo que refiere a variables de control, las mismas mantienen la misma operacionalización en

todos los análisis presentados. La variable relacionada con el contexto político denominada

“Intendente” reporta los efectos de la alineación partidaria de los Intendentes al partido de

gobierno central, mientras “NEP” lo hace respecto al número efectivo distrital de partidos en

las elecciones generales anteriores. Finalmente, las variables de control “Población” y

“Mortalidad” reportan respectivamente los efectos del logaritmo natural del tamaño promedio

estimado de la población distrital y la tasa de mortalidad infantil distrital, utilizada como

indicador del nivel de vulnerabilidad socioeconómica local.

A continuación se procederá a analizar los efectos electorales hipotetizados en tres secciones

distintas, de acuerdo a los distintos periodos de gobierno señalados. En cada sección se realiza

primeramente una breve presentación de los elementos políticos de contexto necesarios para

comprender la relación causal verificada. Seguidamente, tras presentar las características que

asumen las variables políticas y demográficas del periodo que delimitan el análisis, se realiza

la verificación de los efectos causales hipotetizados. El capítulo concluye con las reflexiones

desprendidas de los resultados obtenidos y su relación con la teoría existente.

3. Efectos electorales 2005-2008: años del programa piloto

El primer periodo analizado comprende los años en que Tekoporã se implementó a modo de

programa piloto en Paraguay. La intervención fue desarrollada como un componente de la

Estrategia Nacional de Lucha Contra la Pobreza del gobierno de Duarte Frutos, la cual

señalaba la necesidad de promocionar la protección social mediante “un servicio de apoyo

familiar y de transferencias monetarias condicionadas” (Presidencia de la República et al.

2004, 28). Si bien los criterios de objetividad para la selección de beneficiarios y los
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mecanismos de implementación contenidos en el diseño de este programa “traían consigo el

sello de la innovación en el diseño y criterios de ejecución, no vistas antes en el sector de las

políticas sociales de asistencia” (García-Agüero 2015, 15), el contexto institucional y

socioeconómico en que el programa fue implementado inicialmente favoreció una potencial

manipulación discursiva acerca del origen de los beneficios, como ha sido desarrollado en el

capítulo anterior.

Los primeros años analizados comprenden un contexto de desconocimiento por parte de la

población acerca de características formales del programa que, sumado a la ausencia de una

institucionalidad de bienestar que enmarcara la intervención como política de Estado y no

sólo de gobierno, presentaron un escenario propicio para que los actores políticos ejercieran

atribución de responsabilidad injustificada por los beneficios distribuidos. Las entregas

focalizadas de beneficios que existían como antecedente en la experiencia política del país se

limitaban a intervenciones asistencialistas enmarcadas en prácticas clientelares del partido de

gobierno, centradas en la distribución selectiva de bienes y servicios a cambio de apoyo

político (Lachi y Rojas Scheffer 2018, Setrini 2011, Došek 2023).

Por su parte, las propias características demográficas de la población meta y sus comunidades

facilitaron la manipulación discursiva indicada. La población en los distritos en que se

implementó el programa piloto presentaba altos niveles de analfabetismo, bajos niveles de

instrucción formal y la utilización del guaraní como idioma principal de comunicación

(Franco y Medina-Roa 2008), elementos que configuraban su limitada capacidad para

comprender detalles operativos del programa que no los involucrara directamente y para

incluso identificarse como sujetos de derechos (Ingram y Schneider 2008). En tanto la

comunicación oficial del gobierno se encontraba en idioma castellano, el manejo de un idioma
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distinto como primera lengua también apareció como una barrera para la identificación

apropiada de las instancias institucionales responsables por la intervención pública.

Este primer periodo de implementación del programa también coincidió con la presencia de

dinámicas políticas que potencialmente habrían condicionado la identificación del gobierno

con el aumento en el bienestar marginal de la población. En este sentido, la fragmentación al

interior del partido hegemónico –que terminaría con su derrota electoral en las elecciones

generales del 200853– planteó una dificultad para la atribución directa de responsabilidad por

las políticas públicas al partido de gobierno. Por otra parte, la paulatina fragmentación del

sistema político paraguayo y la presencia cada vez más diversa de opciones electorales que

habían ganando fuerza desde 198954, cuyos intereses coincidían en desgastar el poder del

oficialismo, significó la presencia en el territorio de un mayor número de actores políticos en

pugna. De esta manera, el debilitamiento de la unidad interna y de la hegemonía electoral del

partido de gobierno desafiaban su poder para controlar la narrativa acerca del origen de los

beneficios focalizados.

No obstante, en lo relacionado al ejercicio del poder en los gobiernos municipales, el Partido

Colorado mantuvo el control de 66,09% de las intendencias del país en este periodo, seguido

en cantidad por el Partido Liberal que obtuvo 29,57% de las mismas (Došek et al. 2016, 143).

El resto de los gobiernos municipales quedó bajo control de partidos políticos diversos, si

bien “el sistema de partidos a nivel municipal es básicamente bipartidista, con escasa

presencia de terceros actores importantes” (Došek et al. 2016, 147). Esta distribución del

54 Como resultado de las elecciones generales del año 2003, obtuvieron representación parlamentaria seis
partidos políticos en Cámara de Senadores y cinco en Cámara de Diputados, lo que representó el mayor nivel de
pluralismo parlamentario alcanzado en la historia paraguaya hasta ese momento.

53 Si bien la presencia de facciones en disputa al interior de la ANR han sido una constante en la dinámica del
partido desde finales de la dictadura (Abente 2009), la fragmentación que ocurriría durante estos años sería
determinante para su derrota electoral en los comicios del 2008, cuando la facción liderada por el Vicepresidente
de la República Luis Castiglioni hizo campaña abierta contra la facción oficialista liderada por el Presidente de la
República Nicanor Duarte Frutos.
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poder municipal presentó un panorama favorable para el gobierno central dada la

identificación partidaria de los gobiernos locales, cuyos representantes participan

formalmente en la implementación del programa.

El primer paso para realizar el análisis de los efectos electorales del programa durante sus

primeros años comprende la selección de un conjunto de casos comparables, en base a las

características observables de los distritos donde se hubo aumento en el número de familias

beneficiarias durante el periodo seleccionado. De los 225 casos existentes en la base original

para este primer periodo resultaron seleccionados para el análisis 76 casos emparejados.

Resultaron descartadas 24 unidades del grupo de control y ninguna del grupo de tratamiento.

El gráfico 5 permite observar la manera en que el equilibrio de puntajes de propensión entre

casos de tratamiento y control se modifica tras el emparejamiento de distritos para el periodo

2005-2008 en lo que respecta a la principal variable dependiente.

Gráfico 5: Equilibrio en la distribución de puntajes de propensión 2005-2008

Fuente: Elaboración propia mediante utilización de Cobalt: R package versión 4.3.1. (Greifer 2021)

106



En la Tabla 2 se observan las características de las variables demográficas y políticas

continuas que han sido seleccionadas para este periodo. Para cada variable se señala el valor

mínimo, promedio y máximo que asumen los conjuntos de unidades de análisis antes y

después de realizarse la identificación de casos comparables mediante el emparejamiento por

puntaje de propensión, así como la desviación estándar (SD) de las unidades observadas.

Tabla 2: Variables continuas 2008

Unidades totales Conjunto de unidades emparejadas

Mínimo Media Máximo SD Mínimo Media Máximo SD

Población 1.038 24.771 531.378 48.276 2.834 20.187 95.815 20.431

Mortalidad 0,0 7,7 152,3 16,9 0,3 6,7 66,0 9,8

NEP 1,5 3,0 4,0 0,5 1,7 3,0 3,9 0,4

Fuente: Elaboración propia en base a datos proporcionados por la DGEEC, el MSPyBS y el TSJE de Paraguay

En comparación al promedio poblacional de 24.771 personas por distrito observado en el total

de unidades durante este primer periodo, el conjunto de unidades emparejadas presenta un

promedio menor de 20.187 habitantes por distrito y menor desviación estándar respecto a la

media, reduciéndose la dispersión en los tamaños de población. La dispersión entre las

unidades de análisis se reduce en los valores de todas las variables continuas de control en el

conjunto de unidades emparejadas para este periodo, lo que fortalece el supuesto de

homogeneidad requerido para la realización de inferencias causales.

En lo que respecta a la variable dependiente en su primera especificación, el gráfico 6 permite

observar la diferencia entre los resultados electorales registrados entre los casos de control (0)

y los de tratamiento (1). Se observa que los porcentajes de votos favorables a la candidatura
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oficialista tienden a ser menores entre los casos de control que los de tratamiento, lo que se

condice con la primera hipótesis de investigación.

Gráfico 6: Votos a favor del partido de gobierno 2008

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Tribunal Superior de Justicia Electoral

Esta tendencia es corroborada por la regresión de mínimos cuadrados ordinarios. La Tabla 3

presenta los efectos del aumento distrital de beneficiarios de Tekoporã en las elecciones

generales del año 2008. Se observa que el tratamiento generó efectos significativos en los

votos obtenidos tanto por el partido de gobierno como por la principal opción electoral

opositora en todos los modelos.

El modelo 1 muestra que el tratamiento presenta un efecto positivo significativo en la

proporción de votos obtenidos por el Partido Colorado. En este sentido, el aumento distrital en

el número de familias beneficiarias del programa generó un aumento de 4.57 puntos

porcentuales en los votos obtenidos por la candidatura presidencial colorada, lo que corrobora

la primera hipótesis de investigación.
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Tabla 3: Elecciones Generales 2008 (tratamiento)

Gobierno Oposición

(1) (2) (3) (4)

Tratamiento 4.57** (2.22) 3.69** (1.38) -3.22 (2.31) -1.79 (1.79)

Intendente 26.30*** (9.28) -40.98*** (12.05)

NEP -6.07** (2.61) -2.23 (3.39)

Población -3.67*** (0.99) 1.29 (1.28)

Mortalidad 0.21** (0.09) -0.02 (0.11)

Interacción Int-NEP -6.76** (3.04) 10.48*** (3.95)

Constante 34.79*** (1.11) 83.43*** (10.43) 39.09*** (1.16) 38.74*** (13.55)

Observaciones
R2

R2 ajustado
Estadístico F

76
0.05
0.04
4.24**

(df = 1; 74)

76
0.67
0.64

22.97***
(df = 6; 69)

76
0.03
0.01
1.94

(df = 1; 74)

76
0.46
0.42

10.00***
(df = 6; 69)

Nota: *p<0.1; **p<0.05; ***p<0.01

El tratamiento también presenta un efecto positivo significativo al incluir variables de control

en el modelo 2, en coincidencia con la segunda hipótesis, si bien la magnitud del efecto

electoral es sólo de 3.69 puntos porcentuales. Todas las variables incluidas producen efectos

en los sentidos esperados de acuerdo a la segunda hipótesis.

La identidad política del gobierno municipal resulta la variable de control que genera mayor

efecto en los resultados electorales vinculados a las transferencias monetarias. El alineamiento

político del Intendente presenta un efecto positivo significativo y supone un aumento de 26.3

puntos porcentuales en los votos favorables al partido de gobierno en los distritos de

tratamiento: la presencia de Intendentes colorados favoreció el desempeño de su partido en los

distritos donde se expandió la cobertura del programa durante estos primeros años. Por su
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parte, la fragmentación electoral previa al periodo de expansión distrital del programa resulta

significativa y presenta efecto negativo, al igual que su interacción con la identidad política de

quien ocupa la Intendencia, en coincidencia con el desempeño esperado de los indicadores.

Las variables demográficas también presentan efectos significativos en el modelo 2 en los

sentidos esperados de acuerdo a la segunda hipótesis. El aumento de beneficiarios favorece

electoralmente al oficialismo en distritos con menos población, en coincidencia con el

argumento de que la atribución de responsabilidad por la intervención se produce con mayor

facilidad entre poblaciones de menor tamaño. A su vez, se observa que el aumento de

beneficiarios genera réditos electorales para el partido de gobierno en distritos con mayor tasa

de mortalidad infantil, en línea con el argumento de que la población más vulnerable tiende a

ser más receptiva al aumento marginal en sus ingresos y a retribuir electoralmente a la opción

electoral que consideran responsable.

Los modelos 3 y 4 indican que los efectos del tratamiento no son significativos en los votos

obtenidos por los partidos de oposición en el año 2008, si bien se observan efectos negativos

en el sentido esperado. El modelo 4 sólo encuentra efectos significativos en lo que refiere a la

identidad política del Intendente y en la interacción entre ésta y el NEP, en los sentidos

esperados.

La Tabla 4 presenta los efectos electorales de cada familia beneficiaria incluida en el periodo

por cada 100 habitantes del distrito, corroborando las hipótesis de investigación también al

utilizar esta variable independiente de naturaleza continua.
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Tabla 4: Elecciones Generales 2008 (aumento/100)

Gobierno Oposición

(1) (2) (3) (4)

Tratamiento 8.65*** (2.76) 6.02*** (1.73) -5.22* (2.95) -2.72 (2.31)

Intendente 25.68*** (8.99) -40.77*** (12.02)

NEP -6.00** (2.52) -2.28 (3.38)

Población -3.48*** (0.96) 1.20 (1.28)

Mortalidad 0.21** (0.09) -0.04 (0.11)

Interacción Int-NEP -6.57** (2.95) 10.41** (3.94)

Constante 34.42*** (1.05) 81.28*** (10.12) 39.19*** (1.12) 39.73** (13.53)

Observaciones
R2

R2 ajustado
Estadístico F

76
0.12
0.11

9.85***
(df = 1; 74)

76
0.69
0.66

25.22***
(df = 6; 69)

76
0.04
0.03
3.14*

(df = 1; 74)

76
0.47
0.42

10.11***
(df = 6; 69)

Nota: *p<0.1; **p<0.05; ***p<0.01

El aumento en el número de familias beneficiarias con relación a la población total distrital

por cada 100 personas presenta un efecto positivo significativo de 8.65 puntos porcentuales en

los votos distritales favorables a la candidatura oficialista, según el modelo 1. Al incluir

variables de control en el modelo 2 las mismas presentan efectos en las mismas direcciones

observadas en la Tabla 3, resultando significativas todas las variables. El modelo 3 refleja

efectos electorales significativos negativos del aumento en el número de familias sobre los

votos obtenidos por la oposición. Al incluir variables de control en el modelo 4 el efecto

electoral no es significativo, como ocurre cuando el tratamiento es analizado mediante una

variable dicotómica.
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De esta manera, al analizar los primeros años de implementación del programa Tekoporã

encontramos que el aumento distrital en el número de familias beneficiarias ha favorecido el

desempeño electoral del candidato presidencial del oficialismo en esos lugares. El efecto

favorable a la ANR coincide también con la presencia distrital de condiciones de contexto

demográficas y políticas –tamaño de la población, vulnerabilidad, alineamiento partidario del

gobierno local y número efectivo de partidos– que facilitan la atribución de responsabilidad

por la intervención. Así, los efectos encontrados al final de este primer periodo son coherentes

con la literatura que afirma la capacidad que tienen las transferencias condicionadas para

generar réditos electorales para las administraciones que las implementan, así como con las

hipótesis de investigación planteadas en esta investigación.

En este primer periodo, la implementación del programa estuvo vinculada a una identidad

partidaria clara, sostenida por una maquinaria partidaria con amplias capacidades para generar

atribución de responsabilidad al partido de gobierno. No obstante, esta condición necesaria no

estará presente en el siguiente periodo a ser analizado, por lo que las afirmaciones encontradas

por la literatura serán puestas a prueba de manera más clara.

4. Efectos electorales 2008-2013: implementación durante el gobierno de coalición

El segundo periodo de análisis comprende los años en que el programa analizado experimentó

el mayor aumento en su cobertura territorial. El plan del gobierno presidido por Fernando

Lugo junto a Federico Franco, plasmado en el documento “Propuesta de Política Pública para

el Desarrollo Social 2010-2020”, identificó a Tekoporã como uno de sus programas

emblemáticos cuyo objetivo comprendía promover “el ejercicio efectivo de los derechos a la

alimentación, salud y educación, con un acompañamiento sociocomunitario, contribuyendo de
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esta forma a la construcción de capital humano y social” (Presidencia de la República et al.

2010, 110).55

Fernando Lugo había llegado a la Presidencia de la República apoyado por la coalición

Alianza Patriótica para el Cambio (APC) apoyado en los recursos electorales de los partidos y

movimientos políticos que la componían56, los cuales no compartían criterios programáticos

ni un proyecto político que superara las elecciones del 2008. Lugo se presentó como

candidato bajo la insignia del Partido Demócrata Cristiano (PDC), partido que no había

llegado siquiera a tener representación legislativa desde la apertura a la democracia en 1989.

A nivel personal, Lugo no contaba con experiencia de militancia partidaria previa, sino que su

experiencia política comprendía trabajos de base social vinculados a la Iglesia Católica y a los

movimientos campesinos. Su figura se posicionó en la arena electoral luego de haber liderado

una marcha ciudadana multitudinaria “que pretendía enfrentarse a la política tradicional desde

una reivindicación de la sociedad” (Brugnoni 2009, 572), identificándose como una opción

política conciliadora, que tenía la capacidad de atraer los votos que tradicionalmente se

destinaban a la ANR (Duarte-Recalde 2012, 126).

Por su parte, Federico Franco fue electo Vicepresidente de la República en representación del

Partido Liberal Radical Auténtico (PLRA), segunda fuerza electoral en Paraguay y principal

fuerza electoral de la APC. Habiendo sido Gobernador del Departamento Central por el

PLRA, Franco logró posicionarse como candidato a la Vicepresidencia tras un reñido proceso

56 La APC estuvo compuesta por el Partido Liberal Radical Auténtico, el Partido Revolucionario Febrerista, el
Partido Demócrata Cristiano, el Partido País Solidario, el Partido Social Demócrata, el Partido Frente Amplio, el
Partido Encuentro Nacional y los movimientos Bloque Social y Popular, Avancemos, Movimiento de
Participación Ciudadana y Poder Ciudadano en Acción.

55 Durante este periodo también se presentó un Proyecto de Ley que buscaba incorporar efectivamente a las
comunidades indígenas a Tekoporã (Expediente Parlamentario D-1121450/2011), pero que fue retirado por falta
de apoyo legislativo. En el año 2012, por su parte, se aprobó el Proyecto de Declaración que instaba al Poder
Ejecutivo a implementar las acciones necesarias para extender los beneficios de este programa a las comunidades
indígenas de la región occidental del país (Expediente Parlamentario D-1223306/2012).
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de elecciones internas de su partido que “derivó en una judicialización del proceso y en una

fractura estructural” al interior del liberalismo (Brugnoni 2009, 571). El Partido Liberal es un

partido político tradicional del Paraguay equivalente en desarrollo institucional al Partido

Colorado57, cuyos vínculos con sus bases electorales son más estables e identificables que los

de los demás partidos que conformaron la APC.

El gabinete presidencial de este periodo estuvo compuesto por actores representantes del resto

de los partidos y movimientos que integraron la alianza y que competían entre sí por incidir

en la agenda de gobierno. La falta de claridad en la identidad del gobierno se vio agravada por

las relaciones tensas que existían entre el Presidente y el PLRA, así como por las lealtades

coloradas del funcionariado público que mantuvo amplia presencia en la burocracia estatal.

También incidieron negativamente en la identidad del gobierno los múltiples cambios

ministeriales ocurridos tras el primer año de gestión, los cuales resultaron en un gabinete

“conformado por los colaboradores más leales de Lugo” que también dejaban en evidencia la

influencia declinante que poseía el Vicepresidente Franco en ese gobierno (Turner 2010, 444).

Los conflictos observados al interior de la ACP alcanzaron su punto culminante en junio de

2012, nueve meses antes de las siguientes elecciones generales, cuando Lugo fue destituido de

la Presidencia de la República mediante un juicio político que condujo a la breve presidencia

de Federico Franco.58

La suma de estos elementos configuró un contexto nacional que ofreció poca claridad al

momento de atribuir la responsabilidad de las políticas públicas a identidades partidarias

58 El juicio político contra Lugo fue llevado a cabo menos de un día después de haber sido aprobado por el
Congreso. El principal argumento legislativo que fundamentó su destitución fue su supuesto mal desempeño en
el cargo, aunque no se presentaron pruebas que respaldaran los puntos acusatorios incluidos en el libelo. La
destitución de Lugo, debido a su rápida ejecución y su impacto políticamente desestabilizador, fue ampliamente
reconocida como un caso de "golpe de Estado parlamentario" (Duarte-Recalde 2013).

57 Ambos creados en 1887, la ANR y el PLRA se sucedieron en el control del gobierno paraguayo desde su
creación.
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específicas. Así, la principal diferencia entre este segundo periodo analizado con relación al

primero tiene que ver con la presencia en el gobierno central de una insignia política sin

programa unificado ni vínculos partidarios organizados o estables con la población.

Otra diferencia respecto al periodo anterior tiene relación con la identificación partidaria de

los gobiernos locales y su alineación respecto al Poder Ejecutivo. El Partido Colorado siguió

siendo la fuerza política mayoritaria a nivel subnacional: la alternancia ocurrida a nivel del

gobierno central no sería reproducida en las elecciones municipales realizadas durante este

periodo, cuando la ANR se alzó con el control de 56,72% de las intendencias del país frente al

36,13% del PLRA (Došek et al. 2016, 143). Si bien la ANR perdió fuerza con relación al

periodo anterior, el control predominantemente colorado de los gobiernos municipales habría

condicionado la atribución de responsabilidad al gobierno central por las intervenciones

focalizadas del periodo, en tanto éstas involucaban representantes locales.

Además de las particularidades del periodo que incidieron en el quiebre de los acuerdos

electorales que permitieron la alternancia partidaria en este país, desde su asunción al

gobierno, la APC se enfrentó a los desafíos identificados por la literatura sobre la atribución

de responsabilidad de los gobiernos de coalición, que indica que estos gobiernos tienen

mayores dificultades para atribuir el crédito por sus políticas a los partidos que componen sus

coaliciones en comparación a los gobiernos liderados por un solo partido (Anderson 2000,

Angelova et al. 2016, Carlin et al. 2015, Fisher y Hobolt 2010, Maravall 2010, Powell y

Whitten 1993). Respecto a los sistemas presidenciales, de manera particular, se ha señalado

que los acuerdos entre el Poder Ejecutivo y Legislativo en gobiernos de coalición pueden ser

efectivos para aprobar e implementar políticas públicas, pero que ello no se traduce
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necesariamente en la claridad de su responsabilidad en entornos presidenciales

multipartidistas (Zucco 2013b).

En este contexto Tekoporã registró su mayor expansión territorial. Debido al gran crecimiento

en su cobertura registrada durante este periodo, en lo que respecta a la inferencia causal, se

configuró un escenario en que no todas las unidades de tratamiento consiguieron ser

emparejadas con 3 unidades de control de acuerdo a la especificación seleccionada. Tras el

emparejamiento por puntajes de propensión, 210 distritos resultaron seleccionados para el

análisis de los 225 casos existentes en la base de datos para el período. Resultaron descartadas

10 unidades del grupo de control y 1 del grupo de tratamiento. El gráfico 7 permite observar

el mayor equilibrio existente en los puntajes de propensión relacionados a la principal variable

dependiente obtenidos después del emparejamiento.

Gráfico 7: Equilibrio en la distribución de puntajes de propensión 2008-2013

Fuente: Elaboración propia mediante utilización de Cobalt: R package versión 4.3.1. (Greifer 2021)

Debido a la creciente cobertura territorial de Tekoporã y a la inclusión en el programa de

zonas urbanas, los distritos en los que aumentó el número de familias beneficiarias durante
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estos años fueron presentando creciente heterogeneidad poblacional a su interior y

comparativamente mayor homogeneidad entre distritos tratados y no tratados. Ello se refleja

en los valores que asumen las variables en el conjunto de unidades emparejadas con relación

al total de los distritos del país (Tabla 5).

Tabla 5: Variables continuas 2013

Unidades totales Conjunto de unidades emparejadas

Mínimo Media Máximo SD Mínimo Media Máximo SD

Población 1.155 26.848 530.729 50.876 1.155 27.561 530.729 52.061

Mortalidad 0,0 7,1 171,6 17,1 0,0 7,2 171,6 17,5

NEP 1,7 2,8 3,3 0,3 1,7 2,8 3,2 0,3

Fuente: Elaboración propia en base a datos proporcionados por la DGEEC, el MSPyBS y el TSJE de Paraguay

Se observa que la media poblacional por distrito aumenta en el conjunto de las unidades

emparejadas, lo que tiene implicaciones empíricas de importancia en lo que respecta a la

relación causal propuesta: los efectos electorales del tratamiento son analizados en distritos de

mayor tamaño, lo que potencialmente disipa los beneficios directos de las transferencias

monetarias durante este periodo y los potenciales efectos electorales que generen, en caso de

verificarse la relación causal indicada. Por otra parte, se observa que el nivel de

vulnerabilidad de la población pareada aumenta en un punto decimal mientras el número

efectivo de partidos no presenta diferencias tras la realización del emparejamiento por

puntajes de propensión.

Aunque el programa Tekoporã ya había estado en vigencia hacía algunos años en el país, el

conocimiento de la población acerca de los criterios formales para la inclusión de

beneficiarios todavía no era extendido. Respecto a este periodo, ha sido señalado que los
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esfuerzos “para ampliar el tamaño de los modestos programas de transferencias condicionadas

de dinero de Paraguay han sido etiquetados clientelistas” (Setrini 2011, 43), lo que contribuyó

a nublar la comprensión de la ciudadanía acerca de los criterios técnicos de implementación

del programa. Esto seguía permitiendo que el control de la narrativa acerca de los criterios de

distribución de los beneficios estuviera controlado por agendas partidarias.

Durante este segundo periodo analizado, los valores que asumen las variables intervinientes

en el proceso de atribución de responsabilidad por la política pública a nivel distrital plantean

un escenario menos propicio para la generación de efectos electorales como resultado de la

intervención. El gráfico 8 permite observar que los votos favorables al partido de gobierno

tendieron a ser proporcionalmente mayores en los distritos de control que en los de

tratamiento durante este periodo, lo que indica que el aumento de beneficiarios del programa

no llegó a ser un factor decisivo en la definición de las preferencias electorales durante estos

años.

Gráfico 8: Votos a favor del partido de gobierno 2013

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Tribunal Superior de Justicia Electoral
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La Tabla 6 reporta los efectos del tratamiento en los resultados electorales del 2013, donde se

verifica la presencia de efectos significativos de la intervención en este periodo. Los

coeficientes que miden el efecto del tratamiento tienen sentido negativo en todos los modelos,

por lo que no se observan diferencias en las preferencias generadas por el tratamiento a favor

o en contra de ninguna de las dos principales opciones en competencia.

Tabla 6: Elecciones Generales 2013 (tratamiento)

Gobierno Oposición

(1) (2) (3) (4)

Tratamiento -0.57* (0.34) -0.72** (0.28) -3.91*** (1.28) -3.72*** (0.95)

Intendente -1.72 (3.08) -75.66*** (10.38)

NEP -1.05 (0.64) -11.79*** (2.15)

Población 0.84*** (0.17) -2.68*** (0.58)

Mortalidad 0.03*** (0.01) 0.09*** (0.03)

Interacción Int-NEP 0.45 (1.11) 24.22*** (3.72)

Constante 3.60*** (0.19) -1.46 (2.01) 48.18*** (0.71) 109.49*** (6.75)

Observaciones
R2

R2 ajustado
Estadístico F

214
0.01
0.01
2.84*

(df = 1; 212)

214
0.34
0.32

17.70***
(df = 6; 207)

214
0.04
0.04

9.40***
(df = 1; 212)

214
0.49
0.47

32.55***
(df = 6; 207)

Nota: *p<0.1; **p<0.05; ***p<0.01

Los efectos negativos observados durante este periodo pone en cuestión la literatura que

afirma que la expansión territorial de programas de transferencias monetarias producen

efectos electorales favorables a los partidos de gobierno independientemente de su identidad

(De la O 2013, Linos 2013, Zucco 2013a, Díaz-Cayeros et al. 2016). A diferencia de lo
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observado durante el gobierno colorado de Duarte Frutos, en este segundo periodo no se

encuentra evidencia de que el aumento distrital de beneficiarios de este programa durante el

gobierno de la Alianza haya favorecido a la candidatura presidencial de esta coalición en las

elecciones generales siguientes. Tampoco hay evidencia de que el tratamiento haya favorecido

a la entonces opositora ANR, por lo que no se puede afirmar que los vínculos clientelares

tradicionales de ese partido inciden en la generación de efectos favorables significativos

independientemente del contexto.

A pesar de que los resultados de este periodo no se condicen con la literatura ni con los

efectos observados durante el primer periodo analizado, la ausencia de efectos es coherente

con la hipótesis de que la relación causal depende de la efectiva atribución de responsabilidad

generada por el gobierno que implementa la intervención: ante la ausencia de una identidad

partidaria identificable, la mejoría marginal en la situación económica de los beneficiarios y

sus comunidades no se traduce en réditos electorales. La ausencia de efectos también resulta

coherente con otra literatura que no se ocupa particularmente del análisis de transferencias

monetarias pero que examina los condicionantes económicos del voto. Esa literatura sugiere

que los gobiernos minoritarios y de coalición, así como aquellos enfrentados a mayor cantidad

de puntos de veto, poseen menor claridad en la atribución de responsabilidad por las políticas

públicas (Powell y Whitten 1993, Carlin et al. 2015).

Por otra parte, cuando la variable independiente asume naturaleza continua, resulta posible

corroborar efectos significativos del tratamiento. La Tabla 7 muestra que el aumento en el

número de familias beneficiarias proporcional a la población distrital tiene efectos

significativos negativos tanto en los votos obtenidos por el oficialismo como por la oposición.
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Los coeficientes reflejan que el efecto negativo es superior para la porción de votos de la

oposición.

Estos efectos no se condicen con la literatura que afirma la capacidad de las transferencias

monetarias para generar efectos electorales favorables al gobierno en ejercicio, ni con la que

argumenta que programas de este tipo benefician al partido que los había creado (ver capítulo

2). No obstante, los mismos son coherentes con la hipótesis de investigación que apunta a la

presencia en el gobierno de una identidad partidaria clara como variable posibilitante para la

generación de efectos electorales, desde la perspectiva multinivel.

Tabla 7: Elecciones Generales 2013 (aumento/100)

Gobierno Oposición

(1) (2) (3) (4)

Tratamiento -2.14*** (0.57) -1.71*** (0.48) -9.02*** (2.17) -8.64*** (1.60)

Intendente -1.40 (3.04) -73.99*** (10.06)

NEP -0.95 (0.63) -11.28*** (2.08)

Población 0.82*** (0.17) -2.79*** (0.56)

Mortalidad 0.03*** (0.01) 0.08** (0.03)

Interacción Int-NEP 0.34 (1.09) 23.66*** (3.61)

Constante 3.72*** (0.17) -1.51 (1.97) 48.20*** (0.65) 109.15*** (6.53)

Observaciones
R2

R2 ajustado
Estadístico F

214
0.06
0.06

13.95***
(df = 1; 212)

214
0.36
0.34

19.19***
(df = 6; 207)

214
0.08
0.07

17.34***
(df = 1; 212)

214
0.52
0.50

36.78***
(df = 6; 207)

Nota: *p<0.1; **p<0.05; ***p<0.01
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Si bien, en principio, los efectos observados pueden ser atribuidos tentativamente a las

características que asumen las variables demográficas y políticas de este segundo periodo en

comparación al primero –mayor promedio poblacional y menor número efectivo de partidos

políticos en los distritos–, estos valores son similares a los que serán observados en el tercer

periodo de análisis. De ser estas variables la causa de la ausencia de efectos, tampoco

deberíamos encontrar efectos en el periodo a continuación.

Por otra parte, éstos podrían explicarse por la literatura que afirma que los efectos electorales

de estos programas tienden a diluirse con el paso del tiempo (Niedzwiecki 2018). De ocurrir

lo indicado por esa literatura, tampoco deberían ser perceptibles efectos de este tipo generados

durante el tercer periodo de análisis, desarrollado a continuación.

5. Efectos electorales 2013-2018: recomposición de la hegemonía colorada

Los años 2013-2018 corresponden al retorno de la ANR al Poder Ejecutivo. Este periodo

coincide con los años en que Tekoporã llegó a cubrir la totalidad de los distritos del país y se

afianzó como componente indiscutido de la política de asistencia social paraguaya. Durante

este periodo, el programa se enmarcó en el “Plan Nacional de Desarrollo 2030”, documento

que no lo menciona por nombre pero hace referencia a la importancia de las transferencias

monetarias condicionadas como parte de la política contracíclica del gobierno y como vía para

“la acumulación del capital humano de la niñez en condición de pobreza” (Presidencia de la

República del Paraguay y Secretaría Técnica de Planificación del Desarrollo Económico y

Social 2014, 29-41).
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Los años en cuestión corresponden a la Presidencia de Horacio Cartes al frente del Partido

Colorado. Cartes había adquirido en pocos años una posición de liderazgo dentro de la ANR,

a pesar de no contar con experiencia política previa a su inscripción en el partido en el año

2009 y de enfrentarse a los sectores más tradicionales del coloradismo (Turner 2014). Una vez

llegado a la Presidencia, el gobierno de Cartes se caracterizó por concentrar el poder político

en su gabinete y debilitar los mecanismos de contrapesos interinstitucionales (Duarte-Recalde

2014a), proceso que reforzó las condiciones para una atribución clara de responsabilidad por

las políticas públicas a favor del Poder Ejecutivo. Al mismo tiempo, la reconstrucción del

dominio electoral del Partido Colorado a nivel central encontró correlato en su dominio de los

gobiernos municipales durante este periodo: 59,20% de las intendencias quedaron bajo poder

del Partido Colorado frente a 30% del Partido Liberal (Došek et al. 2016, 143), mientras el

resto de los distritos quedaron gobernados por representantes de distintos partidos.

En lo que respecta a los principales partidos de la oposición durante este periodo, la alianza

electoral que se enfrentó a la ANR en 2013 todavía lidiaba con las consecuencias de la

destitución de Fernando Lugo en 2012 que fue impulsada por sus aliados políticos. El PLRA

llegó a este periodo con fuertes divisiones internas y cargaba “con el peso simbólico de haber

apoyado la destitución del primer Presidente no colorado en décadas” (Duarte-Recalde 2013,

318). Los sectores identificados ideológicamente con el progresismo también llegaron

divididos entre los movimientos Avanza País, Kuña Pyrenda y Frente Guasu (FG), este

último identificado con Fernando Lugo. Esta fragmentación en las fuerzas de oposición

contribuiría al control de la narrativa del gobierno acerca de los impactos positivos de las

políticas públicas durante este periodo, en tanto no contaba con contrapeso partidario claro

que pugnara por atribuirse esa responsabilidad.
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El programa alcanzó cobertura de la totalidad de los distritos del país durante este tercer

periodo analizado, mientras que el número de beneficiarios también empezó a disminuir en

algunos municipios debido a que las familias empezaban a graduarse del programa.59 Dado

este patrón de crecimiento del programa, el número de casos de tratamiento durante este tercer

periodo supera al número de casos de control disponibles, por lo que a no todos los casos de

tratamientos les fue asignado casos de control. De los 225 casos existentes en la base original

para este primer periodo resultaron seleccionados para el análisis 78 casos emparejados,

habiendo sido descartadas 14 unidades del conjunto de casos de tratamiento y 1 del conjunto

de control por encontrarse fuera del área de soporte común. El gráfico 9 permite observar el

equilibrio de los puntajes de propensión entre casos de tratamiento y control tras el

emparejamiento, en lo que respecta a la principal variable dependiente para el periodo

2005-2008.

Gráfico 9: Equilibrio en la distribución de puntajes de propensión 2013-2018

Fuente: Elaboración propia mediante utilización de Cobalt: R package versión 4.3.1. (Greifer 2021)

59 Aquellos casos en que se registraron reducción en el número de beneficiarios pasan a formar parte del grupo
de control desde este periodo. Se espera que la reducción de la cobertura de beneficiarios a nivel distrital tendrá
un impacto electoral negativo en dicho territorio para el gobierno que la implemente, en concordancia con la
literatura tradicional que ha examinado los efectos de la reducción de políticas sociales: . Esta literatura sugiere
que dicha reducción tiene efectos electorales desfavorables debido a la popularidad de los programas sociales
entre los votantes, y que los recortes en estos programas suelen interpretarse como una amenaza para su bienestar
(Pierson 1994).
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Al inicio de este periodo, el programa Tekoporã ya había estado vigente durante casi ocho

años y la población beneficiaria conocía su funcionamiento comparativamente mejor que en

los periodos anteriores, por lo que manipulaciones narrativas acerca del origen de los

beneficios deberían ser menos efectivas durante este periodo. No obstante, se presentan

nuevamente condiciones de contexto políticas, sumadas a las demográficas, que permitirían

verificar la relación causal propuesta. La Tabla 8 permite examinar los valores que asumen las

variables continuas de control durante este tercer periodo analizado.

Tabla 8: Variables continuas 2018

Unidades totales Conjunto de unidades emparejadas

Mínimo Media Máximo SD Mínimo Media Máximo SD

Población 1.285 28.939 526.383 53.381 2.422 28.544 526.383 66.037

Mortalidad 0,0 6,8 162,7 16,1 0,0 5,8 114,3 14,9

NEP 1,6 2,4 3,3 0,3 1,8 2,4 3,3 0,3

Fuente: Elaboración propia en base a datos proporcionados por la DGEEC, el MSPyBS y el TSJE de Paraguay

Se observa que los valores promedio en el número de población y la tasa de mortalidad

infantil disminuyen en el conjunto de unidades de análisis emparejadas, en tanto la media del

número efectivo es el mismo en ambos conjuntos. En línea con lo observado en el periodo

anterior, la revisión de los efectos electorales del programa es realizada en distritos con

menores niveles de vulnerabilidad que el promedio nacional, lo que implicaría menores

beneficios marginales del programa para la población estudiada. El rango de los valores que

asumen las variables vuelven a ser menores en el conjunto de unidades emparejadas, aunque

la desviación estándar aumenta en lo que respecta a los indicadores de población y de

fragmentación partidaria distrital.
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A pesar de que las condiciones de contexto distritales presentan características similares a las

observadas durante el segundo periodo analizado, lo que implica dificultades similares para la

observación de la relación causal hipotetizada, las preferencias electorales agregadas del

periodo actual presentan una tendencia claramente favorable al partido oficialista. El gráfico

10 permite observar que la proporción de votos obtenidos por el partido de gobierno es

claramente mayor entre los distritos de tratamiento que en los de control.

Gráfico 10: Votos a favor del partido de gobierno 2018

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Tribunal Superior de Justicia Electoral

La Tabla 9 presenta los efectos del aumento distrital de familias beneficiarias observados

durante el tercer periodo del análisis. Debido a la cobertura total del territorio paraguayo del

programa, este periodo comprendió un número mucho mayor de casos de tratamiento que de

control, si bien el emparejamiento por puntajes de propensión permitió igualmente identificar

casos de control comparables a los casos de tratamiento más representativos para analizar las

relaciones causales planteadas en las hipótesis.
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A pesar de que en este tercer periodo las variables demográficas de control asumen valores

aún menos propicios para la observación de los efectos causales hipotetizados –distritos con

más población y menor vulnerabilidad–, se vuelve a corroborar la existencia de efectos

significativos del tratamiento en los votos obtenidos tanto por el candidato del oficialismo

como por la oposición en los sentidos observados durante el primer periodo, con mayor

significancia para ambos coeficientes. También se observa significancia estadística en casi

todos los controles incluidos. Sólo no resulta significativo el coeficiente que corresponde a la

fragmentación partidaria, si bien el desempeño de esta variable mantiene la dirección esperada

de acuerdo a la segunda hipótesis.

Tabla 9: Elecciones Generales 2018 (tratamiento)

Gobierno Oposición

(1) (2) (3) (4)

Tratamiento 12.00*** (2.06) 8.86*** (1.87) -9.86*** (2.08) -7.08*** (1.95)

Intendente 27.02** (11.05) -29.96** (11.52)

NEP 1.66 (4.09) -1.91 (4.26)

Población -5.26*** (1.32) 4.44*** (1.38)

Mortalidad 0.26*** (0.08) -0.26*** (0.08)

Interacción Int-NEP -7.62 (4.60) 8.73* (4.80)

Constante 46.16*** (1.45) 87.23*** (13.48) 43.68*** (1.47) 11.43 (14.06)

Observaciones
R2

R2 ajustado
Estadístico F

78
0.31
0.30

34.03***
(df = 1; 76)

78
0.64
0.61

21.33***
(df = 6; 71)

78
0.23
0.22

22.46***
(df = 1; 76)

78
0.58
0.54

16.06***
(df = 6; 71)

Nota: *p<0.1; **p<0.05; ***p<0.01
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De acuerdo al modelo 1, el aumento distrital de beneficiarios del programa incrementó en 12

puntos porcentuales los votos obtenidos por el candidato oficialista en los distritos de

tratamiento. En contrapartida, el modelo 3 indica que el tratamiento incidió negativamente en

la proporción de votos obtenidos en 2018 por la Alianza Ganar –integrada por el PLRA y FG–

que fue la principal candidatura de la oposición. Los coeficientes verifican la relación causal

esperada según la primera hipótesis de investigación: el aumento distrital de beneficiarios

incide positivamente en los votos obtenidos a ese nivel por el partido del gobierno en las

elecciones siguientes.

Al tener en cuenta las variables políticas de control, los coeficientes observados son

coherentes con la explicación que incluye a los representantes municipales como actores que

potencian la atribución de responsabilidad del gobierno central por la expansión de estos

programas. El modelo 2 reporta que el efecto del tratamiento en los votos del oficialismo es

influenciado por la presencia de un Intendente del mismo partido de gobierno al del

Presidente. La interacción entre la presencia de un Intendente colorado con el índice NEP no

resulta significativa, como había ocurrido en el primer periodo analizado. Por su parte, el

modelo 4 permite confirmar que la presencia de un Intendente colorado incide negativamente

en la proporción de votos obtenidos por candidaturas de la oposición y resulta significativa su

interacción con el índice NEP.

Las variables demográficas presentan coeficientes significativos y en los mismos sentidos

planteados en la segunda hipótesis: el aumento distrital de beneficiarios del programa genera

efectos electorales favorables al partido de gobierno en poblaciones de menor tamaño y con

mayores niveles de vulnerabilidad. La relación es inversa al tener en cuenta los efectos

generados en los votos obtenidos por el candidato de la competencia.
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La tabla 10 permite corroborar los efectos de la variable independiente al asumir naturaleza

continua. Se observan efectos positivos significativos del aumento en el número de familias

beneficiarias con respecto a la población distrital en los votos obtenidos por la candidatura

oficialista tanto en el modelo 1 como al incluir controles en el modelo 2, si bien los controles

disminuyen la magnitud del efecto de 13.62 a 6.07 puntos porcentuales. Asimismo, los

modelos 3 y 4 demuestran la existencia de efectos significativos negativos del aumento

distrital de beneficiarios en la proporción de votos obtenida por la candidatura de la oposición.

Tabla 10: Elecciones Generales 2018 (aumento/100)

Gobierno Oposición

(1) (2) (3) (4)

Tratamiento 13.62*** (3.24) 6.07** (2.86) -12.32*** (3.14) -6.25** (2.83)

Intendente 27.86** (12.31) -30.90** (12.15)

NEP -3.49 (4.33) 1.76 (4.28)

Población -4.32*** (1.52) 3.49** (1.50)

Mortalidad 0.20** (0.09) -0.21** (0.09)

Interacción Int-NEP -8.20 (5.12) 9.30* (5.06)

Constante 49.19*** (1.32) 94.24*** (15.63) 41.44*** (1.28) 9.05 (15.43)

Observaciones
R2

R2 ajustado
Estadístico F

78
0.19
0.18

17.66***
(df = 1; 76)

78
0.56
0.52

14.94***
(df = 6; 71)

78
0.17
0.16

15.39***
(df = 1; 76)

78
0.53
0.49

13.30***
(df = 6; 71)

Nota: *p<0.1; **p<0.05; ***p<0.01

De esta manera, el último periodo analizado presenta nuevamente resultados en línea con la

literatura existente y corrobora las hipótesis planteadas en esta investigación. Dada la

existencia de una identidad partidaria clara al frente del gobierno, el aumento distrital de
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beneficiarios del programa de transferencias monetarias condicionadas genera réditos

electorales favorables al partido oficialista a ese nivel, lo cual resulta potenciado en el caso de

localidades de menor tamaño, mayores niveles de vulnerabilidad y que están gobernadas por

representantes políticos del mismo partido que el de la Presidencia de la República.

6. Síntesis de los efectos observados

Al contrastar tres periodos de gobierno de signos políticos distintos, se corrobora la existencia

de efectos electorales vinculados al aumento distrital en el número de beneficiarios de

Tekoporã sólo para los períodos en que el gobierno estuvo en manos de un partido político

claramente identificable, que a su vez ha mantenido históricamente el control del aparato

estatal que le permitieron desarrollar vínculos particularistas con la población. La evidencia

presentada discute con la literatura que afirma que este tipo de intervenciones genera réditos

electorales para los gobiernos que la implementan independientemente de sus identidades

políticas, a la vez que sienta las bases para avanzar en el análisis de los mecanismos mediante

los cuales se efectiviza el voto económico. En ese sentido, siguiendo a Zucco (2008, 37), el

análisis realizado en base a datos agregados a nivel distrital permite confirmar una relación

empírica sustantiva, que fundamenta un posterior análisis de los mecanismos que posibilitan

el vínculo causal.

A pesar de que el programa analizado posee características formales de diseño e

implementación rígidas que dificultan la incorporación clientelar de beneficiarios, se propone

verificar el mecanismo mediante el cual se hace efectiva la atribución de responsabilidad por

esta intervención en clave partidaria. En ese sentido, se verificará la manera en que la

atribución de responsabilidad es generada en el territorio mediante la acción de actores
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institucionales que elaboran simplificaciones heurísticas acerca del origen de los beneficios, si

el rédito electoral ocurre en clave de reciprocidad (Finan y Schechter 2012) o por temor a la

descontinuación de los beneficios (Schedler 2000). En virtud de ello, se examinarán a

continuación las implicaciones empíricas cualitativas del fenómeno estudiado, con el fin de

revisar cómo se produjeron las relaciones causales en el programa en cuestión.
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Capítulo 5: Rastreo del proceso causal

1. Introducción al capítulo

El aumento distrital en el número de familias beneficiarias del programa Tekoporã ha

generado efectos electorales perceptibles a ese nivel territorial durante gobiernos presididos

por un partido político de identidad clara, cuya amplia presencia en el territorio nacional y en

los distintos niveles de gobierno resulta lo suficientemente fuerte como para atribuirse

responsabilidad por el desarrollo de la política pública. La evidencia cuantitativa examinada

en el capítulo anterior verificó la existencia de efectos significativos que confirman las

hipótesis de investigación: que el aumento distrital de beneficiarios del programa generan

réditos electorales favorables al partido de gobierno y que estos efectos están condicionados

por las variables de control incluidas en el modelo. Atendiendo a que estas regularidades

empíricas permiten confirmar el argumento teórico formulado, el presente capítulo avanza

hacia la verificación cualitativa del mecanismo causal mediante el rastreo del proceso que lo

hace posible.

Este capítulo constituye un aporte a la comprensión de los efectos electorales generados por

los programas de transferencias monetarias desde la perspectiva del encadenamiento causal de

actores involucrados en el proceso y sus acciones. Esta explicación de la manera en que el

mecanismo causal se manifiesta empíricamente completa la “tríada inferencial” propuesta por

Gary Goertz (2017), según la cual los patrones estadísticos que identifican el efecto promedio

de un tratamiento sobre una población se complementan con la explicación de la vía mediante

la cual tal efecto llega a ocurrir en casos concretos. Para ello, se realizará un rastreo de
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procesos de confirmación teórica (Beach y Pedersen 2021), que permite la verificación del

mecanismo causal a partir del análisis de evidencia referente a casos representativos del

vínculo expresado en la teoría, ya que éstos permiten precisar cómo la causa ocurre en el

modo específico que produce el resultado del proceso.

La verificación del mecanismo parte del reconocimiento de los efectos electorales producidos

por la ampliación del programa y avanza hacia la observación de la manera en que el proceso

causal toma forma, atendiendo a la dinámica multinivel del fenómeno. Para realizar esa

observación es necesario seleccionar unidades territoriales en las cuales la relación causal esté

efectivamente corroborada, es decir, distritos en que la cobertura del programa haya

aumentado durante uno de los períodos gobernados por la ANR. La selección de casos para la

observación del mecanismo causal también tendrá en cuenta las variables de control incluidas

en el modelo estadístico: se seleccionarán poblaciones pequeñas y con altos niveles de

vulnerabilidad socioeconómica, cuyas autoridades políticas distritales estén alineadas

políticamente al partido que ocupa la Presidencia de la República.

De esta manera, el rastreo del proceso se realizará en base a casos identificados como

altamente representativos del vínculo causal, atendiendo al valor que asumen las variables

intervinientes en los modelos presentados en el capítulo anterior. Las observaciones del

proceso causal están vinculadas a evidencia del tipo documental, por un lado, incluyendo

diarios de sesiones parlamentarias, la normativa que regula las transferencias monetarias en

Paraguay y los manuales operativos que guiaron la implementación de Tekoporã durante los

años analizados, además de archivos de prensa. Por otro lado, también se analizará evidencia

testimonial registrada en base a entrevistas semiestructuradas realizadas a tres tipos de

informantes clave: beneficiarios/as del programa del tercer periodo analizado, burócratas
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técnicos/as que han estado vinculados a distintas etapas de la implementación del programa

durante distintos periodos de gobierno, así como informantes expertos/as sobre los procesos

políticos locales. La evidencia testimonial comprende 24 entrevistas semiestructuradas

realizadas a los actores indicados entre los años 2017 y 2023.60 En el cuerpo del texto se

reportan las citas traducidas al castellano y se proporcionan las citas originales en guaraní a

pié de página cuando los testimonios son expresados en ese idioma.

A continuación se desarrolla la manifestación empírica del mecanismo causal planteado como

argumento de la investigación. Las distintas secciones de este capítulo comprenden la

presentación del periodo de gobierno nacional que enmarca el mecanismo verificado, la

selección de casos distritales en los que se observará el mecanismo causal, así como el propio

rastreo del proceso que lo configura.

2. Variable posibilitante a nivel nacional: periodo 2013-2018

En el capítulo anterior se constató que el aumento distrital en el número de beneficiarios de

Tekoporã generó efectos electorales significativos a ese nivel de representación durante los

periodos de gobierno de Nicanor Duarte Frutos (2003-2008) y de Horacio Cartes

(2013-2018), ambos representantes de la Asociación Nacional Republicana (ANR o Partido

Colorado). Si bien el gobierno de Duarte Frutos tuvo lugar durante la “ola rosa” de gobiernos

progresistas en América Latina, los cuales adoptaron de manera sistemática políticas

focalizadas de lucha contra la pobreza que incluían transferencias monetarias (De La O 2015,

Gough et al. 2004, Fiszbein y Schady 2009, Osorio Gonnet 2015, Pribble 2013, Weyland

60 En el Anexo se presenta la lista completa de las entrevistas realizadas, donde se indica la fecha y el lugar en
que se realizó cada entrevista. Todas las entrevistas se encuentran anonimizadas, atendiendo al compromiso
asumido con cada persona entrevistada de manera previa.
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2003, Zucco 2013), el gobierno de Cartes ya fue precursor del retorno de gobiernos

conservadores al continente. Atendiendo a que la literatura explica que la expansión de

políticas sociales de gobiernos conservadores ocurrió como consecuencia de estrategias

electorales de sus representantes (Castiglioni 2020), la expansión de Tekoporã durante el

gobierno de Cartes y sus efectos electorales perceptibles resultan fenómenos representativos

del vínculo causal argumentado, ideales para la verificación empírica del mecanismo que

posibilita la existencia de ese vínculo (Beach y Pedersen 2019, Goertz 2017).

El gobierno de Cartes se caracterizó por facilitar la participación de actores empresariales

durante la implementación de políticas públicas en Paraguay, en detrimento del desarrollo de

capacidades estatales (Duarte-Recalde 2014). La Ley N° 5108 del año 2013, conocida como

la Ley de Alianza Público-Privada (APP), fue aprobada a menos de 90 días de haber asumido

este gobierno y pretendió estimular la inversión privada en obras de infraestructura

nacionales, favoreciendo la concesión de contratos a empresas de gran capacidad financiera y

otorgando plena potestad al Ejecutivo para autorizar estas inversiones, sin intervención del

Poder Legislativo y sin someterse a la Ley de Contrataciones Públicas. Durante este periodo

también se generó un endeudamiento sin precedentes tras la emisión de bonos soberanos, que

representó un incremento del 109% en la deuda externa: al término del 2017, las deudas a

entidades financieras internacionales alcanzaron USD 5.592 millones, representando el 78%

de la deuda pública total, en comparación a los USD 2.674 millones de deuda del país en

2013. El endeudamiento ocurrió en coincidencia con el mantenimiento de baja presión fiscal a

las actividades del sector agropecuario, ya que Cartes vetó el proyecto Legislativo que

buscaba implementar el impuesto a la exportación de soja. Estas acciones eran coherentes con

un programa económicamente conservador, que privilegiaba la acción privada frente a la

estatal.
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Sin embargo, en contrapartida a la mencionada limitación de la responsabilidad estatal en las

políticas públicas, durante este periodo de gobierno se aumentó sostenidamente el presupuesto

destinado a las transferencias monetarias (ver gráficos 2 y 3, capítulo 4). Este aumento estuvo

acompañado por la campaña de lucha contra la pobreza extrema mencionada por Cartes desde

su primer discurso al asumir la Presidencia de la República (Última Hora 2013a) y formulada

institucionalmente mediante el Decreto 291 del año 2013, que declaraba la reducción de la

pobreza como prioridad nacional.61 El apoyo al programa Tekoporã, en particular, se

fundamentó en los efectos positivos captados por evaluaciones de impacto de este mismo

programa durante administraciones previas y de programas similares de la región, como lo

afirmó el entonces Ministro de Acción Social Héctor Cárdenas:

[...] está comprobado, mediante mediciones hechas tanto en nuestro país como en el
exterior, que las asistencias monetarias del Estado entregadas a familias en extrema
pobreza disminuyen el índice de mortalidad materno-infantil y permiten mayor acceso
educación de los niños, lo que tiene un efecto importante en la generación de ingresos
en el futuro para ese sector de la población (ABC Color 2013b).

Durante los primeros meses de este gobierno, la implementación de Tekoporã se enfrentó a las

deudas pendientes en las transferencias a beneficiarios que llevaban varios meses de atraso

(Jara 2013), correspondientes a los meses de la presidencia de Federico Franco tras la

destitución de Fernando Lugo.62 Estas deudas fueron denunciadas por la oposición como “un

hecho insólito” durante las sesiones parlamentarias (alocución del Senador Hugo Richer,

Sesión Ordinaria de la Honorable Cámara de Senadores, 01-08-2013), por lo que en Cámara

de Senadores se decidió exigir al Poder Ejecutivo un informe respecto a su implementación.

62 Además de atrasos importantes en las transferencias, se denunció que durante el gobierno de Franco se llegó a
incluir en el programa a familias que “no contaban con la ficha de hogar” (Última Hora 2013b) y se constataron
errores de inclusión de beneficiarios en distintas localidades del país durante estos meses (ABC Color 2014a).

61 En este contexto, se asignaba la responsabilidad institucional por este objetivo a la Secretaría Técnica de
Planificación (STP), la cual pasaba “a ejercer la coordinación para la implementación de las políticas, planes y
programas” vinculados a este plan (Decreto 291/2013, Art. 3).
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Sin embargo, los pagos fueron reactivados nuevamente desde el mes de septiembre de ese

mismo año (ABC Color 2013a) y presentaron regularidad a lo largo del periodo.

Durante los años de este gobierno se fueron incorporando distintos componentes al diseño del

programa que acompañaron su expansión y que presentaron “alto grado de eficacia en el uso

de los recursos”, de acuerdo a un informe de la Unidad Técnica del Gabinete Social (UTGS

2017, 9). En el año 2015, mediante el Decreto presidencial 4615 que modificó el Decreto

7743 del 2011, Tekoporã pasó a incluir a familias asistidas por otros programas –focalizados

en pueblos indígenas o en personas con discapacidad severa (Resoluciones N° 43/2015, N°

593/2015 y N° 769/2015)– que se estaban desarrollando en el país. Ese mismo año se empezó

a implementar el módulo para la inclusión de familias indígenas “pasando de un 3% de

cobertura al inicio del gobierno en el año 2013, a un 95% de viviendas indígenas ocupadas

cubiertas a nivel nacional por Tekoporã” (SAS y ONU Mujeres 2017, 3). También desde el

2015 se empezó a implementar un módulo para la inclusión de personas con discapacidad

severa, que comprendía “una metodología de focalización, inclusión y permanencia, criterios

de corresponsabilidades y montos de aporte específicos para esta población” (SAS y ONU

Mujeres 2017, 3). Los montos de las transferencias aumentaron en el año 2015 (Resolución

N° 109/2015)63, monto que no se había modificado desde el 2009 a pesar de la inflación

(ABC Color 2014b). A su vez, desde el año 2017, las transferencias pasaron a realizarse

sistemáticamente mediante pagos electrónicos y se empezó a implementar un Microseguro

63 El monto correspondiente al Bono Alimentario Familiar aumentó de Gs. 90.000 a Gs. 130.000, el
correspondiente al Bono Familiar por Niño/niña y/o adolescente de 0 a 18 años (hasta 4 personas por hogar)
aumentó de Gs. 90.000 a Gs. 170.000, el correspondiente por Mujer embarazada (hasta 1 persona por hogar)
aumentó de Gs. 90.000 a Gs. 210.000, el correspondiente por Adulto mayor (hasta 1 persona por hogar) aumentó
de Gs. 90.000 a Gs. 250.000, el correspondiente por Personas con Discapacidad Leve (hasta 1 persona por
hogar) aumentó de Gs. 90.000 a Gs. 290.000 y el correspondiente a Personas con Discapacidad Severa (hasta 2
personas por hogar) aumentó de Gs. 90.000 a Gs. 330.000 (Resolución N° 109/2015). A modo de referencia, un
dólar americano equivalía a Gs. 5800 a finales del año 2015 (Economía Virtual. Periódico Online Paraguayo.
2016).
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Social para las familias participantes (SAS y ONU Mujeres 2017, 3). Estas medidas que

acompañaron el aumento en la cobertura del programa han sido reconocidas como

importantes por la población beneficiaria y atribuidas al gobierno de turno, como lo señala el

testimonio: “en la época de Cartes por lo menos él tuvo mucho acceso para ampliar un

poquito, que se le dio a más compañeras el programa, que él pudo por lo menos. Diría yo, fue

el que apoyó más” (Beneficiaria 2).

La expansión del programa alcanzó la totalidad del territorio en 2017 cuando, de acuerdo al

informe de gestión institucional de la SAS, la cobertura se aumentó un 84% con relación al

inicio de gestión en el año 2013 (SAS y ONU Mujeres 2017, 3). Si bien esta expansión

ocurrió a lo largo de este periodo de gobierno, sólo entre los meses de enero y agosto del año

2017 el programa registró un incremento de 315% en la cobertura de beneficiarios (La Nación

2017).64 Esta concentración en la expansión coincidió con el último año de gestión del

gobierno de Cartes y con la campaña electoral para las elecciones presidenciales del 2018 que

ya empezaba a desarrollarse, constituyéndose en un recurso de campaña para candidatos

oficialistas como Santiago Peña –candidato colorado a la presidencia vinculado al cartismo– ,

quien llegó a hacer acto de presencia durante la entrega de tarjetas de cobro a beneficiarios

(Última Hora 2017).

El aumento en la cobertura de Tekoporã alcanzado durante este periodo pasó a formar parte de

los discursos que atribuían responsabilidad por la intervención al propio partido de gobierno.

Registros de sesiones de Cámara de Diputados verifican esta atribución, expresada por

legisladores colorados de distintos departamentos.

64 La influencia del calendario electoral en el ciclo de gastos de un programa de asistencia social había sido
identificado por Schady (1999) en base al caso del Fondo de Cooperación para el Desarrollo Social
(FOCONDES) en Perú.
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Podemos con énfasis decir que ha habido un gran trabajo en lo que hace a la reducción
de la pobreza extrema y al desarrollo social, que lo vemos y no voy a entrar en
números, porque lógicamente quien quiera desmentirme podrá buscarlos en los
órganos respectivos, los programas sociales del Estado, aquellos que llegan a las
familias más vulnerables, llámese programa Tekojoja, Tekoporã, y adultos de la tercera
edad, han tenido incrementos sustanciales y hoy, por ejemplo, tres de cada diez adultos
mayores reciben un subsidio del Estado. (Diputado Walter Harms Céspedes65, Sesión
Ordinaria de la Cámara de Diputados, 17-08-2016)
Hemos aumentado en un 80% el gasto social, Tekoporã, y voy a hablar de mi
departamento. Nosotros cuando asumimos el gobierno, teníamos solamente en tres
distritos el Programa de Tekoporã y los programas sociales. En menos de dos años
hemos incrementado a diez distritos más y fuimos el primer departamento con este
gobierno que entregamos el primer aporte a la gente discapacitada, gobierno del
Partido Colorado, y siempre repito, y molesta escuchar cuando queremos adueñarnos
de la verdad, como si fuera que somos el portavoz de las grandes masas, y en las
elecciones se notan otra cosa. En las elecciones se notan que el Partido Colorado y el
Partido fraterno del PLRA son las que realmente tienen las voces de las grandes
mayorías. (Diputado Pedro D. Britos Espínola66, Sesión Ordinaria de la Cámara de
Diputados, 17-08-2016)

Asimismo, sumados a la atribución partidaria de la responsabilidad por la ampliación del

programa, durante estos años se registraron casos de atribución de la responsabilidad por la

inclusión de beneficiarios en clave personal. En la localidad de Juan León Mallorquín del

departamento de Alto Paraná, el Intendente liberal (PLRA) acusó al supervisor administrativo

regional (ANR) de partidizar el programa, al actuar como nexo informal entre beneficiarios de

la zona y las instituciones implementadoras (Fleitas 2015). También en el departamento de

San Pedro, la precandidata colorada a la gobernación departamental Perla de Vázquez

manifestaba poseer influencia para que sus votantes sean beneficiarios de Tekoporã,

enfatizando que la encargada del programa en la zona formaba parte de su equipo político:

Yo soy la les que voy a dar (el subsidio), atiendan bien. Es la primera vez que vamos a
tener en Santaní la Gobernación, y qué mejor oportunidad. Sé que muchos tienen
problemas (con Tekoporã) que se les quitó, que no están cobrando. Ustedes tienen que
hablar con Karen Arias, para que dentro de 8 días se vea por qué no cobraron y se
hablen los trabajos para que cobren [...] Karen Arias es del equipo político de Ña

66 Diputado en representación del departamento de Guairá (ANR).
65 Diputado en representación del departamento de Itapúa (ANR).
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Perla, el presidente (Horacio Cartes) luego me dio eso, alguien de mi equipo político.
(Noticiero Paraguay 2017)

Las expresiones de atribución de responsabilidad partidaria y particular realizadas durante

estos años se sumaron a denuncias de irregularidades en la implementación del programa en

distintas localidades del país. En el departamento de Canindeyú se constató la contratación

irregular de un pariente del gobernador colorado Alfonso Noria para el cargo de coordinador

departamental de Tekoporã (Última Hora 2013c). En el departamento de Itapúa, se registró el

traslado de los cajeros móviles –mediante los cuales los beneficiarios cobran las

transferencias del programa– a domicilios de los candidatos del partido Colorado (ABC Color

2015). En el departamento de Caazapá, por su parte, se denunció que concursantes que se

postulaban para trabajar como agentes de implementación eran eliminados para beneficiar a

líderes políticos de la zona (ABC Color 2013d) y que se incluyó indebidamente como

beneficiarios a parientes de la coordinadora distrital Gloria Arrúa (Caballero 2017). Al poseer

gran visibilidad potenciada por su cobertura en la prensa nacional, denuncias como las

señaladas sientan las bases para la percepción de que existió una implementación sesgada del

programa, favorable al partido de gobierno, durante los años analizados.

Si bien no existe evidencia sistemática que permita afirmar la manipulación partidaria de las

listas de beneficiarios de Tekoporã como praxis regular durante este periodo, la atribución de

responsabilidad por la expansión del programa que ha sido planteada en clave particularista,

afianzada por las denuncias existentes de malas prácticas institucionales, configuraron las

simplificaciones heurísticas (Sniderman et al. 1991) que incidieron en el comportamiento

electoral de la población beneficiaria. La manera en que esa atribución de responsabilidad fue

efectuada a nivel local puede ser verificada mediante observaciones del proceso causal en
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casos representativos del vínculo. A continuación se seleccionan las unidades de análisis

adecuadas para esta verificación.

3. Análisis subnacional: selección de casos

Si bien la condición necesaria para la verificación del mecanismo causal ocurre al nivel

nacional, los efectos electorales de la expansión territorial del programa analizado son

observados a nivel distrital, por lo que resulta necesario identificar las localidades ideales para

la verificación del mecanismo. Atendiendo a ello, se procederá a seleccionar unidades de

análisis adecuadas para la observación de los procesos causales que permitan confirmar el

funcionamiento del mecanismo de la atribución de responsabilidad en clave partidaria.

La literatura metodológica ha indicado que la forma más adecuada de explorar empíricamente

el funcionamiento de mecanismos causales es mediante el rastreo de procesos en casos

individuales (Goertz 2017, 9), en tanto un caso es comprendido como una unidad de análisis

en la que una relación causal determinada ocurre (Beach y Pedersen 2019, 12). Por su parte,

se ha señalado que la realización de un rastreo de procesos de confirmación teórica requiere la

identificación de casos representativos del vínculo causal (Beach y Pedersen 2019), por lo que

resulta necesario determinar las unidades en las que tanto la variable independiente como la

dependiente estén presentes de manera clara. Con ese objetivo, la selección del caso en esta

oportunidad se basa en el valor que asumen las variables intervinientes observadas durante el

periodo 2013-2018, incluidas en los análisis estadísticos del capítulo 4: se seleccionarán

localidades donde efectivamente se haya verificado aumento en el número de beneficiarios de

Tekoporã y donde se registra altos niveles de concentración de votos a favor del partido de

gobierno en las elecciones generales del final del periodo. Además las principales variables
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estudiadas, resulta importante que los casos seleccionados cuenten con la presencia de las

variables partidarias incluidas en el modelo utilizado para el análisis estadístico, es decir, que

el gobierno local se encuentre alineado al partido del gobierno nacional y que el número

efectivo de partidos en competencia sea bajo, como indicadores de concentración del poder

electoral en la localidad. De esta manera, la selección de las unidades territoriales en las que

se verifica el mecanismo atiende al orden de priorización de los distritos electorales del país

según estos criterios (Tabla 11).

Tabla 11: Casos más representativos del vínculo causal según las variables intervinientes para
el periodo 2013-2018 (N = 254)

Código distrital VI VD Oficialismo local NEP

906 1 72.6 1 1.9

911 1 64.0 1 1.9

916 1 62.6 1 2.0

1018 1 63.0 1 2.0

707 1 57.8 1 2.0

Fuente: Elaboración propia

Las tres primeras localidades en las que efectivamente aumentó el número de beneficiarios de

Tekoporã durante este periodo, las cuales presentan mayores valores en la proporción de votos

obtenidos por el oficialismo al final del periodo, cuyo gobierno distrital se encontraba en

poder del mismo partido que el del gobierno nacional (ANR) y donde el número de opciones

partidarias efectivas en la competencia electoral se muestra más limitada, corresponden a los

distritos de Escobar, Quyquyhó e Ybycuí. Estos distritos coinciden en ubicarse en el

departamento de Paraguarí, identificación que remite nuevamente a la dimensión multinivel

del mecanismo causal: es posible observar regularidades a nivel departamental que llegan a

incidir la población de estos distritos. Atendiendo a ello, se procedió a conseguir evidencia
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vinculada a ese departamento, con énfasis a las localidades en cuestión, referente a los años

indicados para el análisis. Las observaciones del proceso causal para esta sección se basan en

fuentes periodísticas y testimonios de funcionarios técnicos y beneficiarios del programa de

localidades seleccionadas67, además de testimonios de expertos sobre las dinámicas políticas

locales que permiten reconstruir el proceso mediante el cual la atribución de responsabilidad

incide en el comportamiento electoral local.

Las localidades seleccionadas resultan representativas de las condiciones socioeconómicas

que posibilitan la existencia de efectos electorales vinculados al crecimiento distrital de las

transferencias monetarias, en línea con la literatura que señala el potencial de los programas

sociales para alterar los cálculos de utilidad de los beneficiarios en función de su racionalidad

limitada (Layton y Smith 2015). Estas localidades también presentan las características

políticas que desencadenan el mecanismo causal planteado, que suponen la fuerte presencia

de actores partidarios capaces de generar la atribución de responsabilidad.

En términos socioeconómicos, el departamento posee una estructura productiva caracterizada

por tres tipos de actividad principales: la agricultura familiar campesina, la agricultura

tecnificada y la ganadería. Estas actividades coinciden en que resultan vulnerables ante los

shocks climáticos como sequías, heladas o tormentas severas, por lo que su potencial como

67 El proceso de realización de entrevistas a beneficiarios se enfrentó a múltiples dificultades específicas del
caso, sumadas a las dificultades tradicionales de concretar entrevistas durante el trabajo de campo. Debido a que
las familias beneficiarias habitan en comunidades ubicadas en zonas rurales alejadas de centros urbanos, el
acceso a estos lugares vía caminos de tierra sólo fue posible en días en que las condiciones climáticas eran
adecuadas. La realización de entrevistas por la vía virtual no fue posible debido a la falta de conectividad del
sector de la población en cuestión. Como primer paso para entrar en contacto con las familias beneficiarias de
este programa se procedió a contactar con referentes sociales de las localidades seleccionadas, quienes
procedieron a ayudar para coordinar las entrevistas y explicar a las familias de la zona la naturaleza del trabajo.
A pesar de contar con ese apoyo de referentes locales, muchas familias se mostraron reticentes para acceder a ser
entrevistadas y expresaron temor a que su testimonio llegue a ser usado en su contra por dirigentes políticos de la
zona. Una vez que las familias accedían a ser entrevistadas, la calendarización de los encuentros estuvo
supeditada a la disponibilidad irregular de tiempo de sus integrantes, generalmente temprano por las mañanas o
domingos. Debido a que priorizan las oportunidades laborales que aparecían, ocurrió en varias oportunidades
que llegaron a cancelar y posponer las entrevistas acordadas.
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fuente de ingresos para los habitantes de la zona no es constante. La agricultura familiar

campesina, rubro al que se dedica principalmente la población en situación de vulnerabilidad,

resulta doblemente afectada por los shocks climáticos en tanto potencial para la generación de

ingresos como por su aporte a la seguridad alimentaria (Grassi, Vázquez, y Rodriguez, 2020,

42). La imprevisibilidad de ingresos regulares vinculada a la estructura productiva de la zona

incide en la vulnerabilidad socioeconómica de la región: la situación de pobreza total llegó a

comprender al 39,1% de la población departamental en 2016, mientras que la población en

situación de pobreza extrema alcanzó su nivel máximo del periodo en el año 2015, cuando

comprendió al 13% de la población departamental (INE 2023).

Los testimonios de personas beneficiarias verifican las características socioeconómicas de la

población meta, que ya fueron indicadas por las evaluaciones de los primeros años del

programa (Franco y Medina-Roa 2008, Guttandin 2007). Se corrobora la irregularidad de sus

ingresos y su limitado alcance para el consumo familiar, dado que las actividades laborales

disponibles en la zona son temporales y no están garantizadas. Al respecto, señalan que

“trabajamos para comer, no es para cosas materiales, ya no nos alcanza” (Beneficiaria 7), o

“uno tiene que trabajar, si no trabaja no come y yo, por ejemplo, soy costurera, trabajo en mi

casa y hay tiempos que hay y hay tiempos que no hay trabajo, así nomás” (Beneficiaria 8).

Esta situación se agrava según aumente el número de integrantes de cada familia:

Mínimamente en cada familia están 3 a 6-7 miembros, que los dos responsables no
tienen ingreso fijo. Si es jornalero trabaja dos días a la semana y podría cobrar un 100
mil semanal. ¿Y el resto cómo se consigue? Si la mayoría no vende su producto y si
vende, vende una vez al año, y que no puede alcanzarle a toda su… no va a poder
cubrir toda su economía. Yo creo que los soportes familiares son los que le mantienen
a la economía familiar, los pequeños apoyos familiares de repente, ocasionales o sino
de una forma constante, porque no hay trabajo. Fuente de trabajo jornalero no hay de
seguido. Si uno es albañil, podría ser, pero en la cantidad de habitantes, ¿cuántos
albañiles podría haber? Es insignificante. La mayoría son más agricultores y ese es…
yo preguntaría cómo se sobrevive, esa es una buena pregunta. Es increíble porque no
se tiene recursos. (Beneficiario 3)
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Las condiciones socioeconómicas facilitan a los actores partidarios el ejercicio de control del

comportamiento electoral de la población de la zona. Los resultados electorales agregados a

nivel departamental aparecen como indicador de esa fuerza: los votos para el candidato a la

presidencia de la ANR concentraron el 53,30% de los votos totales del departamento en 2013,

en tanto la gobernación departamental fue ganada por el candidato del mismo partido. Esos

resultados favorables a ese partido coinciden con la percepción de la población local sobre la

fuerza de la maquinaria colorada, la cual es vista como organizada, con amplia capacidad

logística electoral, con conocimiento acabado de sus bases y la capacidad para cruzar bases de

datos de quienes consideran sus electores con las actas de resultados electorales.

A pesar de que el voto es secreto ellos tienen la forma de rastrear y de sondear porque
hacen ese trabajo de cercanía, de llegar, de ir casa por casa, hablar. Les comprometen a
las personas a poner un pasacalles, una bandera, usar la remera, o sea, todo el
merchandising del candidato. [...] Las personas que cuelgan un pasacalles no es un
voto, es una familia con varios votos asegurados, entonces si les falta un voto, se saca
las cuentas y se ve, tienen la facilidad de ubicar a esas personas. [...] Ellos, más o
menos manejan de acuerdo al padrón, ellos manejan la cantidad de votos, de su
movimiento, los que se fueron a votar y los que no se van también, más o menos.
Hasta inclusive, ellos tienen en frente (de cada local de votación) su apoderado. Hay
otros que manejan el padrón como siempre, marca quien se va, quien no, ellos hacen
un trabajo en conjunto en esa parte. (Experto 5)

La capacidad de gestión de las maquinarias coloradas trascienden a los procesos electorales y

son perceptibles también en la misma administración pública, donde se observa la utilización

de recursos estatales con fines partidarios. Durante el periodo analizado, se registraron

manifestaciones públicas de denuncia de manipulación clientelar de recursos dirigidos a la

población en situación de vulnerabilidad de distintos distritos de Paraguarí, entre los que se

destacan casos de repartición de víveres a familias del partido colorado, la implementación de

un programa de mejoramiento de suelos con la presencia de políticos del partido en los

distritos de Ybycuí y Caballero, así como la inclusión del hermano del dirigente colorado

Justo Burgos en el programa de subsidios para personas de la tercera edad en el distrito de

Escobar (Ramírez 2015). El poder administrativo discrecional ejercido por políticos colorados
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en la zona, contextualizado en la ausencia de una institucionalidad de bienestar capaz de

responder a las necesidades locales, predispone a la población local a recurrir a estas figuras

partidarias como vía para acceder a asistencia particular de distintos tipos:

A quienes se recurre para subsanar la situación de pobreza son estos líderes políticos,
ya sean locales, ya sean departamentales. Se recurre al puntero en primera instancia
para ver si el puntero le puede hacer llegar al caudillo local el pedido del ñemohenda,
que es para que la gente pueda conseguir algún trabajo en alguna institución pública
(Experto 3).

Las características socioeconómicas y políticas observadas a nivel departamental sientan las

bases para el direccionamiento en la atribución de responsabilidad por las transferencias

monetarias en la zona. A continuación se presentan las observaciones particulares del proceso

causal disponibles a nivel distrital, en base a las localidades previamente indicadas.

4. Mecanismo en funcionamiento a nivel distrital

El análisis del mecanismo causal parte del reconocimiento de que los elementos presentes en

los mecanismos, en general, suelen tener presencia de manera simultánea (Goertz 2017, 33).

Atendiendo al diseño presentado en el capítulo 3 (Gráfico 1), el funcionamiento del

mecanismo planteado comprende condiciones estructurales que posibilitan la atribución de

responsabilidad en clave partidaria, la acción institucional de agentes de implementación que

equiparan informalmente el trabajo estatal con el partidario, así como la acción deliberada de

actores partidarios locales que manipulan discursivamente las reglas del programa para

potenciar la atribución de responsabilidad con fines estrictamente electorales. Se presenta,

entonces, la manera en que estos elementos se concatenan hasta definir las preferencias

electorales de la población beneficiaria, que llegan a estar motivadas tanto por un sentido de

retribución (Finan y Schechter 2012) como por miedo a perder los beneficios (Schedler 2000).
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En términos estructurales, la evidencia distrital corrobora la importancia de las transferencias

monetarias para la población beneficiaria dada su situación económica, que sienta las bases

para el funcionamiento del mecanismo argumentado dado el impacto marginal de los montos

transferidos como parte del programa (Subbarao et al. 1997). Al respecto, se realizan

afirmaciones como “en este lugar hay mucha gente necesitada, por ejemplo yo, acá pueden

ver mi situación”68 (Beneficiaria 9), lo que coincide con las observaciones realizadas por las

evaluaciones tempranas del programa acerca de las características de vida de las familias

beneficiarias (Guttandin 2007, Franco y Medina-Roa 2008, Veras Soares et al. 2008). Los

testimonios confirman, además, que la importancia del programa para el bienestar de estas

familias es ampliada según el número de hijos presentes en el hogar y de acuerdo a las

necesidades especiales de salud que tienen sus integrantes.

Porque mis hijos estudian, van a la escuela, es muy difícil vivir con ese sueldo
miserable. Lo que no gasto en educación se va en la compra de víveres en el almacén,
donde gasto 1.000.000 aproximadamente. Yo ando en silla de ruedas, iba a cobrar
subsidio por discapacidad pero me anotaron en Tekoporã a las apuradas. Pedí que me
pasen al Tekoporã, pero se negaron porque iba a disminuir el monto. Me hace falta el
sueldo, no alcanza porque tengo 2 colegiantes y 2 escueleros, se gasta la plata en
uniformes, entre otras cosas. Al volver de la escuela deben comer y antes de ir deben
desayunar. Ya me cuesta, ya no doy más.69 (Beneficiaria 11)
Yo, por ejemplo, soy madre soltera, tengo 4 hijos y me mantiene también ese, me
ayuda muchísimo a mí ese tema del Tekoporã [...] Estamos mal económicamente,
somos el último hogar que queda en el barrio, cobrar nos resulta de gran ayuda pero
sería aún mejor si se cobra mensualmente, porque cuando no hay trabajo no tenemos
para comer.70 (Beneficiaria 5)

70 Cita original: “Ha económicamente ehechama voi mba’eichapa ore roi, oreñoitentema koa ko barrio-pe
jechapama voi la ore roga peicha avei. Ha la upea la tuicha ore ayuda, pero oreayudaveta la rocobraro mensual
mba’e ja’e chupe, porque rodomba’apoiro ndorokarumoai”.

69 Cita original: “Porque viste que areko colegiante, areko escuelero, ipohyi la vida jaguerahava ha anga
adebe’imimiro almacén-pe pe che sueldo de porquería-mi cada dos meses-gua cherupyty 1.000.000 mba’ema voi
pe almacén-pe, ha pe 500.000 ndacherupytyvemai, ha entonces che upea, che ko silla de rueda-pe aime, che ko
discapacitada voi, che ko upea la acobramo’a kuri, pero ha’ekuera, viste que ojeapura hikuai ha oho che apunta
pe Tekoporã mentemaha. Ha che upea ha’e chupekuera, ndaikatuipa chembohasa hikuai la Tekoporãme. No,
porque oguejyveta, oguejyta ndehegui 400, pe he’i cheve pe. Mba’erepiko pea, porque che ko discapacitada pues,
che rupagui che sillón-pe, upegui che rupape ha che rupagui che sillón-pe, único, peaitente. Ha ofaltama cheve
la che sueldo-ra, ofaltapama cheve, ndachepuakaveima porque areko mokoi colegiante ha mokoi escuelero, ha
umia ya ofaltapama porque che ajogua ara uniforme, ere erea ajoguapa. Ourire okaru ara hikuai, ohohagua
odesayuna ara hikuai. Ha ya che forzama, ndacherupytyvemai señora. Ha upeichaitengo hina la che.”

68 Cita original: “hetako oi la oikoteveva; che, por ejemplo, ko’ape pehechapama voi mba’eichapa la” (la
entrevistada en cuestión se encuentra viviendo en situación de hacinamiento).
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En las localidades seleccionadas también se observan impactos comunitarios de la inclusión

de familias en el programa. Por un lado, se corrobora el desarrollo de capital social mediante

la participación de las familias en los componentes comunitarios del programa, que genera

vínculos que perduran incluso posteriormente a su graduación: “ahora nosotros igual nomás

trabajamos –los que cobran y los que no cobran– juntos, nos unimos y hacemos comisiones y

trabajamos para juntar fondos, por cualquier eventualidad” (Beneficiaria 1). Por otro lado, se

confirma en estas localidades el efecto positivo de las transferencias en su actividad

comercial, en línea con lo planteado por Fiszbein y Schady (2009), que también beneficia a

los pequeños negocios de la zona y las familias vinculadas a esta actividad.

El beneficio se ve directamente en la despensa, en la panadería, porque son personas
que de verdad necesitan para poder sobrevivir y es tan notable cuando una familia
acaba de recibir algún tipo de beneficio económico porque lo primero que hacen es ir a
la despensa a surtir todo el almacén de su casa, aunque sea para 2 o 3 días, pero es lo
primero que se hace, o ir a saldar la libreta del almacén para volver a deber de nuevo
[...] Es muy común verle a las personas, después de recibir el pago del programa, que
van a la despensa, a la carnicería, o sea, siempre hay como una actividad específica
que identifica, entonces el pueblo también sabe que Ña Fulanita cobró su dinero, es
visible cuando eso pasa, ya sea porque se fue a la despensa, o se fue a la panadería, o
lo que la gente utiliza, como los de Tekoporã y otros programas, que utilizan el dinero
para trabajar, compran insumos, vende una vaca, compra otra, o compra alimentos en
cantidad para su ganado. (Experto 3)

De acuerdo a la literatura, estas características estructurales son ideales para el desarrollo de

redes clientelares cuando los gobiernos tienen discrecionalidad para la definición de las listas

de beneficiarios de programas sociales de todo tipo, incluidos los programas de transferencias

monetarias (Díaz-Cayeros et al. 2016, Layton y Smith 2015, Weitz-Shapiro 2012). Sin

embargo, en el caso de Tekoporã, los testimonios obtenidos de beneficiarios confirman que su

incorporación al programa en las localidades seleccionadas ocurrió de acuerdo a las reglas

estipuladas en el mismo diseño de la intervención (De la O 2015), mediante la acción

institucional del gobierno central y los gobiernos locales. En este sentido, al preguntarles si
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algún actor institucional y/o partidario les pidió algo a cambio de su inscripción antes de

integrar el programa, las respuestas coinciden en señalar que la incorporación al programa

ocurrió de acuerdo a las reglas institucionales establecidas, como indican los testimonios “a

mí por lo menos nadie me pidió nada a cambio [...] no hice nada, solo fui llamado por la

municipalidad” (Beneficiario 4), o “me llamaron por teléfono y me preguntaron si quería

inscribirme a Tekoporã, les dije que sí”71 (Beneficiaria 9). También se constata la existencia

de espacios públicos de difusión de las convocatorias para inscribirse al programa y de la

acción de actores comunitarios que permiten que toda la población meta tenga conocimiento

acerca de la posibilidad de participar:

Alguien que trabajaba en la radio, era un locutor de radio. El locutor ayudó en todos
los procedimientos, fue a la reunión con mi otra hija, después fue junto a mí al
hospital. Bueno, después vino gente de la ciudad a sacarme la foto y a llevar, pero ya
no sé quienes eran ni a dónde llevaron.72 (Beneficiaria 11)

La acción de los actores institucionales vinculados a este programa, por otro lado, ha sido

expresada en términos de beneficios particularistas que generan dudas acerca de la cualidad

técnica de su focalización y que desdibujan la responsabilidad estatal por la política pública.

Si bien la atribución de responsabilidad directa es expresada por actores partidarios a nivel

nacional, se observa que a nivel local son más habituales las estrategias indirectas de

atribución de responsabilidad, centrándose en la vinculación simbólica de la imágen del

partido de gobierno a la expansión del programa (Layton y Smith 2015, 858).

Los actores institucionales que participan en el proceso de atribución de responsabilidad

pueden estar formalmente vinculados al diseño del programa trabajando como agentes de

72 Cita original en guaraní: “Ha’e ko radio-pegua, locutor. Hee, locutor ha’e upepegua, ha ha’e la ojapopa akue
cheve, ha’e oho la reunión-hape ha pe che memby kuña otro oho la reunión-hape, ha upei ha’e la oiko akue
cheve la hospital-rupi. Ha bueno, upei katu ou la foto-pe che renohe, ha ndaikuaai umia la mba’e apoha pa
akue, ou cherenohente ha’ekuera la foto ha ogueraha, ha upea oho.”

71 Cita original: “che la añepyru kuri, hikuai cherenoi kuri por teléfono-pe ha he’i cheve hikuai la
ndajeinscribisei la Tekoporã-me, ha upei ha’e chupekuera que sí.”
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implementación, o pueden comprender figuras partidarias locales que se vinculan al programa

de manera informal. El gráfico 11 presenta un bosquejo de las entidades involucradas en este

proceso y las actividades que realizan, en base a la esquematización propuesta por Beach y

Pedersen (2019).

Gráfico 11: Mecanismo causal

Fuente: Elaboración propia en base a Beach y Pedersen (2019)

Esta atribución de responsabilidad condicionada por la visibilidad partidaria se sustenta en la

ausencia de legados de políticas de protección social desde los años de dictadura, como fue

elaborado en el capítulo 4 y resulta confirmado en los testimonios de los funcionarios técnicos

que, por ejemplo, reconocen que “la dictadura lo que hizo fue atravesar las asistencias que

habían por la cuestión clientelar y, entonces, eso siempre implicaba que la gente se sentía

agradecida con alguna figura de turno” (Técnica SAS 2). En el caso de Tekoporã, actores

institucionales locales desarrollan simplificaciones heurísticas acerca de los orígenes de los

beneficios mediante su actividad partidaria al margen de la implementación, por lo que “cómo

les llegaba la información, es decir, este es un programa social o esta es la ayuda de un
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gobierno, o es la ayuda de un partido” (Técnico SAS 4), en última instancia, incide en la

comprensión de beneficiarios actuales y potenciales sobre la responsabilidad por la política

pública.

[...] se atribuyen la conquista a ellos, verdad, porque les consiguió en tal distrito de
Concepción que entren todos sus beneficiarios, es un triunfo del político de la zona,
siendo que existen todos los marcos legales y es bien específico cómo deberían
ingresar las familias. (Técnico SAS 6)

La atribución de responsabilidad partidaria inicia con la falta de comprensión que posee la

población acerca de los criterios de selección de beneficiarios o particularidades sobre las

actividades desarrolladas en el marco del programa. Esa falta de claridad incurre en la

percepción de que existe manipulación partidaria al momento de conformar las listas de

beneficiarios, expresándose que “lastimosamente la pobreza, la ignorancia y todo como

manejan, igualmente vuelven a hacer el censo y engañan a la población”73 (Beneficiario 2).

Respecto a las oportunidades para conocer detalles sobre el programa, los testimonios locales

indican que “no hay una promoción ni información de parte de las autoridades, no hay una

convocatoria para ir a informarse sobre cómo funciona”74 (Beneficiario 3). También se

manifiesta que los procedimientos administrativos se muestran inconstantes y que no se llegan

a hacer explícitos los criterios de exclusión cuando se los aplica:

Generalmente en todos los distritos no hacen las cosas como se debe, algunas le
rechazan, yo no sé por qué, en el cuadro, no le dicen por qué, (les dicen) “la próxima
vez voy a llevar tu documento” [...] y no hacen bien, porque en realidad no debería ser
así. Tiene que ser igual porque la necesidad es igual para todas, y no hacen bien.
(Beneficiaria 1)

Ante la falta de conocimiento suficiente de los beneficiarios sobre las reglas del programa, la

presencia visible de figuras partidarias locales durante distintas fases de su implementación

forma parte de su atribución de la responsabilidad. Al respecto, Ana del Valle de Aponte

–Intendenta liberal de Mbuyapey, en el departamento de Paraguarí– había denunciado que en

74 Cita original: “peju peñeinforma mba’eicha ofunciona”
73 Cita original: “opuhavaieterei ko'ápe igual ombyaty ha ojapo la censo ha oengaña”
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su localidad se conformó una comisión para trabajar con madres líderes de Tekoporã, pero

que “desde un primer momento los caudillos colorados intentaron apoderarse del programa”

(ABC Color 2013e). Testimonios de beneficiarios también señalan que estas figuras

partidarias locales llegan a acompañar a los agentes de implementación durante su trabajo, al

confirmar: “los políticos les trajeron hasta acá, mi madre y yo justamente estuvimos

presentes”75 (Beneficiaria 5). Esta presencia visible ocurre de en el marco de la

institucionalidad del programa, el cual es utilizado como espacio para el desarrollo de

vínculos particularistas con la población beneficiaria:

No corresponde a una lógica clientelar como argumento principal, verdad, sino la
relación clientelar empieza o continúa con el programa. Pero no es que va a entrar si
no es pobre, no es que va a entrar, o es muy difícil que entre, había gente que tenía
cincuenta cabezas de vacas que entraban, pero rápido la gente se da cuenta y se le
excluía. (Técnico SAS 4).

La responsabilidad atribuida a las autoridades municipales se deriva de su misma labor

institucional como parte de la implementación. De acuerdo a las reglas formales, una vez

seleccionados los distritos para la expansión del programa, la SAS procedía a firmar

convenios con sus respectivos gobiernos municipales y acordaban acciones conjuntas para el

cumplimiento de los objetivos del programa (SAS 2016, 18). Este procedimiento generaba la

oportunidad para que figuras partidarias vinculadas a las autoridades locales adquirieran

visibilidad y se vincularan simbólicamente a la implementación del programa, atendiendo a

que “quienes están en la entrega de los subsidios y demás víveres o cosas, generalmente,

disputan mucho que los operadores políticos sean quienes lleven a cabo” (Experto 1). Al

respecto, la población beneficiaria local llega a reconocer que estas figuras “se embanderan

con el programa”76 (Beneficiario 3). Los testimonios corroboran que “hacen la convocatoria a

través del celular y la gente va a la municipalidad para la entrega de tarjetas”77, pero que las

77 Cita original: “Ha’ekuera por celular paite orehenoi ha municipalidad-pe roho la entrega de tarjeta-ra.”
76 Cita original: “Oñeabandera hikuai upea.”

75 Cita original: “sí, oremandu’a, ko’ape voi ou, oñembou ore rendape a través de los políticos, oñembou ape,
che ha che sy justamente roi presentes.”
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autoridades locales efectivamente “aparecen cuando se va a entregar la tarjeta” (Beneficiario

4).

Una de las responsabilidades institucionales que el programa confiere a las autoridades

municipales es la de participar en la validación de las listas de beneficiarios producidas por el

gobierno central. Como fue desarrollado en el capítulo 4, la focalización técnica realizada por

el gobierno central de acuerdo al Índice de Calidad de Vida (ICV) llega a excluir del

programa a hogares en situación de vulnerabilidad debido a diferencias mínimas en las

características de sus viviendas. Por esa razón se realiza una revisión de las listas en las mesas

de participación local, con participación de las autoridades locales, donde se corrobora la

validez de incluir o excluir a determinadas familias:

[...] ahí normalmente salta, por ejemplo, figura el tema de las construcciones de
viviendas, si son de maderas o construcciones de ladrillos. Pero ambas familias siguen
siendo vulnerables dentro del sistema según el índice. Ahí se coteja con la mesa de
participación, con el líder político de la zona o sea el Intendente, y los técnicos del
Ministerio. (Técnico SAS 6)

Además de su función administrativa, la participación de las autoridades municipales en este

proceso de validación también es percibida como un espacio en el cual se despliega injerencia

partidaria, percepción intensificada durante el periodo analizado debido a las denuncias sobre

malas prácticas que se registraron. En agosto del 2014 se realizaron protestas frente a la

municipalidad de Ybycuí, denunciando la politización de la lista de beneficiarios de Tekoporã

en esa localidad (Lezcano 2014a). A estas protestas se sumó la denuncia de Mary Selva

Leguizamón, Concejala del mismo municipio del opositor partido Partido Democrático

Progresista (PDP), quien señalaba que la inclusión de familias de la zona al programa estuvo

determinada por criterios partidarios establecidos por la Intendenta María del Carmen Benítez

(ANR). Estas denuncias fueron desmentidas por la Intendenta quien, como respuesta a las

protestas, remarcó los procedimientos institucionales utilizados para la inclusión de
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beneficiarios y su papel en la validación de las listas (Lezcano 2014b). Su participación, no

obstante, permaneció asociada a la imagen de injerencia partidaria en la expansión del

programa en este municipio.

Si bien las autoridades municipales son actores de gran visibilidad durante la implementación,

el actor institucional que mantiene mayor contacto con la población son los guías familiares.

De acuerdo al Manual Operativo del 2012, las obligaciones de estos facilitadores

comunitarios comprendían múltiples actividades, como trabajar con los coordinadores

departamentales y distritales de su localidad, la recepción, distribución y posterior

canalización institucional de formularios para el registro de beneficiarios de su zona,

mantener comunicación regular con las familias beneficiarias y organizar jornadas de

inscripción para nuevos potenciales beneficiarios, aportar en la capacitación a beneficiarios y

otros actores comunitarios involucrados sobre los objetivos del programa, realizar el

acompañamiento en el cumplimiento de los indicadores del programa de los hogares,

informar a las familias sobre los días de pago, coordinar la llegada de las familias a las bocas

de pago, e identificar experiencias exitosas de beneficiarios para intercambiarlas con otros

beneficiarios, entre otras obligaciones (Resolución N° 595/2012). El Manual Operativo del

2016, a su vez, hace explícito el vínculo estrecho entre estos agentes de implementación y las

familias beneficiarias, reconociendo que cumplen un papel de acompañamiento para la

utilización de la oferta de servicios públicos, la identificación de rubros de producción para el

autoconsumo en las actividades productivas, además de acompañamiento comunitario

(Resolución N° 563/2016). Atendiendo a su proximidad a la población beneficiaria, la

actividad partidaria que estos agentes llegan a realizar resulta de suma importancia para la

atribución de responsabilidad por la intervención.
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La selección de estos funcionarios implementadores en principio tenía en cuenta que fueran

personas del mismo distrito y con conocimiento de la realidad local, lo cual se justifica por

razones de eficiencia en el relevamiento de datos y control de corresponsabilidades en la

implementación del programa, así como por una cuestión de confianza y cercanía con la

población. Esa importancia se hace manifiesta en los testimonios de funcionarios técnicos del

programa, quienes reconocen que las contrataciones se realizaban “por una cuestión de

recursos para no gastar demasiado los traslados y de cercanía también” (Técnica SAS 5),

porque “entonces ese guía o facilitador conocía a la familia, había una confianza, había una

cercanía y, sobre todo, había un conocimiento de parte del funcionario de la realidad local”

(Técnico SAS 7), y por confianza para que su trabajo de relevamiento de datos y control de

corresponsabilidades sea eficiente, “porque la idea es que puedan, que tengan conocimiento y

que en cierta medida no hayan muchas barreras para que ellos puedan ser recibidos o puedan

llegar a las familias (Experto 1). También era importante esa cercanía con la población local

para el control de corresponsabilidades, como lo manifiesta un entrevistado, para ver si los

niños efectivamente están en la escuela, si están bien nutridos, que el dinero no se gaste en

alcohol, que sea la mujer la que administra el dinero, ese tipo de cosas” (Técnico SAS 4). Sin

embargo, se generaron dudas sobre la integridad del programa ante la evidencia de que este

conocimiento experto estaba necesariamente presente en las localidades seleccionadas:

En principio, cuando este señor entró, me pedía mucho, “¿vos conoces a esta señora?,
¿vos le conoces?, ¿de dónde es?”, porque ellos no hicieron, no trabajaron nunca pues,
no trabajaron nunca por el programa entonces no sabían dónde estaba la casa de esa
señora, ni para qué vino el programa. (Beneficiario 2)

El tipo de trabajo que realizan, sumado a su conocimiento del contexto, ubica a estos

funcionarios en una posición estratégica para cumplir con un doble papel de implementadores

de la política y de activistas partidarios. En coincidencia con denuncias realizadas en otros

departamentos durante este periodo (Fleitas 2015, Noticiero Paraguay 2017), existe la
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percepción de que los funcionarios implementadores son seleccionados por cupos partidarios,

que para la conformación de los equipos de trabajo prima el criterio político antes que el

criterio técnico.

Se hace el llamado, todo bien, formal. Entonces, vos que sos un Intendente, un
Diputado, un Gobernador o lo que sea, mirás el llamado y decís, “bueno, acá puede ir
fulana, fulana, fulano, que más o menos cumple el perfil.” Y, ponele que se tiene que
contratar diez, y bueno, el Intendente va a poner tres, los que más o menos cumplen el
perfil, dos no sé quién, y así hasta completar. Y después en el momento de trabajar,
obviamente es muy difícil trabajar porque no responden al nivel técnico, responden al
nivel político. (Técnico SAS 3)
Estos funcionarios hoy en día están cooptados por el poder político. Entonces para ser
departamental, el departamental tiene un salario de 4 millones y medio, con el distrital
de salario de 3 y algo, y un guía de un salario mínimo, claro que es apetecible para el
Intendente, el Concejal, el Diputado. (Técnico SAS 6)

Se señala también que existen casos de funcionarios de la administración central que son

comisionados a nivel municipal en representación de la institución, pero que en esas

localidades hacen trabajo partidario antes que estatal.

[...] hay algunos que fueron comisionados para ir a trabajar como operadores políticos.
Es como si fueran a trabajar a alguna municipalidad, alguna gobernación o lo que sea,
pero en realidad se van a hacer trabajo político [...] De hecho, tienen que tener nomás
luego una cintura política, pero otra cosa es cuando son elegidos no por la institución
central, sino por el poder local. Son impuestos. [...] Son funcionarios de la SAS,
pagados por la institución central, pero son, responden a nivel local. (Técnico SAS 3)

La militancia partidaria de los agentes de implementación es percibida por los beneficiarios,

en tanto “ya saben que cuando es lunes a viernes la visita, sábado y domingo milita para tal

partido, por tanto acaba atravesándose eso” (Técnica SAS 2). En ese sentido, “las denuncias

que había en el momento eran de esta identificación partidaria de los que hacían el trabajo del

proyecto en la zona y de los que aplicaban, o sea, de los actores ahí en el terreno de los que

eran identificados en un partido” (Técnico SAS 4). De manera específica, la identidad

partidaria de los funcionarios implementadores durante el periodo analizado era reconocida

por la población beneficiaria como colorada, alineada al partido del gobierno central, al

señalar “donde nosotras vivíamos es Colorado” (Beneficiaria), “colorados me dijeron”
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(Beneficiaria 11), o “sí, 100%, hay que entender que ellos no meten a otras personas que no le

responden al partido, ni por accidente” (Beneficiario 3).

Además de su identificación partidaria al margen de su actividad laboral, mediante la

implementación del programa estos funcionarios desarrollan vínculos clientelares con esta

población por fuera de los beneficios del programa. En ese sentido, se reconoce que “siempre

se denunció que en algunos lugares se atraviesan con cuestiones clientelares el que visita a la

familia” (Técnica SAS 2), o que “con el vínculo personal del guía en la zona, guía

departamental, ahí se puede, normalmente se presiona para conseguir en tiempos electorales”

(Beneficiario 3). Esta percepción es reforzada por el tratamiento desigual que estos agentes

dan a la población beneficiaria, señalando que: “Hay un grupo que no le quieren y ellos no le

firman documentos, no le reconocen nada. Hay otros que rápidamente le hacen, así es”

(Beneficiario 1). Se manifiesta que la misma identidad partidaria de los beneficiarios es tenida

en cuenta durante la implementación, como elemento que incide en la eficiencia de la

atención otorgada:

Ahí ella me preguntó “¿Acá qué partido es el que está siempre a la cabeza” me dice
“Y acá siempre los Colorados” le digo “¿Y vos de qué partido sos?” me dice “Y yo en
realidad nunca me afilié” le dije, nunca me afilié “Pero mi marido y su familia,
nosotros somos una familia que pensamos diferente y nunca apoyamos las cosas que
nos parece mal” Y me dice “Ah, ahí está entonces” pero así nomás me dijo.”
(Beneficiaria 8)

La acción de estos agentes implementadores coincide con la acción de otros actores

partidarios que no se vinculan formalmente a la intervención pero que inciden en la

manipulación de información sobre su funcionamiento. Aprovechando la complejidad de los

criterios de focalización del programa y sus componentes, los actores partidarios llegan a

argumentar que es necesario participar en actividades partidarias como condición para

157



permanecer en el programa o para que las transferencias sean efectivizadas. De esta manera,

utilizan la base de datos propia del programa para hacer campaña.

Organizaron una reunión lejos de acá, en la campaña, y se les visitó luego a invitarles,
a exigirles, tipo que tenían que irse a esa reunión porque o sino se les iba a sacar. [...]
Bueno, y a mi me llamaron, me llamaron, me preguntaron si yo me iba a ir y yo no
sabía que iba a haber una reunión así. Me dijeron tenés que ir si o si, o se les quita de
Tekoporã.78 Porque son gente humilde. Y le dije yo, “no voy a ir a la reunión porque
nadie me dijo, porque si su nombre ya figura nadie me puede sacar del programa”.79
Bueno. “No, yo no quiero que me quiten del programa”80, porque tengo luego muchos
hijos y así. Bueno, ellos se fueron, a pie se fueron, con su criatura se fueron y se
reunieron. Dice que en esa reunión se tocó más bien política, me contaron después, y
les habló un poquito de Tekoporã, que ese se les da.” (Beneficiaria, 8)

También se percibe la acción de figuras partidarias no institucionales que explícitamente

prometen incidencia partidaria en la definición de beneficiarios. Esta acción, realizada en

clave prospectiva, comprende promesas de inclusión de beneficiarios, como lo indica el

testimonio: “mucho antes que yo fuera beneficiaria también, he llegado a escuchar de que si

vos, por ejemplo, votás por fulano, te va a venir Tekoporã, tenés que votar por fulano. Eso sí,

escuché varias veces, tenes que estar con ellos, porque así te va a venir” (Beneficiaria 8).

También se promete aumentos en el monto de las transferencias: “Sí, así dicen siempre que,

supuestamente, que si les votamos a ellos, que si ellos ganan, alguna vez nos van a alzar este

nuestro sueldo”81 (Beneficiaria 9). Si bien estas promesas generalmente se vinculan al

oficialismo, no se limitan a un partido:

Uno me había dicho que si ganaba el líder Colorado iban a subirme el sueldo, me iban
a sumar lo de discapacidad con el Tekoporã. Yo les dije que solo eso quería, ese favor,
en papel, para poder cobrar antes de morir. Me dijeron que iban a hacer todo eso. Pero
nunca más vino. Luego vino un liberal y me dijo lo mismo, pero solo si ganaba. Pero
es cierto también que para lograr las cosas deben ganar, pero cuando ganan no nos
hacen caso después de asumir y haber estado de su lado.82 (Beneficiaria 11)

82 Cita original: “Peteĩ la he’iakue cheve la pe oganaro la upero pe líder Colorado, oganaro upeva, upeva he’i
cheve omboarribaveta cheve la sueldo, “jarribata ndeve, jarovata ndeve la Tekoporãme… la discapacitada-pe”

81 Cita original: “Sí, he’i ko la toda vez que la, supuestamente, la ore rovota ara hesekuera, ha’ekuera oganaro
alguna veces ojupivetaha sueldo.”

80 Cita original: “chengo ndaipotaiete la ojepe’a chehegui.”

79 Cita original: “che ko ndaha moai, che ko maavea ndacheinvitai, la nde rera ose pyre ndaikatuima ojepe’a
ndehegui, la nde rera-pe oivango cheve guara la nde rera-pe, mba’eicha la oipe’aveta ndehegui.”

78 Cita original: “reho ara porque nderehoiro ojepe’ata mante la nde Tekoporã, ha nde piko mba’eicha rehota
porque mombyry ningo ha che ndachemedioi.”
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También en clave prospectiva, otro elemento motivacional fomentado por actores partidarios

es el miedo que se genera entre la población a perder los beneficios. La presión y la amenaza

por parte de los referentes políticos locales, que vinculan la continuidad del programa social

con el apoyo a sus candidatos, pueden ser utilizadas como herramientas para influir en las

decisiones electorales de la población y limitar su libertad de elección. En ese sentido, los

testimonios señalan que referentes partidarios locales amenazan a la población “se va a acabar

tu subsidio”83 (Técnico SAS 6) si sus candidatos no resultan ganadores, o que “los otros van a

eliminar el programa que beneficia a las familias” (Beneficiario 3). También llegaron a

expresar que se les amenaza explícitamente con la exclusión del programa si votan por la

oposición, al señalar “a mí me dijeron, si no se les vota, si se vota por alguien más, nos

quitarían del programa”84 (Beneficiaria 9).

Por otra parte, en clave retrospectiva, el comportamiento electoral se guía por el sentido de

deuda generado entre la población. El uso de la inscripción en el programa como medio de

coacción política se evidencia en la presión ejercida por referentes partidarios para que los

beneficiarios voten por su partido, quienes argumentan que se les debe el voto por haberles

inscrito en el programa. En ese sentido, el testimonio de un beneficiario señala que “[...]

teníamos que votarles porque hicieron el favor de venir y nosotros les debemos el voto por

84 Cita original: “He’i voi cheve la ndojevotai hesekuera ha la ojevota la otro-re ojeipe’ataha orehegui la
sueldo.”

83 Cita original: “opata nde subsidio.”

che ko discapacitada-ma hina. “Ha jarovata ndeve upepe”. Ha che ha’e chupekuerape. “Che ko peante la
aipota, la pejapo cheve peteĩ favor, ha pejapo cheve la kuatiami, la papel-pe, ha tavana upevape ikatuhaguaicha
che acobrama amanomeve”, ha’e chupekuerape, porque la mitad-nte recobra, entonces opa ha opama upeva. Ha
he’i cheve, opromete akue cheve ojapopataha cheve, completo ojapopata cheve. “Ha jarovata ndeve”. Upei
ipaha, ndouvei, ha che ko ndaikuaai, ndaentendei. Ha entonces ou jey la otro, pea Liberal, ou jey la otro, upeva
he’i cheve avei, peichaite hina avei, ouhape peicha, ha ha’ejey chupekuera avei, que no que porque upea la
oñeganarire ramo la ojekuaataha, pea upeichama he’i cheve, oñeganarire manteara. Porque upea ko cierto avei,
nde ko la regana mboyvero ndereikatui voi la rejaponte hina las cosas, pero ja’ente ko, ajepa, oñeantojante ko
cheve la econsegui hagua reacepta, rejapoma, porque, por ejemplo, che aseta ilado ha ndojapoi cheve mba’eve,
ahata hina avota hese ha oganaro ndoikuaasemoai chehegui mba’eve, ame’e rei la che partido, ame’ereita la
upeva.”
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eso, hasta hace poquito a mi hermana le dijeron los políticos [...] ¿Te acordás cuando se

fueron a tu casa a inscribirte para Tekoporã? Vos cobras eso para tu hijo, ¿y cómo no les vas a

votar?” (Beneficiaria 5). Este sentido de deuda perdura incluso posteriormente a la graduación

del programa:

Pero suponete que hay gente beneficiaria que se fue a inscribirse, por ejemplo, que les
inscribieron y salieron. Ellos ya les tienen como si fuera que les deben ya toda la vida.
Y están ahí, cualquier momento que les llaman, ellos tienen que estar ahí, porque les
amenazan pues. (Beneficiaria 8).

Los cálculos prospectivos generados por las promesas de mayor inclusión como por las

amenazas a la pérdida de beneficios, sumados al sentido de deuda por la inclusión en el

programa planteada en clave retrospectiva, llegan a incidir en el comportamiento electoral, en

última instancia, fundados en la percepción de que los actores partidarios efectivamente tienen

capacidad para controlar el ejercicio del voto. Al respecto se afirma que “les controlan a cada

uno, a cada una y le quitan, le sacan si es que no se vota, le quitan la tarjeta, cualquier excusa

le ponen y ya no hay más nada, le dan a otro y así sucesivamente” (Beneficiario 2).

Para mí que sí tienen forma de saber, ellos para mí que se ponen a averiguar luego.
Vienen a buscar a la gente y después les ponen a todos en fila, (les dicen) “deben votar
por mí”85. Ellos seguramente entraron otra vez al sistema para saber si esa persona les
votó. (Beneficiaria 5)
Muchos van a votar y si no votan ya se enojan con ellos [...] Está todo anotado, en
papel, los que manipulan esos documentos tienen por nombre eso [...] Viste que ellos
son los que te inscriben en Tekoporã y los que te permiten cobrar, entonces anotan en
una primera entrada tu voto, y si ven que votaste por el otro enseguida te saca tu
pequeño cobro, así nos controlan a los pobres.86 (Beneficiaria 11)

Los testimonios manifiestan que el cambio de comportamiento ante la traición en el voto es

perceptible, al señalar: “a mí, por ejemplo, uno de los cabecillas de acá de los políticos perdió

86 Cita original: “Umia umi caso ko che ahendu la porte pe kuri, nde la… por ejemplo, heta oĩ la oho ovotahagua
pero upevare ndovotairo, ipochyma pearehe, pero, tal vez ko, che upea ndaikuaai mba’epa la ha’etava porque
cada uno ko oikuaa mavapepa la jaha javota ha la javotasevare javota, ajepa. [...] Ha upea ko oimba ara la
kuatiape, la omba’apova la kuatiape, upea ko oimba por nombre hina ha upepe opillapapy hikuai [...] Viste que
upea voi la oinscribí akue la Tekoporãme la ocobra hagua, ha entonces la primera entrada-pe oiko la voto, ha
oho pora hikuai, ha upei anga otro oikope la voto, ojei chugui, oho ovota la otro-re ha en seguida upea oipe’aka
chugui la icobromi, ohejarei pe hapichami mboriahu.”

85 Cita original: “evotake cherehe.”
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y supo que yo no le voté, y me llamó y me desafió todo mal, fue muy desagradable

conmigo”87 (Beneficiaria 7). También existe la impresión de que los actores partidarios

“cumplen lo que dicen, en el sentido de si es que no le acompaña, se le castiga, se le margina”

(Beneficiario 3).88 Debido a ello, eliminan beneficiarios en localidades donde no ganaron:

Lastimosamente nuestro departamento es así y yo que soy de una organización social
estamos [...] ellos ya comienzan a limitar el acceso al programa porque está él como
coordinador distrital, como coordinador de familia están en la comunidad sólo
operadores de ellos. Entonces ellos ya cortaron porque ya se cumplió. La gente no
vota por ellos, ya se cumplió tu... te cortan el beneficio para darle a otro a quien
engañarle, y así.89 (Beneficiario 2).

En consecuencia, mucha gente vota por miedo a perder los subsidios. Los testimonios indican

que: “Todos vamos a votar por miedo, porque nos tienen amenazados, sí, porque nos

amenazan con quitarnos nuestro sueldo si no votamos por ellos”90 (Beneficiaria 9), o “así es,

se van todos, nadie dice que va a faltar a las urnas, todos se preparan y se van”91 (Beneficiaria

11). Como parte de la amenaza se argumenta sobre las causas:

Y muchos son amenazados, muchos son los que están porque viste que son gente muy
humilde luego y tienen muchos hijos, y suponete que cobran 600, 700, tienen miedo
que se les saque por más que sea poco, es algo, y cualquier caldito es alimento [...] se
aprovechan por esas migajas, por la necesidad de la gente y por las migajitas que ellos
reciben, de eso ko se aprovechan otra vez, se aprovechan para estirarles. Para que les

91 Cita original: “Hee, pero ndaipori voi katu maavea la okyhyjeva la upea, oho hikuai, completo oho hikuai.
Ndaipori la he’iva la “che ko ndahamoai hina la avota” mba’e he’iva, no. Cada uno ojeprepara, orekoro la voto,
oho ovota hikuai.”

90 Cita original: “Ore ko la rokyhyjegui la rohontema rovota porque oreamenazapa ko hikuai. Sí, porque
oreamenazapa ko hikuai que la ndorovotairo hesekuera, oipe’ataha orehegui la ore sueldo. Ore la
rokyhyjeguintema la roho rovota hesekuera.”

89 Cita original: “Lastimosamente nuestro departamento es así y yo que soy de una organización social roĩme [...]
ya oñepyruma ha’e kuéra ocorta hikuai al programa porque oĩa la como coordinador distrital, como coordinador
de familia oĩa en la comunidad solo operadores de ellos. Entonces ocortama hikuai porque ya se cumplió. La
gente ndovotaita hesekuera, ya se cumplió tu... ocorta ha ome´ẽ pe otrope, oengaña pe otrope ha upeicha oho
hese”

88 No se encuentra correlación significativa entre la caída en el número de beneficiarios durante el periodo y los
votos a favor de la ANR en 2018 en los distritos donde ocurre esa reducción. Si bien el test de Pearson produce
valor t negativo de -0.76693 al correlacionar el cambio en el número de beneficiarios con el porcentaje de votos
obtenidos por la ANR, el valor p de 0.4479 indica que dicha correlación no es estadísticamente significativa. No
obstante, la verificación de un mecanismo de sanción por falta de cumplimiento con el comportamiento esperado
requeriría verificar si la eventual disminución en el voto favorable la ANR en consecuencia genere la caída en el
número de beneficiarios distritales del programa luego de 2018, lo que excede al corte temporal de esta
investigación y requiere datos que no fueron obtenidos para la misma.

87 Cita original: “ijargel vaipa cheve.”
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den su voto porque, realmente, yo he escuchado personas que “si no votan por mí, me
están haciendo la contra y les vamos a sacar su Tekoporã”92 (Beneficiaria 8).

Como consecuencia de la acción de actores institucionales y partidarios locales, dado el

contexto estructural en que se desarrolla la intervención, los beneficiarios desarrollan

comportamientos políticos dirigidos a maximizar sus posibilidades de ingresar o mantenerse

en el programa. Debido a que las simplificaciones heurísticas fomentada por los actores

institucionales otorgan responsabilidad al partido de gobierno por el crecimiento distrital en el

número de beneficiarios, el comportamiento político es consecuencia de motivaciones

vinculadas a la esperanza de que el programa se siga expandiendo en su distrito, como por el

miedo a que no lo haga. Si bien no se corrobora que los actores institucionales efectivamente

llegan a manipular las listas de beneficiarios, la percepción de su poder para hacerlo es

suficiente para incidir en las simplificaciones heurísticas acerca de la responsabilidad

partidaria por la política.

5. Implicancias de las observaciones

Las observaciones del proceso causal vinculadas a los distintos niveles de análisis permiten

corroborar el funcionamiento del mecanismo argumentado. A nivel nacional, se verifica la

manera en que un partido de gobierno con amplias capacidades de control territorial y con

presencia visible en los distintos niveles de gobierno efectivamente se ocupa de generar

atribución de responsabilidad por la política estatal en clave partidaria, demostrando que

posee la voluntad y la capacidad para hacerlo. A nivel local, en base a casos representativos

del vínculo causal propuesto, se corrobora la importancia del programa para la población

beneficiaria y sus comunidades dada su situación socioeconómica, la manera en que las

92 Cita original: “nderevotairo cherehe, nde checontrea ha ojeita ndehegui nde Tekoporã.”
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acciones de agentes de implementación y figuras partidarias locales generan atribución de

responsabilidad, así como la manera en que la población beneficiaria llega a definir su

comportamiento electoral en base a cálculos de beneficios comunitarios tanto retrospectivos

como prospectivos.

Estas observaciones contribuyen a la comprensión detallada de la naturaleza de los vínculos

de representación en contextos de débil institucionalidad de protección social. La evidencia

presentada permite rastrear el funcionamiento del mecanismo que vincula la implementación

de una política social con el comportamiento electoral resultante, enfatizando la manera en

que las preferencias electorales se determinan en base a la combinación de evaluaciones

retrospectivas con cálculos prospectivos de beneficios focalizados, para las que resulta

determinante la cualidad sesgada de la información transmitida por los actores partidarios. Si

bien la literatura ya había afirmado que la manera en que la población accede a bienes y

servicios públicos –sea a través de criterios de política general o de redes políticas

particularistas– influencian sus expectativas distributivas al momento de votar (Calvo y

Murillo 2013), la evidencia aquí sistematizada muestra cómo el sentido de dependencia

generado por parte de actores partidarios coarta la definición de preferencias electorales de

beneficiarios de asistencia social. De esta manera, la atribución de responsabilidad en clave

particularista produce comportamientos comparables a los observados cuando la distribución

de beneficios focalizados efectivamente ocurre de manera clientelar.
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Conclusión

La presente investigación contribuye a la comprensión de los programas de transferencias

monetarias como posibles determinantes del comportamiento electoral y los mecanismos

subyacentes que posibilitan ese vínculo causal. Los efectos electorales de las políticas

públicas, en términos amplios, continúan siendo un tema importante de investigación en

ciencia política, en tanto permiten comprender los procesos a través de los cuales las

respuestas gubernamentales a las necesidades de la población influyen en su apoyo electoral.

De manera particular, los programas de transferencias monetarias han demostrado generar

efectos electorales en diversos contextos institucionales y estructurales alrededor del mundo,

aunque la falta de consenso académico en torno a este vínculo causal (Barrientos 2022, Kosec

y Mo 2019) justifica la necesidad de la revisión iterativa de las hipótesis que lo han explorado.

Se sintetiza a continuación la manera en que la investigación realizada constituye un aporte a

la comprensión de la naturaleza de esta relación causal, en base a evidencia empírica

proporcionada por el programa Tekoporã de Paraguay, al determinar las condiciones en las

cuales un programa de transferencias monetarias produce efectos electorales significativos y

analizar el mecanismo subyacente mediante el cual esto ocurre.

La tesis analizó la atribución de responsabilidad partidaria en tanto mecanismo que establece

una conexión entre la expansión de un programa de asistencia social y la consecuente

generación de efectos electorales favorables al partido en el gobierno. Cuando el diseño del

programa y sus reglas de implementación descartan la inclusión estratégica de beneficiarios al

mismo, las transferencias monetarias generan efectos electorales significativos favorables al

partido de gobierno en tanto los actores partidarios son capaces de atribuir la intervención a su

partido.
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El argumento de la tesis partió de la premisa del voto económico en contextos de racionalidad

limitada, según el cual los ciudadanos evalúan a sus gobiernos en función de las condiciones

económicas que perciben al momento de las elecciones y su percepción de la responsabilidad

gubernamental en la generación de tales condiciones. Esta evaluación se complejiza cuando el

electorado posee información incompleta acerca de las efectivas facultades de los diferentes

actores políticos y su responsabilidad en los resultados de políticas públicas. La cantidad de

información que el electorado debe procesar está constreñida, además, por los legados de

políticas públicas que establecen las expectativas redistributivas entre la población, así como

por la naturaleza multinivel de la implementación de los programas de transferencias

monetarias. Esta investigación demuestra que, ante los múltiples factores que influyen en la

percepción del electorado sobre los orígenes de los beneficios estatales, la acción de los

actores partidarios presentes a nivel local tiene un impacto significativo en la atribución de

responsabilidad por la intervención al partido de gobierno.

El análisis de la evidencia empírica vinculada al programa Tekoporã permitió confirmar la

relación causal analizada, en tanto posee un diseño riguroso que evita la manipulación política

–en un contexto de escasa institucionalidad de bienestar– y presentó un patrón de expansión

territorial que permite realizar inferencias causales en base a estudios observacionales. La

evidencia vinculada a Tekoporã permitió verificar las hipótesis de investigación derivadas de

la literatura sobre los efectos electorales de programas de transferencias monetarias: que el

incremento de beneficiarios puede favorecer al partido en el gobierno en tanto éste posee

capacidad de atribuirse la responsabilidad de dicha política pública, y que la combinación de

variables demográficas y electorales presentes a nivel local influyen en estos efectos.
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El contexto institucional en el que se ha implementado el programa Tekoporã presentó

condiciones propicias para la comprobación del mecanismo en cuestión. El Estado paraguayo

ha enfrentado históricamente importantes limitaciones en su capacidad para satisfacer las

necesidades de seguridad social de la población: a lo largo del siglo pasado, la prevalencia de

la informalidad laboral en el país –influenciada por una estructura productiva centrada

principalmente en la exportación agrícola– incidió en que las políticas sociales de naturaleza

contributiva excluyeran de facto a parte importante de la población. En contrapartida, los

actores institucionales históricamente vinculados a la protección social informal han sido los

partidos políticos, entre los que la Asociación Nacional Republicana (ANR) logró una

posición dominante al establecer lazos comunitarios y compensar las limitaciones del Estado

en la prestación de servicios a la población vulnerable desde años de la dictadura. La

protección social en clave clientelar persistió durante los gobiernos democráticos y su arraigo

aún permite a los líderes partidarios actuar como intermediarios entre los ciudadanos y el

Estado. Así, este contexto configura un escenario en que la atribución de responsabilidad por

las transferencias monetarias sigue interpretándose en clave particularista.

El programa Tekoporã marcó un hito significativo en la atención a la población vulnerable en

Paraguay, al haber sido diseñado con rigurosos criterios de focalización que dificultaron su

manipulación con fines político-partidarios. Tras sus primeros años de implementación, las

evaluaciones confirmaron la adecuada selección de la población beneficiaria y los efectos

deseados del programa, lo que justificó su continuidad y su adopción por parte de los

sucesivos gobiernos. Sin embargo, la complejidad inherente a los procesos de selección de

beneficiarios incidió en la falta de claridad acerca de los orígenes de los beneficios, en

conjunción con la falta de claridad acerca de las instancias del gobierno central vinculadas a la
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implementación del programa y la mayor visibilidad de actores institucionales locales durante

su implementación.

Se alcanzaron los objetivos de la investigación que proponían examinar la existencia de

efectos electorales derivados del incremento de beneficiarios del programa Tekoporã en cada

distrito, comparar los efectos observados en distintos períodos gobernados por partidos

políticos con diferentes capacidades para atribuirse responsabilidad por las políticas públicas a

nivel nacional, y evaluar cómo el mecanismo de atribución de responsabilidad genera réditos

electorales favorables al partido de gobierno. Los objetivos fueron logrados mediante una

estrategia de investigación basada en la “tríada inferencial”, que consiste en combinar la

identificación de patrones estadísticos a gran escala con evidencia mecanicista intra-caso. Así,

luego de verificar las características contextuales que posibilitan al mencionado mecanismo

como condición suficiente para la generación del vínculo causal, los estudios observacionales

confirmaron que el aumento distrital de beneficiarios del programa estudiado produjo efectos

electorales significativos durante gobiernos capaces de atribuir responsabilidad al partido. El

rastreo del proceso realizado seguidamente verificó el funcionamiento del mecanismo de la

atribución de responsabilidad en base a casos distritales altamente representativos,

examinando la manera en que las acciones de las entidades involucradas en el proceso

afectaron las preferencias electorales de la población.

Los criterios técnicos rigurosos de selección de beneficiarios de este programa posibilitaron la

realización de inferencias causales en base a la asignación de distritos electorales a conjuntos

de tratamiento y de control, cuya distribución resultó afín a la aleatoria en lo que respecta a

las variables analizadas. La asignación al tratamiento de las unidades de análisis fue realizada

en función de los criterios de focalización geográfica, respetando el supuesto de aleatoriedad
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en la distribución de los casos respecto a las demás variables de análisis. El análisis

estadístico de los efectos electorales producidos durante tres gobiernos distintos –gobernados

por actores políticos que poseen distintas capacidades para generar atribución de

responsabilidad– ha confirmado el vínculo hipotetizado: se corrobora la existencia de efectos

electorales significativos causados por el aumento distrital de beneficiarios de las

transferencias monetarias solamente durante los períodos en que el país estuvo gobernado por

un partido político claramente identificable, cuyo control histórico del aparato estatal le

permitió atribuirse responsabilidad en clave particularista por los beneficios distribuidos,

independientemente de las características de la intervención.

El gobierno del periodo 2013-2018 constituye un ejemplo relevante del vínculo causal

verificado, que permite realizar un rastreo del proceso causal de confirmación teórica. A nivel

nacional, se evidencia cómo un partido político en el gobierno, con un amplio control

territorial y sobre los distintos niveles de gobierno, busca activamente generar una atribución

de responsabilidad partidaria por la política estatal, demostrando su voluntad y capacidad para

hacerlo. A nivel local, mediante casos representativos que respaldan la relación causal

propuesta, se confirma la importancia del programa para la población beneficiaria y sus

comunidades, considerando su situación socioeconómica. Se observa cómo las acciones de los

agentes encargados de la implementación y las figuras políticas locales generan una

atribución de responsabilidad, y cómo la población beneficiaria define su comportamiento

electoral teniendo en cuenta tanto los beneficios comunitarios pasados como los futuros.

El análisis de los testimonios de los distintos actores involucrados en el programa corrobora el

funcionamiento del mecanismo de atribución de responsabilidad argumentado. En este

sentido, se observa la manera en que las acciones de los actores institucionales del programa
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influyen en la percepción de la población respecto a la responsabilidad y alcance del mismo.

Se observa que funcionarios vinculados al programa a nivel local llegan a desempeñar

simultáneamente el rol de implementadores de políticas y de activistas partidarios, lo cual

incide en la percepción de la población meta acerca de la responsabilidad partidaria por el

programa. Además, se constata la presencia distrital de actores partidarios no vinculados

formalmente al programa que distorsionan la comprensión sobre su funcionamiento, lo que

genera un sentido de deuda hacia el partido de gobierno entre la población beneficiaria,

además del temor a perder los beneficios, que determinan finalmente su comportamiento

electoral.

A modo de agenda futura de investigación, resulta importante avanzar en la verificación

empírica del mecanismo aquí planteado en base a evidencia proveniente de casos diversos,

con el objetivo de establecer el alcance de su generalización teórica. Profundizar en la

comprensión de los mecanismos subyacentes a este tipo de vínculo causal permitirá avanzar

en la comprensión de los procesos mediante los cuales el comportamiento electoral responde a

la implementación de políticas públicas en regímenes electorales competitivos, atendiendo a

las particularidades institucionales y estructurales de los contextos que los contienen. En este

sentido, prestar atención a las especificidades de casos nacionales y subnacionales que han

recibido escasa atención por parte de la literatura especializada puede proporcionar

información valiosa que corrobore las explicaciones existentes sobre la naturaleza del vínculo

analizado, o que llegue a cuestionarlas y abra espacio para el desarrollo teórico contínuo.

Asimismo, la utilización de técnicas de inferencia ecológica resultarán de gran utilidad para

alcanzar mediciones más precisas acerca de los distintos impactos de las políticas públicas en

el comportamiento electoral, ante la ausencia de datos que presenten mayores niveles de

desagregación.
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Por otra parte, resulta importante continuar desarrollando la agenda de investigación que

busca explicar el ejercicio del poder político desde una perspectiva multinivel. Esta

perspectiva da cuenta de que las acciones de actores ubicados en diferentes niveles de

gobierno influyen sistemáticamente en los vínculos de representación que mantienen con el

electorado, reconociendo su complejidad, lo que permite analizar de manera más precisa el

ejercicio del poder político y sus implicancias. En concordancia con ello, la heterogeneidad

metodológica que gana fuerza en la investigación en ciencia política en América Latina

contribuye a lograr mayores niveles de validez en las conclusiones alcanzadas, al contrastar y

complementar los resultados obtenidos a través de distintos métodos.
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Normativa

● Decreto N° 8152/2006: «Por el cual se aprueba el Marco de Regulación y Articulación

de las Políticas y de los Programas de Reducción de la Indigencia Contenidos en el

Compendio Denominado “Estrategia Nacional de Lucha Contra la Pobreza”, y se

encarga al Gabinete Social dependiente de la Presidencia de la República su

Divulgación y Ejecución».
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● Decreto N° 1928/2009: «Programa Tekoporã, prioritario para el Gobierno Nacional».

● Decreto N° 291/2013: «Por el cual se declara como prioridad nacional del gobierno la

meta “Reducción de Pobreza” y se encarga a la Secretaría Técnica de Planificación del

Desarrollo Económico y Social (STP) la elaboración e implementación del “Programa

Nacional de Reducción de Pobreza».

● Diarios de sesiones 2013: Sesión Ordinaria de la Honorable Cámara de Senadores

01-08-2013: Orden del día número 3.

● Diarios de sesiones 2016: Sesión Ordinaria de la Cámara de Diputados 17-08-2016.

● Expediente Parlamentario D-7355/2006 «Proyecto de Ley que aprueba el Convenio de

Financiación entre la Comunidad Europea y la República del Paraguay, relativo al

programa de apoyo a la lucha focalizada contra la pobreza».

● Expediente Parlamentario D-1121450/2011 «Proyecto de Ley que incorpora

efectivamente a las comunidades indígenas a Tekoporã».

● Expediente Parlamentario D-1223306/2012 «Proyecto de Declaración: Que insta al

Poder Ejecutivo - Secretaria de Acción Social (SAS) a implementar acciones

necesarias para extender los beneficios del programa Tekoporã a las comunidades».

● Ley N° 2628/2005: «Que aprueba el contrato de préstamo Nº 1422/OC-PR, suscrito

entre la República del Paraguay y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), en

fecha 8 de enero de 2003, para el financiamiento parcial del programa de inversiones

sociales II (PROPAÍS II), hasta por una suma de dólares de los Estados Unidos de

América 28.400.000 cuya ejecución estará a cargo de la Secretaría de Acción Social

(SAS), dependiente de la Presidencia de la República, modificado con la suscripción

de la carta modificatoria Nº 1, fechada el 21 de abril de 2003, y la carta modificatoria

Nº 2, fechada el 14 de noviembre de 2003, y su correspondiente ampliación

presupuestaria para el ejercicio fiscal 2004».
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● Ley N° 2869/2005 «Que aprueba el Presupuesto General de la Nación para el

Ejercicio Fiscal 2006».

● Ley N° 3275/2007 «Que aprueba el convenio de financiación entre la Comunidad

Europea y la República del Paraguay, relativo al Programa de Apoyo a la Lucha

Focalizada contra la Pobreza (Convenio de Financiación ALA/2006/018-053)».

● Ley N° 3148/2006 «Que aprueba el Presupuesto General de la Nación para el

Ejercicio Fiscal 2007».

● Ley N° 3409/2007 «Que aprueba el Presupuesto General de la Nación para el

Ejercicio Fiscal 2008».

● Ley N° 3692/2009 «Que aprueba el Presupuesto General de la Nación para el

Ejercicio Fiscal 2009».

● Ley N° 3964/2010 «Que aprueba el Presupuesto General de la Nación para el

Ejercicio Fiscal 2010».

● Ley N° 4087/2011 «Regulación de las Transferencias Monetarias Condicionadas».

● Ley N° 4249/2011 «Que aprueba el Presupuesto General de la Nación para el

Ejercicio Fiscal 2011».

● Ley N° 4581/2011 «Que aprueba el Presupuesto General de la Nación para el

Ejercicio Fiscal 2012».

● Ley N° 4848/2013 «Que aprueba el Presupuesto General de la Nación para el

Ejercicio Fiscal 2013».

● Ley N° 5142/2014 «Que aprueba el Presupuesto General de la Nación para el

Ejercicio Fiscal 2014».

● Ley N° 5108/2013 «Alianza Público-Privada».

● Ley N° 5386/2015 «Que aprueba el Presupuesto General de la Nación para el

Ejercicio Fiscal 2015».
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● Ley N° 5554/2016 «Que aprueba el Presupuesto General de la Nación para el

Ejercicio Fiscal 2016».

● Ley N° 5822/2017 «Que Modifica El Presupuesto General de la Nación para el

Ejercicio Fiscal 2017, Aprobado por Ley N° 5554, del 5 de Enero de 2016».

● Resolución N° 234/2005 «Por la cual se aprueba el Índice de Priorización Geográfica

(IPG), como instrumento de focalización y selección de los distritos de mayor

vulnerabilidad y exclusión, y como mecanismos de selección de beneficiarios la ficha

de selección de beneficiarios y el Índice de Calidad de Vida, para la Red de Protección

y Promoción Social y para los Programas Focalizados en extrema pobreza en general».

● Resolución N° 595/2012 «Aprobación del Manual Operativo del Programa Tekoporã».

● Resolución N° 109/2015 «Incremento de montos de TMC».

● Resolución N° 43/2015 «Protocolo de Atención a Comunidades Indígenas».

● Resolución N° 769/2015 «Por la cual se establece el monto a ser pagado a las familias

con discapacidad severa, en el marco del Programa de Transferencias Monetarias

Condicionadas TMC-Tekoporã de la Dirección General de Protección y Promoción

Social de la Secretaría de Acción Social, dependiente de la Presidencia de la

República».

● Resolución N° 563/2016 «Por la cual se abroga la Resolución N° 595/2012 y se

aprueba el Manual Operativo del Programa de Transferencias Monetarias

Condicionadas (TMC) Tekoporã, de la Secretaría de Acción Social de la Presidencia

de la República».
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Anexo: Lista de entrevistas realizadas
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Actores entrevistados Fecha Lugar

Experta 1 21-11-2017 Fernando de la Mora

Experto 2 21-05-2019 Asunción

Experta 3 15-06-2021 Paraguarí

Experto 4 17-10-2022 Caballero

Experto 5 17-10-2022 Yaguarón

Técnico SAS 1 01-11-2017 Fernando de la Mora

Técnica SAS 2 08-11-2017 Asunción

Técnico SAS 3 17-11-2017 Fernando de la Mora

Técnico SAS 4 30-05-2018 Asunción

Técnica SAS 5 07-06-2018 Asunción

Técnico SAS 6 04-10-2019 San Lorenzo

Técnico SAS 7 19-03-2021 Fernando de la Mora

Técnico SAS 8 08-02-2023 Asunción

Beneficiaria 1 22-09-2017 Escobar

Beneficiaria 2 01-07-2021 Escobar

Beneficiario 3 28-07-2022 Caballero

Beneficiario 4 28-07-2022 Caballero

Beneficiaria 5 16-10-2022 Caballero

Beneficiaria 6 16-10-2022 Caballero

Beneficiaria 7 16-10-2022 Caballero

Beneficiaria 8 16-10-2022 Caballero

Beneficiaria 9 21-10-2022 Yaguarón

Beneficiaria 10 21-10-2022 Yaguarón

Beneficiaria 11 21-10-2022 Yaguarón


